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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Rodrigo Valdés Pulido; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas.  
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 3ª y 4ª, ordinarias, en 21 y 22 de marzo del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Trece de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:



1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (boletín N° 6.499-11).


2) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).


3) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).


4) Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín N° 8.584-15).


5) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



6) Proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la nación ante el Congreso Pleno (boletines N°s 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).


7) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín N° 10.063-21).


8) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



9) Proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y que crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de aquel (boletín N° 10.314-06).


10) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín N° 10.394-05).


11) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).


12) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 10.545-08).



13) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín N° 10.647-09).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero solicita el acuerdo del Senado para nombrar Ministro de la Excelentísima Corte Suprema al señor Arturo José Prado Puga, haciendo presente la urgencia en los términos del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín Nº S 1.926-05) (Véase en los Anexos, documento 1).


Con el segundo pide la anuencia del Senado para el nombramiento como Fiscal Judicial de la Excelentísima Corte Suprema a la señora Lya Graciela Cabello Abdala, haciendo presente la urgencia en los términos del inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental (boletín N° S 1.925-05) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero solicita el acuerdo del Senado para archivar los siguientes proyectos de ley:



1) Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Ramón Seco Pérez (boletín N° 9.187-17).


2) Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Andrés Lacalle Andrés (boletín N° 9.188-17).


3) Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Ruiz-Esquide, que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote José Antonio Ortega Martín (boletín N° 9.189-17).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiendo revisado los antecedentes, a la Presidencia no le parece conveniente ordenar el archivo de un proyecto del Senado que pasó a la Cámara de Diputados. Lo lógico es que dicha Corporación le dé tramitación y que nosotros adoptemos posteriormente una resolución.



Por lo tanto, propongo rechazar la petición de la Cámara Baja.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor MOREIRA.- Conforme.



--Se rechaza la solicitud de la Cámara de Diputados.
El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Con el segundo comunica que ha aprobado el proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y que modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15) (Véase en los Anexos, documento 3)


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas y a la de Hacienda, en su caso. 



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Expide copia de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 18.216, que dispone penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resolución dictada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad en lo relativo al artículo 75, inciso primero, de la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades.


--Se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Salud:



Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Guillier, para estudiar la posibilidad de incluir la distrofia muscular de Duchenne dentro del plan de acceso universal a garantías explícitas, o en la ley Nº 20.850, a fin de facilitar la obtención de medicamentos para su tratamiento.


Del señor Ministro (S) de Agricultura:



Remite estadísticas, solicitadas en nombre del Senador señor Navarro, sobre los incendios ocurridos en el país durante el año 2016. 


De la señora Ministra (S) de Energía:


Da respuesta a petición, planteada en nombre de los Senadores señores De Urresti, Girardi, Guillier, Horvath, Quinteros y Rossi, para respaldar y sumarse a la tercera versión de la campaña denominada “La Hora del Planeta”.


De la señora Subsecretaria de Evaluación Social:



Contesta solicitud de información, expresada en nombre del Senador señor García, acerca de la situación de pobreza de la Región de La Araucanía y su rezago respecto de las demás zonas del país.


Del señor Intendente de la Región de Atacama:



Da respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Prokurica, en cuanto a informar sobre el proyecto de Hospital Comunitario de la comuna de Huasco.



Del señor Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental:



Envía nómina de los proyectos con permisos caducados por haber transcurrido cinco años desde la aprobación de la resolución de calificación ambiental sin que se iniciara su construcción; preocupación manifestada en nombre del Senador señor De Urresti.


Del señor Director del Hospital Doctor Hernán Henríquez Aravena:



Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor García, para analizar la posibilidad de que el voluntariado de Las Damas de Celeste cuente con un espacio físico en estas dependencias hospitalarias. 



Se han recibido, además, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley N° 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral, correspondientes al año 2016, de los siguientes organismos:


-Ministerio de Bienes Nacionales.


-Subsecretaría de Transportes, Subsecretaría de Telecomunicaciones y Junta de Aeronáutica Civil.


-Corporación Nacional Forestal.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica las leyes N°s 19.968 y 20.066 para incorporar una medida cautelar especial en favor de las víctimas de violencia intrafamiliar y facultar al tribunal, en casos calificados, para controlar su cumplimiento por medio del monitoreo telemático (boletín N° 9.715-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Queda para tabla. 

Moción



De los Senadores señor Tuma, señora Muñoz y señor Lagos, con la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo concerniente al derecho a retracto en los contratos de prestación de servicios educacionales (boletín Nº 11.178-03) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Economía.

Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Prokurica que modifica el artículo 12 de la ley N° 20.255, que establece la reforma previsional, en lo relativo a la forma de acceder al aporte previsional solidario.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo disponen los incisos tercero y cuarto, número 6°, del artículo 65 de la Constitución Política.

Comunicaciones



De la Comisión de Defensa Nacional, con la que informa que ha designado Presidente al Senador señor Fulvio Rossi Ciocca.



De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, con la que comunica que eligió Presidenta a la Senadora señora Jacqueline Van Rysselberghe.



--Se toma conocimiento.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa el siguiente documento:

Oficio



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado, en los mismos términos en que lo hizo el Senado, el proyecto de ley que modifica el artículo 420 del Código del Trabajo, confiriéndole competencia a los tribunales laborales para conocer de las contiendas en que los causahabientes del trabajador buscan hacer efectiva la responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales (boletín N° 8.378-13). 



--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 73 de la Carta Fundamental.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre la Cuenta, tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, solo deseo pedirle que recabe el acuerdo de la Sala a objeto de que el proyecto que crea 110 cargos de jueces (boletín 10.611-07) pase a la Comisión de Hacienda durante el trámite reglamentario del primer informe.



Dicha iniciativa fue despachada en general y en particular el día de hoy por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?



Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA

CONVIVENCIA DE MEDIOS DE TRANSPORTE

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse de la segunda discusión en general del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y urgencia calificada de “simple”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (10.217-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 18ª, en 18 de mayo de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 3ª, en 21 de marzo de 2017.



Discusión:



Sesión 4ª, en 22 de marzo de 2017 (queda para segunda discusión en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó proponer a la Sala discutir solamente en general este proyecto, no obstante ser de artículo único.



El referido órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García-Huidobro, Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe entre las páginas 85 y 94 del primer informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En segunda discusión.



Tiene la palabra la señora Ministra.



¡Bienvenida al Senado!

La señora TAPIA (Ministra de Transportes y Telecomunicaciones).- Señor Presidente, es la primera vez que hablo en esta Sala como Ministra, así que saludo a todos los Senadores y Senadoras que se encuentran acá.



Quiero contarles que este proyecto de ley de convivencia de modos de transporte establece principalmente una serie de derechos, y a su vez de obligaciones, para los ciclistas, para los que andan en moto, para los vehículos particulares.



Nosotros debemos entender el transporte -en eso me he esforzado en estos pocos días que llevo a cargo del Ministerio- como un fenómeno integral y avanzar desde esa mirada. Por eso el título de este proyecto de ley se refiere a cómo conviven los distintos medios de transporte.



Desde esa línea, me permito mencionar un par de estadísticas que considero bastante ilustrativas.



Actualmente, en solo dos países de la OCDE ha aumentado la mortalidad como consecuencia de accidentes de tránsito. Uno de estos,  lamentablemente, es Chile.



Por lo tanto, tenemos un desafío: disminuir el número de accidentes de tránsito y, con mayor razón, de fallecidos.



Otro dato importante: esta convivencia de modos de transporte se da también en sectores rurales, pero la mayor cantidad de accidentes se producen en sectores urbanos, alcanzando a algo así como el 80 por ciento.



En esta oportunidad, no quiero entrar al detalle del proyecto, porque la invitación, tal como lo mencionó el Secretario, es a votar en general. Necesitamos avanzar en este tema. Necesitamos aprobar esta iniciativa de ley.



También quiero mencionar algo muy importante: esta normativa en estudio la construyó el Ejecutivo en conjunto con las organizaciones ciudadanas.



Entiendo que hoy día nos acompañan algunas de ellas, como las asociaciones de motos, de ciclistas. 



No quiero mencionar sus nombres, porque la verdad es que hemos actuado con numerosa participación ciudadana. 



Por tanto, quiero terminar diciendo que esta es una buena muestra de cómo podemos avanzar en conjunto con las personas que se hacen cargo no solo de aquellos derechos que querían consagrar en la ley, sino también de sus nuevas obligaciones, que han asumido responsablemente.



Así que esperamos contar con el apoyo y la aprobación transversal, tal como en la Comisión de Transportes del Senado, donde todos sus integrantes votaron en general a favor de este proyecto.



Gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor BIANCHI.- ¡Manteniendo los tiempos!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto, señor Senador.



Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-
Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.
El señor HORVATH.- Señor Presidente, este tema es muy relevante.



Me permito presentar a ustedes un gráfico (después lo pueden tener en sus computadores o en sus escritorios) que señala la conveniencia de los distintos modos de transporte, según la distancia y el tiempo por recorrer.
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Jerarquía del transporte


Evidentemente, para distancias cortas, transitan peatones; para distancias muy largas, aviones; e, incluso, a futuro, naves espaciales.



Sin embargo, se producen algunos vacíos en la manera de movilizarse, que en el pasado se llenaban, por ejemplo, con el andar a caballo. 



Hoy en día, salvo en sectores rurales o en localidades menores, no se transita a caballo. Han surgido otros modos de transporte que suplen este vacío: están las bicicletas, los triciclos; de hecho, existen ciudades en Latinoamérica en que la gente se mueve cada vez más en moto y en triciclo, en distancias que se cubren convenientemente en tiempo, en costo, en ahorro de combustible y también en salud.



Pese a ser un país de montañas, Chile posee condiciones privilegiadas para ello, con escasos valles. Hay ciudades, como Santiago, que se encuentran prácticamente en una planicie, en que llueve muy poco. Si nosotros pusiéramos a holandeses a vivir ahí más de las tres cuartas partes de la ciudad andarían en bicicleta.



¿Por qué no lo hacemos?



Primero, hay un tema de mentalidad. Tal vez todavía tenemos grabada esa famosa propaganda de Nissim Sharim con Delfina Guzmán, en que esta decía: “¡Cómprate un auto, Perico!”. O sea, lo miraban en menos. 



Pero hoy en día esa suerte de visión ha cambiado, y andar en bicicleta es considerado al revés: quien lo hace está sobrada de cariño en otros medios de transporte y, además, sabe que es más sano, más conveniente e incluso ejemplificador.



Sin embargo, existen problemas. Lo digo porque hay ciudades muy lluviosas en la Región de Aisén. En estas los municipios han entregado más de dos mil bicicletas y todo el mundo las ocupa. Se están haciendo ciclovías. Por lo tanto, no hay una restricción de hecho para este tipo de medios, pero sí debido a la carencia de ciclovías, sobre todo bien diseñadas. 


Aquí hay que tener un particular cuidado.



Primero, hay que habilitar ciclovías para que efectivamente no se produzca otro choque entre este sistema y el de peatones, porque estos también forman parte de las redes y de los modos de transporte.



Segundo, es tremendamente contraproducente construir las ciclovías de manera contigua a los carriles de vehículos motorizados. Las personas que están realizando el esfuerzo físico de andar en bicicleta van necesitando más aire para respirar y, en el fondo, inhalan lo que emana de los tubos de escape de los vehículos. ¡Eso es gravísimo!



Estimo que lo que se establece va a significar ahorro económico, mayor salud para la población en Chile y, también, gente más amable.



Las personas que no andan a pie, por razones distintas a algún impedimento, lo hacen por razones de seguridad ciudadana: mala iluminación; barrios inconvenientes, donde les cobran peaje por pasar. A veces, hasta los mismos carabineros se encierran en sus vehículos y no ejercen su labor de presencia, la cual es lejos lo más sano.



Más del 80 por ciento de la población vive en ciudades. En consecuencia, claramente necesitamos -no sé si cabe en este proyecto, pero, por su intermedio, señor Presidente, me dirijo a la Ministra- incluir en la Ley de Tránsito la planificación urbana y rural, de modo que en las vías que se estén construyendo o mejorando se incluyan derechamente las ciclovías, las facilidades para los peatones y para otro tipo de medios equivalentes, como triciclos, motocicletas, en fin.



Finalmente, quiero hacer una descripción de la Ruta 7, de la Carretera Austral.



Esta Ruta cuenta con una proyección de 2 mil 950 kilómetros entre Puerto Montt y Puerto Williams, y cada día es más frecuentada por gente de nuestro país y del mundo. Y lo hacen en bicicleta.



Nosotros tenemos personeros de universidades, gerentes, incluso autoridades de Gobierno que realizan sus viajes por este medio, y lo hacen en un camino diseñado solo para dos vías, incluso restringidas en su ancho, sin bermas adecuadas.



Por lo tanto, solicito que, con cargo a esta ley en proyecto, se incluyan las bermas y las ciclovías correspondientes, de manera que esto sea algo cada día más habitual en cada rincón de Chile.



Obviamente, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero saludar a la Ministra y desearle el mayor de los éxitos. Ella ha trabajado permanentemente con la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, y hemos tenido la posibilidad de llegar a acuerdos en varios proyectos. Así que valoro el esfuerzo que hizo inicialmente como asesora y como mujer que ha laborado durante muchos años en el Ministerio.



Así que -reitero- le deseo el mayor de los éxitos.



Entiendo que este proyecto, que viene de la Cámara de Diputados, es muy importante.



De alguna forma hay que reconocer que es una iniciativa ciudadana: varias organizaciones se unieron para presentar sus inquietudes a fin de que los parlamentarios, tanto Diputados como Senadores, pudiéramos hacerlas ley.



Y no solo los escuchamos a ellos y observamos la realidad que nos presentan, sino también la descrita por los organismos técnicos, que nos dan su información para trabajar.


Por eso, señor Presidente, la Comisión de Transportes acordó por unanimidad que el proyecto fuera visto solo en general en la Sala, con el objeto de que pudiéramos formular las indicaciones correspondientes.


Se trata de una materia bastante importante, relacionada con la nueva realidad de las vías del país y, obviamente, es una cuestión que se da a nivel mundial.



El objetivo de este proyecto es mejorar la convivencia vial entre los distintos medios de transportes. Para ello, entre otras cosas, resulta necesario definir y reconocer las diferentes especificidades de estos, abordando aspectos relacionados con medidas que permitan mejorar la seguridad vial, la educación vial -es algo fundamental-, los estándares de operación y la seguridad de las ciclovías.



En tal sentido, consideramos muy importante que la Comisión de Hacienda vea también esta iniciativa, pues se van a requerir recursos. Si no va a dicho órgano técnico, nos podemos quedar solo en una buena intención, pero que no se verá incrementada con los recursos pertinentes.



Como señalé, lo relevante es diferenciar a las bicicletas y a las motos del resto de los vehículos motorizados, señalando expresamente que las primeras son vehículos de aquellos clasificados como “no motorizados”. Por tanto, hay que darles prioridad e importancia tanto en el mundo urbano como en el rural.



Actualmente, en el tráfico habido en nuestras respectivas ciudades a lo largo del país, cada uno de nosotros cumple diferentes roles, según el día y la ocasión. Así, en algunos momentos somos peatones; en otros, nos convertimos en automovilistas o en motociclistas, e incluso algunos pasamos a ser ciclistas. En el caso de estos últimos, el incremento cada día es mayor. Sobre el particular, el Gobierno nos informa que hoy día el aumento de las bicicletas es exponencial, tal como ha ocurrido en la mayoría de las naciones desarrolladas.



El uso de las bicicletas como medio de transporte urbano, como actividad deportiva y recreativa o para el disfrute del turismo ha ido en aumento no solo en Chile -lo mencionó el Senador Horvath-, sino también en el resto de los países del mundo. La bicicleta permite tener contacto con la naturaleza y conocerla. Es un instrumento que posibilita aquello.



Se trata, pues, de un estilo de vida -es muy significativo destacarlo- en que se disfrutan los beneficios que la bicicleta nos entrega gratuitamente.



Sin embargo, tal incremento hace que la jungla de cemento en que en muchas ocasiones se han convertido las calles de nuestras ciudades constituya un elemento de peligro al que deben enfrentarse todos los actores del tráfico, en especial los ciclistas y los motoristas, quienes conducen los vehículos más débiles del grupo, sin lugar a discusión.



En ese contexto, señor Presidente, me permito señalar al menos tres reglas básicas de convivencia en el tránsito con bicicletas. 



El respeto y la empatía son cuestiones que se deben generar en el tránsito. Y eso debe nacer desde los hogares, desde las escuelas. Ojalá que ello se incluya en la educación que les queremos entregar a nuestros hijos.



Cada uno de los ciudadanos vamos cumpliendo diferentes roles dentro del tránsito en nuestras respectivas ciudades. A veces somos ciclistas; en otras ocasiones pasamos a ser peatones, etcétera.



Cuando uno asume uno de esos papeles y se halla circulando por una ciudad tiene que imaginar que también es factible encontrarse en el caso de los demás actores. En otras palabras, si transitamos en una bicicleta por la acera, hay que imaginar que el peatón que molestamos puede ser cualquiera de nosotros; si conducimos nuestro vehículo, debemos imaginar que el ciclista que vamos a adelantar puede ser uno mismo.



Entonces, lo importante es generar conciencia y una cultura de convivencia en armonía con los diversos actores que hoy día están presentes en el tráfico de las distintas ciudades y zonas rurales.



En primer lugar, resulta relevante señalar que las calzadas son para todos y no solo para los vehículos motorizados. Las calzadas o calles deben ser compartidas, y hay que respetar siempre al más débil. 



Las bicicletas también son vehículos que merecen respeto, al igual que un coche, un camión o una motocicleta. La calzada es para que transiten diferentes medios de transporte, incluidas las bicicletas cuando no existen ciclovías. 



Esa es una de las materias que debemos abordar, señora Ministra. Por eso estimo fundamental que este proyecto vaya a la Comisión de Hacienda.



Con relación al punto en comento, el adelantamiento tiene que realizarse en forma adecuada. Sucede que la obligación de mantener una distancia lateral de un metro y medio no es caprichosa. Por el contrario, efectuar la maniobra de adelantamiento a una bicicleta de manera correcta puede ser la diferencia entre la vida y la muerte de un ciclista.



Solo en los casos en que las bicicletas poseen su espacio exclusivo estas deben circular por ahí y no por la calzada.



En seguida, se halla el respeto a las ciclovías. 



Los peatones deben comenzar a comprender que las ciclovías han sido diseñadas para que el tránsito con bicicletas resulte mucho más seguro. Así, esa zona es exclusiva para que ellas circulen. En muchos casos, las personas caminan por esos sitios sin precaución y se producen accidentes, como algunos de los señores Senadores deben de haber presenciado.



La tercera regla, tratando de ser lo más sintético posible, dice relación con el respeto a las normas del tránsito, lo cual muchas veces no se da.



En el proyecto de convivencia de tránsito con bicicletas como medios de transporte, todos y cada uno de los actores deben comprometerse con el cumplimiento de las reglas del tránsito, sea que se utilicen bicicletas, vehículos, camiones, o bien sean peatones. Porque estos últimos en numerosas ocasiones son los mayores responsables -Sus Señorías lo habrán visto en los antecedentes respectivos- de fallecimientos y de heridos al no respetar las normas correspondientes durante su desplazamiento.



De otro lado, este proyecto abre una discusión -se produjo en la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones- que tiene que ver con la reducción de la velocidad máxima en zonas urbanas de 60 a 50 kilómetros por hora.



Sin duda, esa es una de las materias más conflictivas y complejas, sobre todo cuando se la analiza respecto de la visión que pudo haberse tenido durante el siglo pasado. Porque hoy día las nuevas tecnologías (airbags, dispositivos de frenos, etcétera) hacen que las normas del tránsito, que son antiguas, queden obsoletas, dado que la seguridad de los vehículos es distinta. 



Ese es un aspecto que debemos debatir, porque se trata de una cuestión muy complicada de entender.



Sin embargo, la información de que disponemos de países desarrollados nos indica que al rebajar de 60 a 50 kilómetros por hora la velocidad máxima en zonas urbanas -no estamos hablando de zonas rurales- se disminuyen las posibilidades de muerte por accidente tanto del conductor como del peatón.



Hay demostraciones de aquello, y las vamos a estudiar.



Asimismo, hemos recibido en la Comisión otros antecedentes en el sentido de que las nuevas tecnologías han generado visiones distintas sobre el particular.



Señor Presidente, yo voté a favor de la idea de legislar. Pero creo que esta materia tiene que ser bastante analizada por el órgano técnico respectivo y, también, por la Sala del Senado.



Voy a votar favorablemente en general este proyecto, tal como hice en la Comisión de Transportes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, en primer lugar, quiero felicitar a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones y, al mismo tiempo, desearle mucho éxito en su gestión.



Comparto absolutamente la introducción que hizo sobre el proyecto de ley que nos ocupa.



Desde hace bastante tiempo que la movilidad urbana dejó de ser solo un problema de transporte: la gran cantidad de muertos y de heridos provocados por los accidentes de tránsito y las secuelas físicas y psicológicas que quedan la transforman en un primerísimo asunto de salud pública. 



Es también una cuestión de calidad de vida, de desarrollo urbano que debe incidir en la planificación de las ciudades.



Desde ese punto de vista, me parecen de la mayor importancia las medidas contempladas en este proyecto que van dirigidas a reducir la accidentabilidad de tránsito, en especial, la disminución de la velocidad de circulación en las vías urbanas.



Del mismo modo, tiene pleno sentido dictar normas para compatibilizar el transporte motorizado con el no motorizado, incentivando el uso de bicicletas.



Esas iniciativas son de indiscutible utilidad y pertinencia. Y, por cierto, cuentan con todo mi apoyo.



Sin embargo, quiero llamar la atención sobre otros aspectos de este problema que no se abordan en este proyecto o se abordan en forma insuficiente.



Se define, por ejemplo, la competencia del Ministerio de Transportes para regular las características técnicas de las ciclovías y se establece un plazo de tres años para que las actuales ciclovías se ajusten a la nueva normativa.



Pero yo pregunto: ¿Quién es el responsable de ejecutar esas obras? ¿Quién las financiará?



En estos días se ha generado una polémica a partir del reproche que hizo la Contraloría a algunos municipios que han ejecutado obras de reparación de pavimentos sin los correspondientes permisos del SERVIU.



La gran mayoría de esas obras son simples parches. Pero bien sabemos que la autoridad ministerial e incluso la regional no están en condiciones de responder a la creciente demanda de reparaciones de baches que abundan en calles y avenidas en todas las ciudades de Chile.



Injustamente se acusa a los municipios en ese caso. Y mucho me temo que con las ciclovías ocurrirá lo mismo.



Es común que los alcaldes propongan a los SERVIU incorporar vías separadas para bicicletas en los proyectos de pavimentación o de corredores de buses que ejecutan estos servicios; sin embargo, rara vez son escuchados.



Esa actitud está cambiando lentamente. Y así, en Puerto Montt, por ejemplo, el Ministerio de Obras Públicas está haciendo una ciclovía, además de la construcción de la nueva costanera que unirá la ciudad con la localidad de Pelluco, dando continuidad de este modo a la ciclovía que se construyó hace algunos años.



No obstante, son muchos los ejemplos en contrario.


Me preocupa que luego toda la presión se ejerza sobre los municipios para exigir que se normalicen de acuerdo a los nuevos estándares las ciclovías ya construidas, todo esto, sin asignarles ningún recurso extraordinario.



Aquella es una vieja historia. Pero al margen de esa reserva, ciertamente estoy a favor de nuevas normativas que den condiciones de mayor seguridad al tránsito peatonal y de bicicletas en nuestras calles.



La gran mayoría de las víctimas de los accidentes de tránsito son niños y jóvenes. El dolor de sus familias es inconmensurable, y los efectos en el gasto en salud, pública y privada, y en el desarrollo de nuestro país son también significativos.



Debemos hacer más para detener o prevenir esta verdadera catástrofe que nos afecta año tras año. Y más también, para dar calidad de vida a los habitantes de nuestras ciudades.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, evidentemente, quiero respaldar este proyecto, pues me parece que va en el sentido de la reflexión que debemos realizar respecto de los territorios.



¿Cuáles son los territorios que tenemos que desarrollar y fomentar a futuro?


Son los territorios los que definirán la vida de los chilenos; son los territorios los que determinarán nuestro modelo económico; son los territorios los que tienen las potencialidades para insertar a Chile en el siglo XXI. Es el Desierto de Atacama el que nos permitirá ser una potencia mundial en energía solar o la ventana al universo; es la Patagonia Subantártica la que nos posibilitará contar con las principales reservas de agua del planeta.


Pero los territorios no solo son un espacio de desarrollo económico y cultural: también debemos ver de qué manera los vamos a habitar.



Me parece que acá debemos establecer una prioridad.


Yo creo que los territorios en general deben ser para las personas. Y eso significa tomar una decisión. 



La prioridad en un territorio deben ser las personas que andan de a pie, pues necesitamos que estas caminen mucho más. Porque, por ejemplo, los problemas de salud ya no se resuelven en los hospitales. Estos son absolutamente inútiles para enfrentar los problemas del siglo XXI: los infartos, los accidentes vasculares, los cánceres, en fin.



Hoy día ello depende de si las personas caminan o no, de si comen saludable o no, de si son felices o no. Y esto, evidentemente, se halla directamente relacionado con los territorios.



Un territorio donde se pueda caminar seguro, andar en bicicleta de forma tranquila; que tiene parques, áreas verdes; que permita a los niños relacionarse con la naturaleza obviamente tiene una dimensión distinta de aquel que carece de lugares para transitar; que es inseguro, oscuro, o que está lleno de basurales.


Entonces, esa nueva dimensión es la que debiéramos mirar. Y lo mismo se aplica para los territorios rurales. 



¿Qué vamos a privilegiar?



¿Seguiremos privilegiando la lógica de algunos alcaldes que se pelean por salir en la televisión para decir que van a tapar un hoyo del pavimento, comunicando de esa forma que lo único importante son los automóviles? ¿O el día de mañana nos vamos a preocupar, por ejemplo, de las veredas, cuestión que es mucho más relevante? ¿La prioridad es tapar los hoyos de las calles o mejorar la calidad de las veredas?



Nuestra población envejecerá cada vez más. En un futuro cercano tal vez viviremos 120 años en promedio. ¿Cómo debe ser la ciudad cuando sus habitantes tengan más edad y la mayoría de las personas sean adultos mayores no de 65 años, sino de 100 años o más? ¿Qué se va a privilegiar?



En mi opinión, la reflexión ha de apuntar hacia aquella mirada, en que la ciudad debe ser para los peatones, para aquellos que están dispuestos a usar modos saludables y sustentables de transporte como la bicicleta en primerísimo lugar.


Cuando se compara la prevalencia o la incidencia de infartos, de accidentes vasculares y de cánceres entre una ciudad de Estados Unidos como California, donde solo se usa el auto, y una de Holanda, donde las personas andan en bicicleta y a pie (ambas ciudades con idéntico número de habitantes), es evidente que el riesgo de aumentar los casos de cáncer, de infartos, de diabetes y de hipertensión se halla asociado al modo de movilizarse de la población. Por lo tanto, las personas que viven en California tienen riesgos relativos muy superiores a los de quienes habitan en las ciudades holandesas.



Entonces, no solo estamos tratando de establecer una garantía de derechos para determinado actor de la sociedad chilena: los ciclistas.


Me detengo aquí para valorar todo lo que ellos han hecho por la ciudad, ya que de manera porfiada, a veces con pasión y entusiasmo, han abierto una conversación que antes no existía.


Pero aquello, señor Presidente, no va solo en beneficio de ese grupo: también se halla dirigido a la ciudad en su conjunto.



Una ciudad saludable e inteligente no es la que posee más chips, no es la con más servicios de Internet, no es la que cuenta con mayor cantidad de sensores, sino la que tiene políticas más inteligentes.


Es cierto que los sensores pueden ayudar; pero no remplazan a la política inteligente.



¿De qué nos sirve tener a una persona llena de sensores que le miden permanentemente la glicemia, los latidos cardíacos, los pasos que da si no cuenta con lugares donde caminar, pasear, contactarse con la naturaleza, que le permitan vivir feliz?



En consecuencia, una ciudad inteligente no es la que posee sensores o zonas iluminadas, sino la que tiene políticas inteligentes. Y tal vez no hay una política más inteligente que la que se está estableciendo hoy día, o la que se inserte en ese marco.



Ojalá dispusiéramos de muchas más políticas inteligentes que, además, les garantizaran a los peatones y a los ciclistas seguridad vial. 



Por eso, todos estos conceptos de “línea de detención adelantada”; de “zona de tránsito calmado”, donde las personas podrán movilizarse en bicicleta y los autos deberán circular a 40, 30, 20 kilómetros por hora, además de otras medidas que plantean que los automovilistas deben dejar un espacio suficiente para adelantar a un ciclista o que se hallan relacionadas con la disminución de la velocidad máxima en las zonas urbanas, me parece que apuntan en el sentido correcto para la generación de las políticas inteligentes que requerimos en el siglo XXI. 



Hay muchos otros desafíos que debemos enfrentar. Pero ese es de los fundamentales. Y ello resulta del todo consistente con la política de fortalecimiento del transporte público, como elemento complementario de la ciudad para el peatón; de la ciudad para el ciclista; de la ciudad para quien usa transporte público; de la ciudad para el que es solidario; de la ciudad para aquel que tiene capacidad empática para ponerse en el lugar del otro.



Por último, lo que se propone también es coherente con otras medidas que se están tomando en el Congreso Nacional -por ejemplo, la restricción por congestión, en fin- para restringir el uso del auto y devolver la ciudad a la mayoría, al bien común; para defender la salud; para optimizar los sistemas de transporte público.



Por ejemplo, se perfecciona el transporte público si aumentamos a 24 kilómetros por hora la velocidad promedio de los seis mil buses que circulan a 12 kilómetros por hora (también, si retiramos autos de las vías congestionadas). Eso es totalmente posible. Y equivale a tener doce mil -no seis mil- buses transitando a 12 kilómetros por hora. O sea, al incrementarse la velocidad promedio disminuirían los tiempos de viaje; la gente iría sentada; aumentaría la frecuencia de los buses, todo lo cual redundaría en un mejoramiento muy importante de la calidad de vida de las personas. 



¿Cuál es el valor de la calidad de vida? 



Si queremos mejorar los parámetros de la calidad de vida, hay que considerar que no basta con hacer ejercicio -lo voy a reafirmar- para evitar las enfermedades crónicas no transmisibles. Las personas que se ejercitan, que andan en bicicleta y que hacen caminatas generan más endorfina en su cuerpo; por lo tanto, son más felices, sufren menos estrés, tienen mayor concentración, mejoran el rendimiento escolar o laboral, son menos agresivas. 



¿Por qué en nuestros colegios el 30 por ciento de los niños toman Ritalin? Incluso, muchas veces los profesores les exigen a los padres llevar al hijo al psiquiatra. Si no lo hacen, expulsan al menor, ya que ¡debe estar medicado...!



Yo me pregunto qué es lo anómalo: ¿los niños o una ciudad totalmente chata, con una educación plana?



¿Dónde está el problema? ¿En los niños? Yo creo que no. 



Está demostrado que los niños que hacen actividad física y que van al colegio en bicicleta tienen muchas menos posibilidades de presentar síndromes de déficit atencional o de hiperactividad y no requieren medicalización. Y a los adultos les ocurre exactamente lo mismo.



En consecuencia, las medidas planteadas no solo van a restablecer un derecho, sino que, además, ayudarán a entender que la ciudad genera muchos bienes sociales distintos si uno lo hace bien. 



Si yo quisiera, por ser prioridad nacional, que toda la población realizara actividad física porque al hacer ejercicio y comer sano disminuyen en 70 por ciento las posibilidades de infartos y de accidentes vasculares, caen los niveles de diabetes e hipertensión y baja en 40 por ciento la factibilidad de que aparezcan cánceres, y, además de eso, dispusiera que ello tuviera lugar en un gimnasio, el costo sería de mil dólares por persona, en cualquier ciudad. En  cambio, si contáramos con más ciclovías, con otros lugares para caminar, con mayor cantidad de áreas verdes, el costo sería inferior a 10 por ciento. 



Desde el punto de vista económico -lamentablemente, muchas veces nuestras visiones económicas y las de Hacienda no están puestas en ello-, el mejor negocio para Chile desde la perspectiva de la salud, de la calidad de vida, de la forma de enfrentar el suicidio y la depresión -Santiago es una de las urbes del planeta con más alto consumo de benzodiazepinas- es mejorar la ciudad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el Senador Girardi mezcla el Ritalin con la bicicleta: ¡es posible que en alguna parte haya una vinculación directa entre ambas cosas...!



Yo deseo más bien referirme al proyecto mismo, que, dentro de su contexto, tiene tres realidades que considero importante destacar.



La primera se relaciona con el contenido tal como lo plantea la Ministra en su minuta única -agradezco que se entregue una sola minuta a los parlamentarios de las distintas bancadas-, que refleja un intento por separar la bicicleta del resto de los ciclos al señalar que aquellas son vehículos no motorizados. 



Me parece que eso apunta en el sentido correcto.



En un proyecto distinto, también estudiado por diferentes Comisiones, el uso de la bicicleta fue parte de la discusión. Y se llegó a una definición en el sentido de que cualquier política pública que procure generar cierto beneficio, al ir asociada a otros ciclos, provoca problemas que de alguna manera impiden una solución.



Así que me parece bien hacer tal diferencia y buscar otros escenarios a través de ciclovías, de circulación por la acera en circunstancias excepcionales, para lograr una visibilización de la bicicleta que, en distintos sectores de nuestro país y en diversos contextos, resulta muy relevante. 



En esa línea, como se dijo, la idea de legislar parece altamente deseable.



Ahora, quiero hacer presentes dos problemas que visualizo en este proyecto. 



El primero tiene que ver con el hecho de que, a propósito del uso de la bicicleta y al objeto de armonizar los distintos elementos, se plantea disminuir de 60 a 50 kilómetros por hora la velocidad máxima en zonas urbanas.



A mi juicio, esa es una visión completamente santiaguina o de algunos lugares de la Capital. No está pensada para ninguna de las restantes regiones. Al final, complejizar la vida rebajando velocidades apunta en un sentido incorrecto.



Quizá en algunos lugares especiales de la Región Metropolitana pueda aplicarse una norma como aquella.



Tal vez la referida disposición sea un buen pretexto para cursar más partes a determinadas personas, como lo he visto en ciertos sectores de la Región que represento, donde algunos municipios, a propósito de la obligación de circular con las luces de los autos encendidas, se han hecho millonarios; en efecto, colocan sobre los puentes a personas disfrazadas para sorprender a visitantes incautos y así incrementan las arcas fiscales.



En su momento el Congreso Nacional discutió bastante sobre la proposición consistente en aumentar de 100 a 120 kilómetros por hora la velocidad máxima en carretera. Se decía que podría generar hartos problemas, que había una serie de informes dramáticos, etcétera. Pero al final fue una muy buena solución.



Cuando uno ve que hay seguridad en las carreteras puede agilizar el tránsito, lo que significa un beneficio ciudadano ostensible.



Entonces, no alcanzo a entender la generalización de la norma que pretende bajar de 60 a 50 kilómetros por hora la velocidad máxima en zonas urbanas.



Creo que ahí existe un problema serio, grueso.



Espero que en la Comisión especializada en la materia revirtamos la argumentación que dio sustento a la disminución planteada, para impedir que por buscar una solución que beneficia a pocas comunas se generen dificultades de tránsito en muchas otras.



Mi visión sobre el particular no es favorable.



Ahora, este proyecto -fue una reflexión hecha anticipadamente- no tiene informe financiero.



Claro: puede decirse que no implica gasto. Pero esto es parte del problema, pues de alguna manera a los municipios -como expresaron Senadores que me antecedieron- se les está imponiendo la obligación de implementar  determinadas zonas, lo que al final supone gastos significativos. 



En otras palabras, en vez de asumir el problema se endosa a los municipios, pero sin dotarlos de los recursos necesarios para generar la nueva infraestructura vial.



Eso envuelve una dificultad muy grande.



En las últimas semanas me ha sorprendido la cantidad de alcaldes que, transversalmente, reclaman, y con razón, porque el Parlamento les agrega y agrega funciones, tareas, obligaciones, pero sin asignarles ningún recurso, lo que en general implica que cosas teóricamente positivas se traduzcan en una disminución real del poder comunal.



Temo que en este caso vuelva a ocurrir lo mismo. Porque estamos estableciendo nuevos requisitos de infraestructura vial, lo que obligará a cambiar ciertos ejes comunales. Sin embargo, eso no va acompañado de ningún esfuerzo financiero, de ninguna visión que permita obtener los recursos necesarios para solventar los nuevos gastos.



Claro: si fuese una declaración de voluntad, estaría bien. Pero yo creo que hace rato deberíamos haber hecho un tránsito desde las declaraciones a las acciones.



En tal sentido, opino que el problema abordado en esta oportunidad no queda bien resuelto.



Cuestión distinta es que se podría innovar con relación a las facultades de los servicios públicos.



A ese respecto, cabe recordar que de repente el alcalde es sancionado por hacer tapar hoyos en una calle, pues hoy día la obligación pertinente es del SERVIU.



En efecto, muchas veces el alcalde, angustiado porque pasa demasiado tiempo sin que se reparen los “eventos” y porque a él lo culpan de todo, ordena taparlos. Al final, a la municipalidad le cursan un parte con motivo de la mala distribución de las obligaciones emanadas de las políticas públicas respectivas.



Sería deseable que este proyecto -lo dejo planteado como idea- permitiera avanzar un poco más en la línea señalada, al menos en algo tan simple como la mantención de las ciclovías, obviamente con algún vínculo en cuanto a la fuente de los recursos pertinentes, para que su contenido no sea simplemente palabras en el aire.



Vamos a aprobar la idea de legislar, con las aprensiones hechas. Y ojalá que esta iniciativa sea un paso adelante y no solo una ilusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, seré muy breve, porque este proyecto, como lo han reiterado aquí varios colegas, constituye un paso absolutamente necesario.



Ojalá los ciudadanos de nuestro país utilizaran mucho más la bicicleta. Si así ocurriera, todas las normas dictadas por nosotros sobre la materia en análisis deberían ir en tal dirección.



La pregunta que surge es si basta solo aquello.



En el actual ordenamiento hay normas que le dan al Ministerio de Educación facultades para incluir normas del tránsito -por ejemplo, las que estamos debatiendo esta tarde- en los programas de las educaciones básica y media. Pero no hay que hacer un análisis muy profundo para constatar que aquello no se está dando porque una de las dificultades existentes en la materia emana del aspecto cultural: cómo educamos a los ciudadanos para que se concrete el anhelo -a mi entender, compartido por todos- de que cada vez más gente use la bicicleta.



No existe duda de que el problema cultural tiene incidencia.



Veo que en el proyecto que nos ocupa se intenta darles más énfasis a las escuelas de conductores.



Es evidente que sobre aquel punto hay una dificultad que debemos resolver.



Por otro lado, tenemos el problema de la infraestructura: cómo lo hace el Estado, que tiene injerencia en la inversión necesaria para dotar de aquella a la gente, en la dictación de normas legales en el ámbito del tránsito y en el diseño de los programas educacionales, para lograr que exista coherencia entre todos esos elementos y la idea contenida en el proyecto que nos ocupa.



El Senador Coloma sostenía en esta Sala que algunas normas eran vistas desde Santiago.



Yo quiero decir que, por ejemplo, en la comuna de Los Ángeles, a la que me honro de representar en el Senado, durante los últimos años se ha hecho una gran inversión en avenidas. ¡Ninguna con ciclovías! 



Por lo tanto, ¿es pertinente la acción global del Estado en esa materia? No.



Podemos dictar una ley que contenga normas del tránsito para incentivar el uso de la bicicleta. Empero, ella debe estar acompañada de infraestructura. Porque si el Estado, cuando invierte en este rubro en las ciudades, no destina recursos que se condigan con lo que estamos aprobando aquí, vamos a tener dificultades serias, profundas. Y a lo mejor en ciudades pequeñas y medianas esa sola circunstancia inhibirá la utilización de aquel vehículo.



En consecuencia, creo que estamos trabajando bien en esta materia si uno la radica solo en lo relativo a las normas del tránsito. Pero no hay duda de que una mirada más global nos obliga a hacer un esfuerzo en educación y en infraestructura. De lo contrario, las dificultades que hoy día se viven en las grandes ciudades donde hay una mayor conciencia en el sentido de usar medios de transportes distintos del auto van a seguir existiendo. Así, el uso de la bicicleta en nuestras comunas continuará siendo extraordinariamente débil.



Por eso, señor Presidente, considero que aquí es clave la existencia de coordinación, en especial al interior del Gobierno, para que actuemos en función no solo de las normas de tránsito sino también de las disposiciones sobre educación y particularmente de las relativas a la infraestructura.



La idea es que no se mejore o no se construya ninguna avenida sin una solución que considere una ciclovía. Si no se procede de esa manera, la normativa pertinente será retórica, la expresión de un anhelo. 



En mi concepto, nosotros debiéramos tener mayor voluntad para concretar la idea expuesta. 



Cuando se dictan normas muy generales, para todo el país, pero mirando solo la realidad de la Región Metropolitana, no se hace partícipes de la solución a los municipios de las demás regiones, a los cuales también hay que darles las facultades para que sean coadyuvantes en este tipo de procesos.



Voy a votar favorablemente esta iniciativa, señor Presidente, porque creo que apunta a algo que  hemos de afrontar. Pero tomémosla como un paso, como una medida, como una parte de todo lo que debemos hacer. Porque en materia educativa y en el ámbito de la infraestructura, claramente vamos mucho más atrás.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solo voy a hacer dos puntos en cuanto a este proyecto.



Primero, deseo reforzar lo que planteó el Senador Víctor Pérez respecto de la infraestructura.



Nosotros podemos hablar mucho del uso de la bicicleta tanto en las ciudades como en las zonas rurales.



En los sectores rurales del sur de nuestro país muchas personas usan ese vehículo como medio de transporte para llegar a su trabajo y regresar a casa. De ahí que siempre la petición a Obras Públicas es en el sentido de que la infraestructura de los caminos considere también las ciclovías.



Por consiguiente, el trabajo conjunto de las distintas instancias gubernamentales en esta materia es tremendamente significativo si realmente queremos impulsar el uso de la bicicleta.



Considero un paso muy positivo la inclusión de dicho vehículo en la Ley del Tránsito y, por tanto, que nos acostumbremos a incorporarlo cuando pensemos en tránsito en Chile. Se trata de un cambio cultural tremendamente relevante, no solo para las políticas públicas sobre la materia, sino además para los conductores y los peatones.



Únicamente cuando insertemos en nuestra cultura el concepto de que la bicicleta es un medio de transporte que debe convivir con las otras formas de desplazamiento vamos a avanzar en la dirección correcta. 



En tal sentido, me parece que este proyecto de ley camina hacia donde todos queremos: el fomento del uso de la bicicleta.



De otro lado, estimo muy relevante el hecho de que las escuelas de conductores entreguen conocimientos vinculados con la inclusión de la bicicleta en el tránsito vehicular. 



En el caso de los peatones tenemos asimismo un desafío muy grande. Ello, especialmente cuando se aumentan las ciclovías en las ciudades, pues todavía no existe la cultura de, al enfrentarlas, parar y mirar, tal como se hace cuando se cruza una calle, a fin de cerciorarse de si está circulando o no alguna bicicleta.



En esa línea, señor Presidente, quiero plantear que hay un desafío pendiente en el caso de la existencia de puentes.



Por ejemplo, en la ciudad de Valdivia tenemos el gran problema de que la ciclovía llega al puente y luego no hay cómo seguir. Es necesario  subir a la acera o transitar por donde lo hacen los autos.



Es muy grande la complicación para integrar las ciclovías a los viaductos, que no siempre dependen de las mismas instituciones. Muchas veces una calle que llega a un puente depende del MOP, mientras el viaducto depende del MINVU; la calle que sigue depende del MINVU o del municipio, en fin. 



Entonces, a la espera de que se pongan de acuerdo en generar una vía que les sirva a las bicicletas, se hace la ciclovía hasta el puente; en este no hay ciclovía; existe después ciclovía al final del viaducto, y así sucesivamente.



Todo eso genera una mayor cantidad de accidentes.



Por lo tanto, ahí tenemos un desafío pendiente.



Ahora, en la respuesta siempre se dice: “Los puentes nuevos los estamos haciendo con una ciclovía”. Sí, pero ¿qué pasa con los existentes? Porque las ciclovías están llegando hasta los ya construidos y el problema radica en ellos. El desafío es muy grande.



Solo deseo hacerle una observación a la señora Ministra de Transportes, quien tiene que ver con la velocidad, según entiendo. La ley en proyecto será igual para todo Chile. Sobre esa base, hago presente la conveniencia de considerar el punto con cuidado, porque las ciudades y las realidades son muy distintas, de manera que una misma regulación puede constituir una complejidad.



La Senadora que habla cree mucho en los municipios. Me parece que ellos tienen un lugar aquí. No sé si el camino es la dictación de una norma legal. En verdad, consideraría cuáles son los espacios que tenemos que someter a un mismo criterio en todo el país y cuáles los que podemos dejar a la determinación de municipios y comunidades.



Estoy pensando en varios sectores que quedan entre Lanco y Panguipulli, por ejemplo, caso en el cual la velocidad es fijada por el Ministerio. Pero a menudo necesitan que esta sea incluso más baja. Eso da lugar siempre a una pelea. Por lo tanto, también se requiere escucharlos. Muchas veces, para llegar a una escuela, es preciso cruzar una calle por la cual los autos pasan muy rápido.



Entonces, cuando se dice: “Hagámoslo igual en todo Chile”, se puede oponer: “¡Ojo, no todo Chile es igual!”. Incluso, no todas las comunas dentro de una Región son iguales, como tampoco lo son todas las localidades dentro de una comuna. Pensemos en el asunto con cuidado. Quizás es preciso darles más espacio a los municipios y no dictar una misma disposición para todo el país.



Así que, con ese comentario, vamos a concurrir con nuestro voto a favor.



Se puede mirar en general el asunto, pero cabe asimismo considerar en particular cómo podemos ir incluyendo los cambios culturales en el uso de la bicicleta. Creo que ahí tenemos mucho todavía por avanzar.



Me parece que se da un paso importante, pero desde el Ministerio de Transportes se tiene que ir introduciendo el punto en la forma de pensar del Ministerio de Obras Públicas y del Ministerio de Vivienda, que tienen que ver con la construcción de infraestructura, para que no solo contemplen el empleo de dicho medio de transporte en relación con las nuevas obras, sino también con las ya existentes.



En Valdivia, los puentes Calle Calle y Pedro de Valdivia generan un problema. Y para qué decir que hacen otro tanto los de la ciudad de Los Lagos. Ahí no hay cómo conjugar el puente, el peatón y los autos. Repito que el desafío es tremendo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, nos estamos pronunciando sobre un proyecto de ley general que, como su nombre lo indica, incorpora en nuestro ordenamiento del tránsito disposiciones acerca de la convivencia de distintos medios de transporte. Sin embargo, hemos derivado a la necesidad de regular el uso de la bicicleta.



No cabe duda de que la iniciativa que nos ocupa dice relación con el marco teórico que dicha legislación conforma para poder regular la materia, contemplándose la definición de los ciclos, incluidos los vehículos con asistencia eléctrica. Lo que tenemos que dictar es una ley de la bicicleta y un reconocimiento de este medio de transporte.


Por la capacidad que le conocemos a la señora Ministra y por su experiencia legislativa, le pedí atender un proyecto firmado transversalmente y presentado hace largo tiempo en la Cámara de Diputados, cuando varios de nosotros la integrábamos, el cual apunta a contemplar un estatuto especial, el que se tendrá que traspasar luego a las políticas de urbanismo.



Quienes cuentan acá con experiencia en lo municipal advierten que, muchas veces, no obstante el aumento enorme en el transporte en bicicleta de estudiantes y trabajadores -¡qué duda cabe de que contribuye a una vida saludable!-, no existe ninguna concordancia con miras a poder utilizarla. En efecto, se hacen ciclovías que terminan en la mitad de la nada, o avenidas tremendas que demandan una inversión cada cuarenta años y que no incluyen una ciclovía, o ciclovías que llegan al centro, a las plazas de armas de las ciudades, y no hay dónde dejar las bicicletas, porque ello no se ha coordinado.



Entonces, más que concentrarnos en la discusión de la iniciativa en debate, que sin lugar a dudas vamos a aprobar, porque genera una serie de reconocimientos y tipificaciones apropiados, creo que en el texto no corresponde hacer referencia a la bicicleta. Aquí estamos realizando adecuaciones en cuanto a la convivencia de distintos medios de transporte. Lo que se requiere es una legislación fuerte, robusta, en materia de dicho vehículo, y, de esa manera, cruzar toda la discusión urbanística.



Se puede observar la situación de ciudades como Valdivia, con cuyas autoridades municipales nos reunimos durante la semana respecto de una política de continuación de las ciclovías, o La Unión. Muchas veces, este tipo de ruta corre por un carril distinto de las organizaciones de usuarios o de los flujos de desplazamiento. Incluso, en un primer momento, si no media la educación necesaria, genera más bien un inconveniente, porque se eliminan estacionamientos y se presentan problemas de dirección o de desplazamiento de los propios vehículos.



Mi reflexión es la de valorar la iniciativa que nos ocupa. Estimo que vamos a apoyarla transversalmente. Pero me parece que tiene que existir una identificación desde Transportes, con más fortaleza, con más pertinencia, en relación con la bicicleta.



Por eso, invito a la señora Ministra, cuya capacidad fue tan reconocida en la Región de Los Ríos durante la semana y cuya experiencia legislativa y cercanía a estos asuntos es dable advertir, a recurrir al proyecto al cual hice referencia. Se podrán hacer adecuaciones y mejoras en el texto, pero para contar con una política integral.


Tal vez una autoridad en el Ministerio o interministerial puede regular estas situaciones.



Por último, en lo atinente a los límites de velocidad -la discusión se ha planteado-, y sin perjuicio de la capacidad normativa de los municipios para poder regular o modificar los estándares en la materia, juzgo que tenemos que establecer por ley ciertos máximos. Porque un vehículo desplazándose a 60 kilómetros por hora es igual en Visviri o en Cochrane y resulta prácticamente imposible que alguien sobreviva en la ciudad, ante la cantidad de adultos mayores, niños y peatones.



Necesitamos un marco regulatorio, con direcciones de Tránsito dotadas de capacidad; pero, claramente, el concepto de velocidad reducida o de zonas calmas tiene que ser un elemento para que alcaldes e intendentes o futuros gobernadores regionales dispongan también de atribuciones. Hay municipios en que esta disposición ha ayudado enormemente a la calidad de vida.



A mi juicio, más que una opción ideológica, es preciso elegir entre favorecer a los peatones y recuperar la posibilidad de desplazarse por las calles o contar con legislaciones absolutamente en favor del uso de los vehículos. Hay un equilibrio que se ha roto y la persona quiere llegar hoy día en automóvil prácticamente hasta su trabajo o estacionarlo cerca del negocio adonde va. Claramente hay un cambio cultural.


Me parece que cabe inclinarse por las zonas calmas y comprender que el desplazamiento del vehículo tiene que respetar al peatón, al que es preciso proteger.



Voto a favor, esperando que la señora Ministra pueda colaborar en seguir adelante con el proyecto de ley sobre la bicicleta, como una norma específica para regular este importante medio de transporte.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, vamos a apoyar con entusiasmo la iniciativa, por cierto.



Gradualmente, en Chile estamos reconociendo cambios que la sociedad incorpora más rápido de lo que legislamos. La estadística dice que el uso de la bicicleta ha aumentado en un 105 por ciento en once años, al margen de cualquier normativa que hayamos aprobado acá.



Es cierto que ello ocurre en las ciudades, principalmente. Pero no lo es menos que la bicicleta es extensamente utilizada en las zonas rurales, como lo expresó mi Honorable colega Von Baer. Ahí las necesidades son diferentes.



Quiero creer que, al llegarse a la discusión particular y la etapa de las indicaciones, el proyecto se hará cargo de las necesidades en Limache, en Olmué, en la Quinta Región interior, en San Antonio, que son distintas de las de quienes se desplazan por Santiago o por el centro de Concepción. En estas últimas ciudades se tiene que lidiar con buena parte de lo contemplado en el texto, que son las velocidades urbanas, las normas de convivencia, las zonas de descanso, las prioridades para los ciclistas versus los automovilistas, la definición de los ciclos, etcétera. En nuestras regiones se usa la bicicleta como un medio de transporte laboral.



El articulado, claro, es básicamente normativo. Lo expongo con mucho respeto por la señora Ministra, con quien conversé hace un momento. No hay recursos frescos en materia de infraestructura. Lo que se regula son los estándares de aquella que es propia de las bicicletas. Y podemos contar con una buena definición, pero si no disponemos de lucas para hacer las ciclovías es como si cumpliéramos solo con la mitad de la pega.



Entre paréntesis, la iniciativa tuvo consultas ciudadanas como antecedente. Se registró una activa participación no solo en Santiago, sino también en regiones. Se menciona a San Antonio, a Ovalle, etcétera.



Media una demanda gigantesca. El Movimiento Furiosos Ciclistas -no sé si el nombre es el más propio-, en el cual he participado…

El señor DE URRESTI.- ¿Por lo de furioso…?

El señor LAGOS.- Más por lo de ciclista. ¡Lo paso rebién ahí…!



Quinientas u ochocientas personas desplazándose un jueves en la tarde por Valparaíso y Viña del Mar, ida y vuelta, son una realidad.



Como mis colegas lo han señalado, juzgo que nos estamos quedando en la infraestructura. Deberíamos comenzar a pensar en legislaciones de carácter permanente que incorporaran los aspectos nuevos como parte de las políticas públicas.



Pienso en países como Singapur, que hace quince años establecieron como una exigencia, como un estándar de construcción, que los departamentos, además de incluir enchufes y sanitarios, estuvieran conectados a la red informática, a Internet. Se contempló el cable óptico. Esa fue la regla. Ello encarece, pero cumple una función social y se traduce, a la larga, en una rentabilidad económica positiva.



Es preciso tratar de considerar lo mismo, en el nivel de las construcciones que llevan a cabo el Ministerio de Vivienda o el Ministerio de Obras Públicas, respecto a las ciclovías.



Aquí se discute ampliamente acerca de la Avenida España, entre Valparaíso y Viña del Mar, trayecto que Sus Señorías han recorrido y que claramente está “llorando” por un recarpeteo, entre otras cosas. Cuando eso se planteó, fuimos a sugerir la posibilidad de una ciclovía. La única solución, dado los escasos recursos existentes, era disminuir el ancho del espacio para los vehículos, que corresponde a un rango. Sé que hay una banda. Sería posible sacarle quince centímetros a cada una de las tres pistas y tratar de habilitar una miniciclovía.



Imagino que, al pensarse en futuras carreteras, en trazados viales, ese valor tendrá que ir incorporado.



Hemos sostenido la misma discusión incluso con relación a las viviendas y los subsidios.



Como lo consignaron mis colegas Pérez Varela, Von Baer y De Urresti, las regiones son distintas entre sí, así como sus realidades.



Cuando nos ocupamos en políticas habitacionales, es preciso considerar si se instalarán viviendas sociales en cerros, donde se requieren muros de contención, o en el plano, porque el costo difiere. Muchas veces, las construcciones de mitigación se comen el presupuesto más que la obra misma. Pero es un elemento que ya se está tomando en cuenta.



En consecuencia, como Chile es más rico -o menos pobre- a medida que crece su producto, me parece que en las políticas públicas debemos actualizarnos con relación a las ciclovías.



La cuestión no es de la responsabilidad de la señora Ministra, pero creo que ella también tiene que ayudar, desde la Cartera a su cargo, a hacer patente el punto.



El asunto surge en la discusión general, y para qué mencionar el estudio en particular. Ya se expuso que el proyecto ha de ir a la Comisión de Hacienda -no tengo claro cuál fue el resultado de la solicitud-, tratándose de los recursos.



La idea dice relación con el establecimiento de alguna política más permanente en la materia, aunque sea incipiente.



Felicito por la iniciativa, que a los legisladores nos permite ponernos al día con lo que ya hacen nuestros ciudadanos, quienes nos están pidiendo, de manera muy fuerte, regular una nueva forma de movilizarse, más sana, más económica, menos agresiva, pero que requiere mucho apoyo para este efecto y para que más personas recurran a ella.



Muchas gracias.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿No hay otros ciclistas?

El señor LAGOS.- Los empedernidos…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, este es un buen proyecto, pero quisiera hacer un poco de memoria, porque las cosas se callan por sabidas y por calladas se olvidan. El Senado fue el escenario del tratamiento de una iniciativa que presenté cuando fui Diputado y que fue aprobada por unanimidad en la otra rama del Congreso, para el efecto de establecer la obligatoriedad de que en la malla curricular de la enseñanza media se contemplaran los conceptos de buen peatón, buen pasajero y buen conductor.



En definitiva, se trata de respetar el valor de la vida. En Chile, la principal causa de muerte entre los 18 y los 23 años son los accidentes automovilísticos.



Dicho texto, que registró unanimidad -repito- en la Cámara, fue rechazado en la Comisión de Educación del Senado por cinco votos contra cero y desestimado en la Sala sin debate.



Cuando me fue atrayendo la idea de incorporarme a esta Corporación, reflexioné: “¡Qué poder el de los Senadores!”. ¡Porque no hubo una discusión! El argumento fue que la incorporación de la materia en las mallas de educación no es la idea; que el asunto es mucho más complejo.



La verdad es que la tasa del país es ¡de un muerto cada cinco horas!, a lo que se agregan más de dos mil fallecidos en el lugar del accidente y otros novecientos, “invisibles”, que se registran después en los hospitales.



Y todavía no llegamos a la esencia de la cuestión: esa mortalidad no disminuirá hasta que contemos con una educación verdadera al respecto.



También existe el problema de la entrega de la licencia en las comunas pequeñas.



¡Pero no hay educación!



¿Qué es la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET)? Cada año viene al Senado a mendigar plata para campañas de prevención.



Cuando planteamos que es preciso mostrar la crudeza de los accidentes automovilísticos del mismo modo que la relación del cigarrillo con el cáncer, para que los jóvenes se informen, respondieron: “No es posible mostrar tan rudamente esa realidad”. ¡Mas ello sí es posible en el otro caso!



Con las escenas conservadas por la CONASET, Carabineros de Chile y el Servicio de Investigación de Accidentes de Tránsito (SIAT) se podría efectuar una actividad preventiva muy importante.



¡Pero no hay una campaña pública!



¿Cuándo fue la última realizada en televisión -¡pública!, financiada por el Estado, o gratuita- para prevenir los accidentes en este ámbito? No se llevan a cabo.

El señor BIANCHI.- ¿Dónde hay campañas públicas…?

El señor NAVARRO.- Lo anterior, en circunstancias de que si uno fuera a un país en que le dijeran: “Cada cinco horas muere una persona”, ello parecería una pandemia. Esto pasa en Chile.



Entonces, apelo a la enseñanza como un elemento esencial: buen peatón, buen pasajero, buen conductor.



Decíamos que los jóvenes podían incorporar a los 17 años, como un elemento voluntario o electivo, la educación en la materia.



¿Qué pasó con las brigadas del tránsito? Disminuyeron ostensiblemente. Había más de doce mil.



Recuerdo que cuando Jorge Arrate era Ministro de Educación fuimos a plantearle la necesidad de fortalecerlas.



Muchos de los presentes o de quienes nos escuchan fueron parte de ellas, que practicaban y cumplían muchas de las tareas de control de tránsito.



Hoy día necesitamos más educación, más prevención, más política pública. Pero eso no se hace, porque no hay dinero para la CONASET y porque al final se dice: “No recarguen la malla curricular como un arbolito de Navidad”.



Esa vez logramos que los profesores de la materia lograran el reconocimiento, porque antes se aplicaba la voluntariedad.



Lo segundo dice relación con las penas por accidentes de tránsito.



Para un gerente general -o para un Senador, podría decir alguien-, que gana un sueldo ABC1, pagar un parte por no respetar una luz roja es nada, mientras que para un conductor de vehículo de transporte público representa casi un sueldo mensual.



Las penas proporcionales a los ingresos son un elemento esencial, porque -reitero- para un millonario o para alguien perteneciente al grupo ABC1 una multa de tránsito es insignificante. Por tanto, el cobro de ella no genera disuasión.



Hago presente que existe un proyecto de ley que establece un sistema de puntos para las licencias de conducir. Normativas similares se aplican en Inglaterra y en Ecuador con mucha eficiencia.



Me decía un taxista en esta última nación -asistí a las elecciones presidenciales, en las que obtuvo un gran triunfo Lenín Moreno el pasado domingo-: “No lo puedo dejar aquí porque me queda solo un punto en mi tarjeta”. Y, en efecto, por cada infracción les descuentan puntaje, hasta que les suspenden la licencia. ¿Por cuánto tiempo? Dos meses.



¡No hay multa, sino suspensión del permiso para conducir!



El sistema de puntaje es más efectivo que el de multas, pues en este último caso quienes tienen plata pagan los partes y los que no, se quedan sin licencia.



Repito: las multas no son buenas para disuadir.



Además, hay un tema pendiente.



El proyecto en votación introduce el uso de la bicicleta: ¡bien!



Sin embargo, hoy en la mañana cerca de la calle Huérfanos en Santiago vi una pelea terrible entre ciclistas y automovilistas. Digámoslo francamente: ¡no hay respeto hacia los ciclistas porque no se educa a los conductores de vehículos motorizados!



Y mientras eso no exista ni se aplique una sanción adecuada, esa situación continuará.



También hago presente que necesitamos que las casas construidas por el Estado tengan estacionamientos.



Cuando asistí a la inauguración de 900 departamentos hace veinte años en Ríos de Chile o La Huasca, comuna de Lirquén, percibí que no había estacionamientos. Si uno va a esos lugares en la noche, observa que es un enjambre de camiones, de autos, ¡el peligro mismo! Porque Chile cambió en veinte años. Y como la gente no tiene dónde estacionar, lo hace en la calle y arriba de las veredas. 



Insisto: las viviendas que edifica el Estado deberían incluir estacionamientos para que los vehículos queden guardados en espacios adecuados y no en la calle, ya que eso dificulta el tránsito.



Los departamentos municipales de Dirección del Tránsito han dejado las calles llenas de estacionamientos. Yo he señalado la necesidad de reducir tales espacios, porque la principal función de las vías no es estacionar, sino circular. Y muchas calles representan un peligro. La mayoría de los atropellos se produce por cruzar detrás de un automóvil estacionado. ¡Pero los municipios no hacen nada!



De vuelta en el tema central, hago presente que este proyecto avanza en materia de protección; genera un rol distinto; fomenta un mayor respeto por el uso de la bicicleta; mejora los estándares para las ciclovías; propicia la reducción de la velocidad. 



Pero insisto -en los dos minutos que me quedan- en que no va a aumentar el estándar del respeto mutuo, del respeto a la vida, del respeto al prójimo, sin una educación para nuestros conductores.



Lo anterior pasa por tener una nueva perspectiva sobre cómo contribuir a mejorar las condiciones de tránsito y de convivencia entre distintos medios de transporte.



En Chile no se respeta a quienes usan la bicicleta y la venta de vehículos motorizados sigue subiendo. En efecto, el parque automotor se ha duplicado en los últimos veinte años y, en forma paralela, se ha elevado el índice de accidentes.



Si aprobamos este proyecto, que es positivo -yo lo voy a respaldar-, estamos obligados a complementarlo con otras iniciativas que propongan mayor eficiencia y mayor eficacia.



Además, si esta propuesta legislativa carece de financiamiento, la verdad es que será meramente referencial. 



Sugiero que se destine mayor plata a la CONASET en materia de prevención; que la televisión pública difunda campañas preventivas; que se imparta a los jóvenes en los liceos educación para ser buenos conductores, y que se cambie el sistema de sanciones -porque la multa pecuniaria no causa efecto alguno a una parte importante de quienes manejan- por un mecanismo mejor de disuasión y desincentivo.



Voto a favor de la idea de legislar porque este proyecto constituye un avance, aunque quedan temas pendientes, que espero abordar a la brevedad en la Comisión de Transportes.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador o alguna señora Senadora no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (31 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de la Honorable señora Von Baer.



Propongo fijar plazo para presentar indicaciones hasta el 27 de abril.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, sugiero los primeros días de mayo, porque la última semana de abril es regional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Planteé el 27 de abril porque corresponde al penúltimo día de la semana regional. Así la Secretaría podrá tener ordenadas las indicaciones el 2 de mayo -hablamos con la Ministra al respecto-, fecha en la cual la Comisión podría comenzar a sesionar.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El lunes a mediodía sería ideal, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ese lunes es el feriado del 1 de mayo, señor Senador.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Tiene razón. No he dicho nada.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fijar plazo para formular indicaciones hasta el 27 de abril?



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero advertirles a Sus Señorías que a continuación veremos un proyecto cuya aprobación requiere quorum de ley orgánica constitucional. Al parecer, se haría una sola votación. 

MODIFICACIÓN DE NORMAS DE SEGURIDAD PARA INSTALACIÓN DE PUBLICIDAD VIAL
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de ley, iniciado en mociones de los Senadores señores Horvath, Araya, De Urresti y Prokurica y de los Honorables señores Coloma, De Urresti, Horvath, Quintana e Ignacio Walker, en primer trámite constitucional, sobre publicidad visible desde caminos, vías o espacios públicos, con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas.



--Los antecedentes sobre el primer proyecto (9.686-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Horvath, Araya, De Urresti y Prokurica):



En primer trámite: sesión 60ª, en 4 de noviembre de 2014 (se da cuenta).



--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (10.209-09) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath, Quintana e Ignacio Walker):



En primer trámite: sesión 40ª, en 5 de agosto de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Obras Públicas: sesión 28ª, en 6 de julio de 2016.



Obras Públicas (segundo): sesión 81ª, en 17 de enero 2017.



Discusión:



Sesiones 51ª, en 28 de septiembre de 2016 (queda para segunda discusión en general); 52ª, en 4 de octubre de 2016 (se aprueba en general).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa modifica normas de seguridad para la instalación de toda clase de dispositivos de publicidad en caminos públicos, sus fajas adyacentes y áreas circundantes, y regula la publicidad vial.



El proyecto fue aprobado en general en sesión de 4 de octubre de 2016 y cuenta con segundo informe de la Comisión de Obras Públicas, el cual deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos permanentes 1º, 2º, 3º, 4º, 6º, 7º, 9º, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26, y los artículos primero y segundo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Tales disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión o votación. 



Se debe dejar constancia, además, de que los artículos 4º, 6º, 7º, 9º, 10, 11, 12 (inciso segundo), 14 y 18 (inciso primero) son normas de rango orgánico constitucional, por lo que, para su aprobación, requieren 21 votos favorables.



La Comisión de Obras Públicas efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad.



Cabe recordar que dichas modificaciones deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



De las enmiendas unánimes, las recaídas en los artículos 8º y 27 precisan, para su aprobación, el voto conforme de 21 señores Senadores, por incidir en disposiciones de rango orgánico constitucional.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las modificaciones realizadas por la Comisión de Obras Públicas y el texto final que resultaría de acogerse todas las enmiendas.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, este proyecto de ley, que ha sido muy anhelado desde hace bastante tiempo en el Congreso Nacional, busca regular la propaganda y el avisaje visible desde los caminos públicos, sean urbanos o rurales.



Lo cierto es que la instalación de letreros dentro de la franja fiscal está prohibida. Sin embargo, conductores y pasajeros pueden percibir los letreros emplazados en predios aledaños, lo que influye en el tránsito.



En esta materia se ha generado un problema de seguridad vial, que ha ido aumentando con la creatividad y la innovación de los letreros led, que son interactivos. Incluso pueden contener un relato, circunstancia que hace que las personas se distraigan unos segundos en el manejo, lo cual claramente provoca accidentes.



Este proyecto recibió un asesoramiento muy importante de parte de académicos de universidades y de representantes de los Ministerios involucrados (Obras Públicas; Transportes y Telecomunicaciones, y Vivienda y Urbanismo), a partir de lo cual se formularon las indicaciones correspondientes y se acordó el texto que ahora la Sala vota en particular.



El único punto controvertido fue el relativo al distanciamiento entre los letreros. Se analizó si debía haber una distancia mínima de 500 metros o de 300 metros. Después de la discusión pertinente, donde los elementos de seguridad jugaron un rol fundamental, se optó por fijar un mínimo de 300 metros para los letreros de contenido estático y de 500 metros para los que tienen algún tipo de imagen en movimiento o los que usan dispositivos led.



Las posibilidades tecnológicas van aumentando de acuerdo a la innovación. Hoy en día uno puede tomar una foto a un letrero que contiene un sistema de franjas o una cuadrícula especial y obtener información de todo el viaje de determinada ruta. La imaginación en esta materia va bastante más rápido que nosotros. 



Sin embargo, alertados de este proyecto, quienes hacen avisaje “curiosamente” optaron por aumentar la cantidad de letreros en forma significativa. Estoy hablando de los sectores urbanos y de las salidas de las principales ciudades, donde se instalan letreros claramente peligrosos.



La iniciativa apunta, de modo correcto, a corregir las dificultades vigentes, a regular las instalaciones que han entregado las municipalidades, a ordenar la situación hacia el futuro y, desde luego, a prohibir los letreros que son desaconsejables.



Otra parte muy importante de esta propuesta legislativa es la posibilidad cierta y legal de generar los llamados “caminos escénicos”, vías que tienen un interés turístico y que deben contar no solamente con letreros ad hoc, sino también con un diseño que guarde relación con el patrimonio natural o cultural. ¡Esto es un tremendo avance!



Por último, cabe señalar que todas las indicaciones fueron acordadas unánimemente por los miembros de la Comisión de Obras Públicas, instancia en la que participaron los Ministerios que he señalado.



Por lo tanto, señor Presidente, sugerimos que se vote a favor la iniciativa en particular. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente, pero ya intervine. 

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¡creo que es primera vez en la historia que el Senador Navarro renuncia a intervenir…! 
El señor LAGOS.- ¡Está confundido: piensa que es el otro proyecto…!

El señor COLOMA.- ¡Es un hito histórico…!



Señor Presidente, este proyecto se discutió durante largo tiempo -no menos de 25 sesiones- en la Comisión de Obras Públicas y es fruto de la unión de dos mociones.



En el fondo, se busca generar una nueva estructura en ámbitos perfectamente legítimos, pero que, por una falta de normativa, tienden a colisionar: la actividad de hacer propaganda, que es un derecho propio del tiempo moderno -permite que los consumidores tengan mejor conocimiento de aquello que adquieren-, y algo más importante, como es la seguridad vial y la seguridad de las personas cuando transitan por los caminos de nuestro país, sean urbanos o rurales.



Invitamos a la Comisión, por lo menos, a unos quince expertos de distintas universidades y de diversos ámbitos (industria, Carabineros), para tratar de entender el orden que permitía armonizar elementos tan relevantes. La verdad es que nos encontramos con un conjunto gigantesco de normas, que estaban diseminadas en decenas de ordenanzas, leyes, decretos -muchos de ellos contradictorios-, lo que al final imposibilitaba la comprensión del objetivo que se podía buscar a través del ejercicio de funciones legítimas dentro de una sociedad que va evolucionando.



Por ello, nos propusimos -creo que fue bien inédito- reunir a todos los Ministerios que tienen roles en esta materia: el de Obras Públicas, el de Vivienda, el de Transportes y el de Economía (a través de SERNATUR). Yo quiero agradecer su contribución. Estuvieron en la Comisión todos los representantes ministeriales en su momento. 



La idea era generar una nueva institucionalidad en este ámbito.



Se trata de actividades legítimas, pero hay, objetivamente, datos que inquietan. Voy a mencionar uno de los más sensibles: los accidentes que se producen por no estar atento a las condiciones del tránsito o por descuido han subido muy fuertemente en la última década, lo que no tiene que ver solo con el aumento de automóviles, sino también con elementos distractivos.



Quizá el ejemplo más fácil de entender es el efecto que provocan las imágenes en movimiento de las pantallas led, que existen en muchos lugares. Al frente del Congreso hay una, la cual obviamente va cambiando y altera la visión y la concentración de todos los ciudadanos. 



Esos sistemas están reglamentados y limitados en casi todos los países del mundo. Quien ha podido viajar se da cuenta de que hay zonas donde se pueden instalar pantallas de ese tipo. Times Square es una de ellas, que corresponde a una estructura que está diseñada para ese fin. 



Pero ello no ocurre en nuestras vías urbanas ni en carreteras turísticas, donde de pronto aparece, como una especie de flash noticioso, una megatelevisión en pantalla led que, más que informar, genera graves problemas de concentración para los conductores. 



Por otro lado, el tamaño de los letreros adquiere, en caminos escénicos, dimensiones completamente al margen de lo que cualquiera podría entender como el ejercicio de un legítimo derecho. Ahí se origina una especie de adueñamiento del sistema, lo que, en la visión de quienes concurrimos a esta votación y de quienes discutimos el asunto con otras personas, es necesario cambiar sustancialmente.



Este es el esfuerzo de muchos meses de trabajo, de una interacción grande con los ministerios y con los municipios, que también expresaron sus planteamientos al respecto, a través de sus distintas asociaciones. 



Como siempre, habrá temas que van a ser discutidos. Pero creo que lo propuesto contribuye a lo que se está haciendo en muchas partes del mundo, que no es limitar ni prohibir el ejercicio de acciones legítimas, como la propaganda, sino entender que esta siempre debe sujetarse a los principios de la seguridad vial y la seguridad de las personas.



Creo que el proyecto resultó armónico. 



Hay aspectos discutibles, como el de la distancia entre los letreros, que en materia rural quedó bien resuelto. Pero, en general,  estamos ante normas bien inspiradas. 



Por lo tanto, esta iniciativa puede cambiar sustancialmente la vida de la gente al otorgar mayor seguridad y defender la belleza escénica. 



Quiero valorar el esfuerzo que se hace en zonas especialmente definidas como tales por SERNATUR. Eso es importante. No se trata de impedir cualquier letrero porque haya algo, en teoría, relevante. ¡No! Tiene que haber una calificación en su mérito. Son materias de las que debemos preocuparnos como sociedad: avanzar en más seguridad; defender nuestras bellezas y las cosas que son características de Chile, y permitir acciones legítimas de propaganda, pues la expresión de la libertad existe en nuestro país.



En resumen, señor Presidente, me parece un proyecto correcto, y espero que sea aprobado por unanimidad en esta Sala y también en la Cámara de Diputados.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en particular (24 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quorum constitucional requerido, y queda despachada la iniciativa en este trámite.


Votaron las señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma y Andrés Zaldívar.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable señor Chahuán.

)----------(

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Solicito la autorización de la Sala para que pase a presidir la sesión el Senador señor Quintana.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Quintana, en calidad de Presidente accidental.
INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN MIGRATORIA CON OTROS PAÍSES

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para facilitar el intercambio recíproco de información con otros países, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.242-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 87ª, en 7 de marzo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 5ª, en 4 de abril de 2017.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es modificar la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada; el decreto ley N° 2.460, de 1979, que dictó la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile; la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros, y la ley N° 19.477, que aprobó la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin de permitir el intercambio recíproco de información relativa a datos personales con otros países con los que existan tratados internacionales ratificados y vigentes.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín, Letelier y Pizarro.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 24 y 25 del primer informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, este proyecto es de gran importancia y me parece que podría evitarnos una serie de inconvenientes que hoy día enfrenta nuestro país con la problemática de la inmigración. No obstante, veo que hay muy poco interés en el tema, porque no se dan cuenta de lo que implica.


Durante los últimos 20 años, nuestro país ha ido avanzando de manera firme en flexibilizar administrativamente sus normativas migratorias, algo que, sin lugar a dudas, ha permitido atraer, regularizar y registrar a miles de migrantes que ingresan al territorio nacional. 


Sin embargo, en Chile rige la ley migratoria más antigua de América Latina. Tiene aproximadamente 40 años. Se trata del decreto ley N° 1.094, de 1975. Es decir, carecemos de un estatuto migratorio actualizado y moderno que cuente con los recursos necesarios y con una política dirigida a la nueva realidad que vive el fenómeno de la migración en nuestro país.


Estos vacíos han traído como consecuencia que nuestras policías no tengan una herramienta fundamental para poder determinar a qué persona, como migrante, se la deja entrar o no, a menos que haya cometido ciertos delitos graves contemplados por la Interpol. Pero para carteristas, microtraficantes o personas que hayan cometido delitos menores las policías no disponen de una herramienta que las faculte para reaccionar frente a ellas.



El proyecto tiene como objetivo modificar la ley N° 19.628, sobre Protección de la Vida Privada; el decreto ley N° 2.460, de 1979, que dictó la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones; la ley N° 18.961, Orgánica Constitucional de Carabineros, y la ley N° 19.477, que aprobó la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación, a fin de permitir el intercambio recíproco de información relativa a los datos personales con otros países con los que existan tratados internacionales ratificados y vigentes.



A mi juicio, señor Presidente, este es un gran paso. Lo hemos planteado reiteradamente en la Comisión de Defensa Nacional del Senado,  todos sus miembros, especialmente los Senadores que pertenecemos a regiones donde esto se ha transformado en un problema, porque no hay posibilidades de que las policías paren o filtren la llegada de personas que, habiendo cometido delitos en sus países de origen, posteriormente ingresan al nuestro.



Chile necesita a los inmigrantes. Yo soy hijo de uno de ellos. Y muchos de los que están aquí también lo son. Chile es un país de inmigrantes. Pero lo que queremos es que lleguen aquellos que vienen a trabajar, a entregar su capacidad de trabajo, su profesión u oficio, pero no delincuentes que, por una u otra razón, salen de sus países para cometer sus fechorías en el nuestro.



Como lo he sostenido muchas veces, nosotros tenemos delincuentes para exportar, de manera que no necesitamos traer más. 



Por lo tanto, pensamos que con el proyecto de ley en discusión damos un paso adelante muy importante.



Permanentemente he solicitado que haya respaldo para que los funcionarios de la PDI puedan contar con los datos necesarios para conocer los antecedentes penales de los inmigrantes que proceden de países vecinos, como Perú, Bolivia y Argentina, o de Colombia, la República Dominicana o Haití. Porque en la actualidad en Chile tenemos una ley que, como ya señalé, data de 1975, cuando no existían las tecnologías de que disponemos ahora.



A mi juicio, señor Presidente, a través de esta iniciativa legal vamos a entregar a nuestras policías los mecanismos y las herramientas que las facultarán para filtrar y determinar quiénes pueden ingresar a nuestro territorio y quiénes no.



Voy a votar a favor del proyecto, que pido a la Sala respaldar, pues constituye una herramienta indispensable para nuestro país, por el fenómeno que está viviendo en el último tiempo.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Para fundamentar su voto, le ofrezco la palabra al Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, esta es una iniciativa de la máxima importancia.



Tal como indicó en forma preclara, como siempre, el Senador Baldo Prokurica, ciertamente va a permitir el intercambio de información entre distintos países, lo cual facilitará el traspaso de datos relevantes no solo en materia migratoria, sino que, adicionalmente, hará posible realizar una adecuada supervigilancia sobre el crimen internacional.



En ese contexto, la cooperación entre los servicios de impuestos de cada uno de los países que hayan suscrito los tratados respectivos, así como la posibilidad de contar con los antecedentes criminales de las personas que intenten ingresar a nuestro territorio, van a contribuir a la lucha contra el delito que se gesta a través de la asociatividad internacional.



Desde esa perspectiva, nosotros consideramos que el proyecto de ley va en la dirección correcta, por lo que lo vamos a apoyar de manera resuelta, tal como ya lo hicimos en la Comisión de Relaciones Exteriores, y esperamos que reciba el respaldo de todos los señores Senadores en la Sala.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, quiero destacar, en la misma línea de lo que ya se ha expresado anteriormente, la necesidad de enfrentar los procesos migratorios, que son habituales y normales en el mundo globalizado que vivimos. 



Junto con facilitar el libre tránsito de las personas y hacer que esos procesos sean más seguros e incluso más expeditos, resulta indispensable complementar las medidas que garantizan el libre tráfico viajero con un mayor intercambio de información entre nuestro país y los gobiernos con quienes tenemos o podamos celebrar acuerdos mutuos para posibilitar una migración más confiable.



Al respecto, en el proyecto se establece una serie de modificaciones a la Ley sobre Protección de la Vida Privada y a las leyes orgánicas de la Policía de Investigaciones de Chile, de Carabineros de Chile y del Servicio de Registro Civil e Identificación con el propósito de permitir el intercambio recíproco de información relativa a los datos personales con aquellas naciones con las cuales existan tratados internacionales ratificados y vigentes.



Por lo tanto, no habrá arbitrariedad ni un trato desigual al migrante que llegue a Chile en comparación con las exigencias que otros países imponen a los migrantes chilenos que arriban a sus tierras.



Se trata, por ende, de crear una armonía entre el libre tránsito y un control migratorio que nos dé más seguridad respecto al origen, procedencia y características de migrantes que en algún momento sea necesario investigar.



El proyecto permite una base de reciprocidad y beneficio para todos los países que  contraigan los compromisos  respectivos y, al mismo tiempo, facilita de manera más eficiente la investigación y prevención de delitos que trascienden las fronteras. Desde ese punto de vista, llena un vacío que la ciudadanía viene reclamando desde hace algún tiempo y por eso lo vamos a apoyar.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, efectivamente, este es un proyecto de ley adecuatorio que tiene como objetivo facilitar el intercambio recíproco de información entre las distintas instituciones vinculadas al cuidado de las fronteras, a policía internacional y a la identificación de personas que se trasladan de un país a otro. En el caso de Chile, es muy importante también porque, como ya señalaron los Senadores Guillier y Chahuán, objetiviza las decisiones que en un momento determinado pueden tomar las policías fronterizas en cuanto al ingreso o circulación de individuos. 



La migración constituye un fenómeno mundial positivo, pero que genera problemas de desconfianzas y de prejuicios respecto de migrantes pertenecientes a pueblos que hoy día se ven afectados por hechos de violencia, guerras internas, contiendas religiosas, etcétera. Y además -y es lo que quería agregar a lo ya dicho- plantea un tema práctico. 



Chile es uno los pocos países de América Latina que han logrado facilidades para la movilidad de sus nacionales, por motivos turísticos o de negocios, con el Gobierno americano a través del programa de exención conocido como “Visa Waiver”, que autoriza el ingreso a los Estados Unidos sin necesidad de visa para los ciudadanos de países que mantengan una baja tasa de inmigración ilegal.



En realidad, creo que el concepto “ilegal” está mal utilizado, porque la migración también puede ser irregular. Desde el punto de vista de nuestra doctrina, quien migra a otro país sin tener los permisos adecuados no comete delito, sino que se coloca en una situación de irregularidad. “Ilegal” significaría tratar a esas personas como delincuentes, que es justamente lo que se quiere evitar con la presente normativa.



Por otro lado, el proyecto resguarda y evita el abuso de la utilización de datos personales para otros efectos que no sean los contemplados en sus disposiciones.



Pero la información debe ser instantánea y oportuna porque, cuando se generan este tipo de problemas, se requiere contar con antecedentes confiables y fidedignos que permitan tomar una decisión correcta respecto del ingreso o egreso de personas.



Así que nosotros consideramos que este proyecto es muy importante. Fue aprobado de manera unánime en la Comisión y lo vamos a votar a favor en la Sala, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra a continuación el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, siempre me llama la atención que haya extraordinaria fluidez para el intercambio de datos personales, pero no exista la misma fluidez en materia de recursos financieros. 



Es posible conocer los antecedentes de cualquier individuo, pedir sus datos e incluso facilitar su detención internacional. También se puede registrar quién tiene derecho o no a entrar a los Estados Unidos. Como dice el informe, en su página 10, el ciudadano chileno Carlos Cardoen lleva más de diez años con alerta roja y sin poder salir de Chile pese a que no ha sido objeto de ninguna petición de extradición.



Estados Unidos siempre ha sido discrecional y arbitrario en esta materia. Sus nacionales no tienen carnet de identificación, tal como lo conocemos en Chile. Sin embargo, ha generado una fuerte legislación para la identificación de los migrantes producto de los gravísimos hechos de terrorismo que ha vivido. Por cierto, Chile cuenta con la Visa Waiver, de manera que sus ciudadanos pueden ingresar al país del norte sin tantos obstáculos. Más de 300 mil compatriotas ya lo han hecho. Pero me preocupa este acceso a los datos personales. 



No hay nadie del Ministerio de Relaciones Exteriores en la Sala, y me gustaría saber qué significa exactamente esta entrega de datos personales. ¿Será posible llevarla a cabo sin el consentimiento del afectado? ¿Será completamente discrecional? ¿Tendrá derecho un viajero a saber que está siendo auscultado por un Gobierno que está evaluando el ingreso a su territorio?



Digo lo anterior porque todos vamos a estar de acuerdo en que hay que resguardar la seguridad nacional, combatir el terrorismo y proteger a la ciudadanía de este flagelo, pero quisiera que mostráramos la misma diligencia para saber en qué paraísos fiscales invierten sus capitales los chilenos. En nuestro país es posible conocer sus datos personales, pero no los lugares donde ponen su plata. O sea, cuando se trata de una fortuna, de dinero, la información queda protegida, pero, si corresponde a antecedentes personales, su conocimiento está permitido.



He presentado un proyecto de ley para establecer la prohibición de que autoridades de elección popular (Presidente de la República, senadores, diputados), así como el Contralor General de la República, ministros y otros funcionarios públicos asuman sus cargos si mantienen dineros en paraísos fiscales. No parece conveniente que quien pretenda ocupar la primera magistratura de la nación obligando a los chilenos a pagar el IVA del pan todos los días tenga sus platas en otras partes, sin pagar impuestos.



Uno quisiera que la presente legislación también permitiera a un Estado conocer dónde están los recursos de sus ciudadanos. 



Como aquí se trata de intercambio de datos personales, que muchas veces pueden ser discrecionales, me voy a abstener. Si esta materia fuera tan importante, debiera haber alguien del Ministerio de Relaciones Exteriores que nos pudiera explicar en detalle cuál es el alcance del proyecto. Hay países que de manera unilateral y sin prueba alguna toman decisiones en contra de ciudadanos chilenos -lo hace Estados Unidos, permanentemente-, sin poseer ningún fundamento plausible o uno muy caprichoso.



Entonces, este intercambio de información, que faculta al Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación para suscribir convenios, debiera ser objeto de mucha discusión en el Senado, para que la legislación propuesta de verdad cumpla el objetivo que se señala (proteger la seguridad pública, combatir el terrorismo) y no dé motivo a decisiones unilaterales sobre cualquier ciudadano en nuestro país.



Me preocupa que firmemos compromisos que involucren el intercambio de datos, porque sabemos a ciencia cierta que hay espionaje y que hace mucho rato los datos dejaron de ser personales. Como lo ha denunciado en más de una oportunidad nuestra Cancillería, Chile es espiado. Todos los países lo son. Hay programas especiales de espionaje. Por lo tanto, la seguridad de los datos de las naciones no se halla garantizada.



Me voy a abstener, señor Presidente, porque creo que el intercambio de datos recíproco muchas veces no es tan recíproco. 



Y, en segundo lugar, porque si la iniciativa fuera de tanta importancia, aquí debiera haber alguien de la Cancillería (el Ministro, el Subsecretario) para explicar la relevancia de una iniciativa de esta naturaleza y, en particular, si vamos a permitir que información sensible de los chilenos vaya a parar a cualquier país con el que firmemos un tratado de este tipo.



Yo quiero garantizar esa reciprocidad y que me expliquen muy claramente cómo se defienden los derechos de las personas frente a esta situación.



Me abstengo, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En todo caso, quiero decirle al señor Senador que en la parte final del artículo 1 se establece un mecanismo que no compromete la entrega de las bases de datos.



Dice: “Asimismo, la entrega de información en ningún caso implicará el traspaso de bases de datos nacionales ni el acceso directo a ellas por parte de otro Estado, sus organismos u organizaciones internacionales.”.



Es decir, la entrega tiene que ser caso a caso, como hoy día sucede en la Policía Internacional.



Eso, señor Senador, para su tranquilidad en cuanto al manejo de la información.

El señor NAVARRO.- Gracias, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor y una abstención), y se fija como plazo para presentar indicaciones el jueves 13 de abril.



Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Navarro.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quiero pedirles a Sus Señorías que tratemos y despachemos el proyecto siguiente, signado con el número 4, que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato de trabajo por obra o faena.



Se ha planteado discutirlo en general, votarlo y mandarlo nuevamente a la Comisión de Trabajo -me lo ha pedido el Comité UDI-, fijándole plazo para formular indicaciones, y también a la de Agricultura, pues podría afectar al sector agrícola.



¿Habría acuerdo para proceder en los términos señalados?

El señor NAVARRO.- Nos gustaría escuchar las razones del Comité UDI, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, vamos a pasar a la discusión del mencionado proyecto.



Primero escucharemos la relación y, luego, procederemos a su discusión.



Solo les pido a Sus Señorías que den el quorum necesario para poder resolver la iniciativa y para que no fracase la sesión.

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO LABORAL EN MATERIA DE CONTRATO DE TRABAJO POR OBRA O FAENA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo acordado recién por la Sala, corresponde tratar en segunda discusión el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato de trabajo por obra o faena, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7.691-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 7ª, en 4 de abril de 2012 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 3ª, en 21 de marzo de 2017.



Discusión:



Sesión 5ª, en 4 de abril de 2017 (queda para segunda discusión en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadora señora Muñoz y Senadores señores Hernán Larraín y Letelier), y en particular, con las modificaciones que consigna en su informe, por las distintas unanimidades que señala.



El texto que se propone aprobar se consigna entre las páginas 40 y 41 del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la segunda discusión del proyecto, tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Trabajo, paso a informar esta iniciativa de ley que, tal como indicó el señor Secretario, fue aprobada por unanimidad tanto en general como en particular en dicho órgano técnico.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social, luego de una larga tramitación que se extendió desde el mes de octubre de 2014 hasta marzo del año en curso, con una interrupción importante para ocuparse de la reforma laboral, despachó esta iniciativa con variaciones sustantivas respecto al texto que despachó la Cámara de Diputados, cuya finalidad era consagrar la presunción legal de lo que debía entenderse por contrato de obra o faena y, así, evitar eventuales malas prácticas laborales, destinadas a disfrazar contratos indefinidos como contratos por obra o faena.



La Comisión, en forma unánime, acordó consagrar en el Código del Trabajo un concepto de contratos por obra o faena, materia que había suscitado controversias en la doctrina y en la realidad laboral, en desmedro de los trabajadores sujetos a dicha figura contractual.



El artículo 10 bis que se agrega al Código del Trabajo resalta el carácter “finable” de la obra o faena; esto es, que debe existir una secuencia lógica entre su inicio y su término, en la cual el trabajador se obliga con el empleador a ejecutar una obra material o intelectual, específica y determinada. La vigencia del contrato se circunscribe a la duración de la obra o faena que se ejecutará.



La norma también aclara que las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden, por sí solas, ser objeto de dos o más contratos de este tipo en forma sucesiva, caso en el cual se entenderá que el contrato es de plazo indefinido.



Además, se especifica que no tendrán el carácter de contratos por obra o faena aquellos que impliquen la realización de labores o servicios de carácter permanente y que, como tales, no cesan o concluyen conforme a su naturaleza, lo cual se determinará en cada caso específico por la Inspección del Trabajo respectiva.



Vinculado al concepto recién explicitado, se establece el derecho a feriado anual de los trabajadores que presten servicios continuos al mismo empleador en virtud de dos o más contratos por obra o faena y que sobrepasen el año.



Asimismo, y teniendo en consideración la moción presentada por la Diputada señora Cariola y los Diputados señores Espinosa, Jackson, Núñez, Schilling, Teillier y Vallespín, y por el ex Diputado señor Insunza, se contempla una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a 15 días, si el contrato por obra o faena hubiere estado vigente por un mes o más.



Tal indemnización no se pagará si el contrato termina por renuncia o muerte del trabajador o si el empleador le pusiere término por alguna de las causales contempladas en el artículo 160 del Código del Trabajo, esto es, aquellas que no dan derecho a indemnización alguna.



En todo caso, se contempla la imputabilidad del seguro de cesantía a la indemnización, dada la necesidad de una simetría indemnizatoria con los contratos indefinidos.



Señor Presidente, las modificaciones que se han informado fueron acordadas por unanimidad -como recién señalé- en la Comisión, entendiendo que sus objetivos van en directo beneficio de los trabajadores y las trabajadoras y que equiparan las prerrogativas que la legislación laboral reconoce para el contrato de trabajo indefinido al contrato por obra o faena.



Por las razones expuestas, en representación de la Comisión, solicito a la Sala que resuelva dando su aprobación a la iniciativa.


He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo que fijemos plazo para formular indicaciones, con el objeto de evitar posteriores problemas de quorum.



La Mesa sugiere el lunes 8 de mayo.

La señora MUÑOZ.- De acuerdo, señor Presidente. Al mediodía.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para fijar el lunes 8 de mayo, a las 12?



--Así se acuerda.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-
 Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, valoro y respaldo este proyecto, que importa un avance concreto en la calidad del empleo y en el aseguramiento de los derechos laborales.



En verdad, el contrato por obra o faena ha sido dejado de lado por el legislador: es el hermano pobre al lado de otras formas de contratación; está apenas regulado y escasamente mencionado en el artículo 159 del Código del Trabajo, a propósito de la terminación del contrato de trabajo. 


Entonces, ahí tenemos el primer valor de este proyecto: hacerse cargo de una realidad y regularla en forma detallada.



Debemos entender que los contratos a plazo fijo y los de obra o faena son situaciones excepcionales. Siempre ha sido el objetivo que los contratos sean indefinidos, pues es el mecanismo que les concede la plenitud de derechos consagrados en el Código del Trabajo.



Así se entiende que la segunda renovación de un contrato a plazo fijo devenga en indefinido o que la circunstancia de seguir prestando servicios, una vez expirado el contrato a plazo fijo, le dé también carácter de indefinido.



En la siempre desigual relación entre empleadores y trabajadores el contrato por obra o faena es aquel en que con mayor claridad se advierte esta asimetría.



Lo puedo constatar en la Región de Los Lagos, donde la precarización del empleo se explica, en buena parte, por el abuso en este tipo de contratación.



Solo por citar un par de ejemplos, en la industria salmonera es muy común que se contrate a trabajadores para la cosecha o faena de determinada especie de peces, a lo que sigue otro contrato similar por cosecha o faena de otra especie, en circunstancias de que el trabajo es el mismo y existe continuidad.



Similar situación ocurre en la saca de papas o en la recolección de berries en la agricultura.



La Dirección del Trabajo da un muy buen ejemplo con el trabajador contratado para la ejecución de tramos de diez kilómetros de un camino que en verdad tiene cien. En este caso, claramente el empleador está burlando un principio de la legislación laboral, cual es la continuidad de la relación laboral.



Con esta ley las inspecciones del trabajo podrán fiscalizar de manera más efectiva y evitar los abusos que se producen en esta materia.



Creo, sin embargo, que en el futuro deberán asimilarse estos contratos por obra o faena al contrato a plazo fijo, porque ambos comparten la transitoriedad en la prestación de servicios y el constituir un régimen excepcional a la regla general de que el contrato de trabajo sea de carácter indefinido.



Estoy totalmente de acuerdo en que se contemple un régimen excepcional de indemnización. Esto es, 2,5 días de remuneración por cada mes de servicio; aunque hago la observación de que los contratos a plazo fijo deben ser homologados.



Lo mismo pasa con las normas sobre el feriado. Todas ellas van en la dirección correcta, que no es otra que reducir el espacio para los abusos y asegurar el respeto a los derechos de los trabajadores.



Me alegro de este proyecto, porque los trabajadores de mi Región van a estar muy contentos, ya que han sufrido abusos durante tantos años.



Por tales razones, voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en esta materia los abusos son muchísimos. Por eso, no solo voy a apoyar fervientemente este proyecto de ley, sino que quiero permitirme hacer ver en los minutos que tengo algunas situaciones brutalmente abusivas, del todo irregulares. Y no se dan únicamente en el mundo privado, sino también en el propio Estado, a través de las empresas que este tiene. Luego pondré el ejemplo del caso de la Empresa Nacional del Petróleo (ENAP).



Quiero partir, de alguna forma -yo diría-, intentando hablar por quienes han sido abusados desde siempre con estas figuras de contratos de trabajo por obra o faena.



Existen más de 1.200 trabajadores en la Región de Magallanes que llevan laborando en empresas constructoras durante 25 años, prestando servicios con esta figura (contratos por obra o por faena), que durante 25 años no han tenido jamás la posibilidad de tener vacaciones; que durante 25 años no han tenido jamás la posibilidad de recibir algún beneficio particular, como cualquier persona en el país, tras haber entregado una vida al trabajo de una empresa.



¡El abuso es enorme, señor Presidente! ¡Es enorme!



Hoy día conversaba con algunos de esos trabajadores, y les contaba un poco de qué se trata esta iniciativa. Ellos jamás han tenido un contrato indefinido -ya lo decía-; no se les pagan los feriados, salvo el proporcional.



¿Y cómo se hace eso? Es simple. Algunas empresas contratan a estos trabajadores por 11 meses y al mes undécimo los despiden por un par de días, para recontratarlos luego a la semana, a las dos semanas. Y en ese lapso de tiempo les cancelan el feriado proporcional, sin tener ninguna posibilidad -repito- de optar a otra situación algo más estable. Después, el mismo empleador los traslada de una empresa a otra, que también es suya (el uso del ya comentado y famoso multirrut).



Los trabajadores de la construcción tienen en menos de un año cuatro anexos en sus contratos; o sea, parten con un contrato de trabajo por obra o por faena, y en el intertanto van agregando anexos, quedando en la más absoluta indefensión. Y son los maestros, mujeres y hombres, quienes han permitido, en el caso de Magallanes -esto se replica en cualquier región del país-, las millonarias, billonarias, trillonarias ganancias de muchas de estas empresas que se dedican a la construcción.



En el tiempo que queda, deseo referirme a la Empresa Nacional del Petróleo. ¡Si esto fue un abuso brutal, de toda la vida! 



Después de haber empezado a desvincular a los empleados, utilizaban esta figura de trabajo por faenas, por obras. Y es así como la ENAP en el último tiempo creó un nuevo sistema: el contrato de trabajo de servicios transitorios, que es una convención entre el trabajador y una empresa de servicios transitorios (EST). “Se entiende por EST a toda persona jurídica, inscrita en el registro respectivo, que tenga por objeto social exclusivo poner a disposición de terceros denominados para estos efectos empresas usuarias, trabajadores para cumplir en estas últimas, tareas de carácter transitorio u ocasional.”.



Y la ENAP, una empresa del Estado, hace exactamente lo mismo: los desvincula un par de días, un par de semanas, un mes. Y, posteriormente, los vuelve a contratar.



Entonces, esta mala práctica no es solo del mundo privado. El mal ejemplo también lo entrega el Estado. 



Por eso, voy a votar favorablemente este proyecto de ley, que en algo dignificará la calidad de los contratos de trabajo de las personas que he mencionado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, el único hincapié que quiero hacer respecto a esta iniciativa es que el contrato de obra o faena se da en distintas industrias, no solamente en la construcción, que es uno de los temas que se discutió largamente en la Comisión de Trabajo. El contrato de obra o faena se da también en la agricultura y de una manera distinta: por un tiempo más limitado (generalmente en tiempos de cosecha), y no como en la construcción donde existe un contrato por una faena completa (levantar un edificio).



Por lo tanto, nuestra preocupación es que con este proyecto, que además va a tener una incidencia sobre otras industrias con contratos por tiempo limitado, no se vean afectados negativamente los trabajadores ni tampoco los empleadores.



Hay que considerar también un tema muy relevante. Nosotros tenemos hoy día un mercado laboral sumamente precario, y uno de los puntos importantes es poder aumentar el trabajo. Por ende, hay que ver cuál es la incidencia que esto puede conllevar. Existen muchas mujeres en la agricultura que trabajan por períodos limitados, generalmente en cosechas.



Y por eso nosotros no solamente hacemos una petición para contar con un plazo para presentar indicaciones, sino también para que el proyecto vaya a la Comisión de Agricultura, a fin de que de esa manera se pueda estudiar desde la perspectiva de esta actividad.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así se hará, Su Señoría. El proyecto pasará a las Comisiones de Trabajo y de Agricultura, y se fijará un plazo para presentar indicaciones. Ese fue el acuerdo que tomamos antes de iniciar la votación.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, pertenecí durante tres períodos (12 años) a la Comisión de Trabajo de la Cámara de Diputados. Y, por cierto, cuando abordábamos el análisis de las reformas laborales, para poder ir al centro de lo establecido por José Piñera en la década de los ochenta: una férrea reforma a favor de los empresarios y con grave costo para los trabajadores, nos encontrábamos con la definición de “obra o faena”. Y nos era imposible modificarla, pues se decía: “Esto va a atentar contra el empleo”; “Esto va a atentar contra la economía nacional”; “Esto va a atentar contra el desarrollo”.



En verdad, después de tantos años, lo único que se ha hecho con ello es atentar contra la dignidad de los trabajadores; y se ha enriquecido a los empleadores. 



Hoy día los sindicatos están en el piso.



¿Es posible mejorar aquella situación? 



Yo recuerdo a los trabajadores de SODIMAC: volvieron casi de rodillas, porque cada vez que había reunión les bajaban medio punto la oferta inicial, preparándose para la reforma laboral que venía.



Hay un abuso sistemático hacia los trabajadores en Chile, y de allí el gran descontento social que está haciendo que la gente no participe en política y que nos vea a todos como abusadores y corruptos, que nos metan en el mismo saco a empresarios y a parlamentarios.



Señor Presidente, este es un proyecto bastante tibio. No digamos que se trata de una gran reforma. Establece elementos muy claves: indemnización, vacaciones, en fin.



¡Por favor! ¡Las vacaciones son un derecho laboral! ¡La indemnización es otro derecho laboral!



En Francia se trabaja 35 horas a la semana; aquí seguimos con 45 horas semanales. Y cuando uno plantea mejorar las condiciones de los trabajadores, surgen voces que hablan de la productividad, del crecimiento, en fin. 



Pero este es un país que crece, pero no distribuye.



Por lo tanto, cada vez que se señala que hay que proteger el desarrollo productivo, lo que se hace es defender el enriquecimiento de unos pocos, porque no distribuyen, porque la negociación colectiva es un instrumento constitucional que es abusado por parte importante del empresariado, no por todos.



Esta iniciativa busca introducir claridad con respecto al abuso; es decir, que no se puedan firmar dos o más contratos por obra o faena en forma sucesiva.



Los Senadores de enfrente, los de la Derecha, y también los socialistas debieran saber que las pesqueras de mi Región le hacen contratos por el día al trabajador: ¡por el día; no dos contratos al año, sino diarios!

El señor BIANCHI.- En el puerto es lo mismo.

El señor NAVARRO.- La faena portuaria está regulada, y los trabajadores de este sector han defendido sus derechos con éxito. En efecto, la Coordinadora Nacional de Trabajadores Portuarios, de extraordinaria conducción política por parte de sus dirigentes, ha logrado reivindicaciones muy importantes. Pero ello lo ha conseguido a través de la movilización.



Ahora bien, ¿qué hace un trabajador cuando su empleador lo contrata por una faena? 



¿Va a armar un sindicato? Esto no lo puede realizar.



¿Se va a rebelar frente a los abusos? De hacerlo, lo despedirán de manera inmediata.



Entonces, la norma propuesta aclara que las diferentes tareas o etapas de una obra o faena no pueden por sí solas ser objeto de dos o más contratos de este tipo en forma sucesiva. 



Además, se especifica que no tendrán el carácter de contratos por obra o faena aquellos que implican la realización de labores o servicios de carácter permanente. 



También se establece el derecho al feriado anual y se contempla una indemnización equivalente a dos y medio día de remuneración por cada mes trabajado y fracción superior a quince días, si el contrato por obra o faena hubiera estado vigente por un mes o más; es decir, la indemnización proporcional, como dicen los viejos.



Esto se ha peleado históricamente, señor Presidente.



El de ahora es un pequeño avance. Ciertamente, lo votaré a favor.



Por último, deseo señalar que no estoy de acuerdo con que este proyecto vaya a la Comisión de Agricultura. Además, me gustaría escuchar las razones de la UDI para pedir que vuelva a la Comisión de Trabajo.



Aquí se trata de defender los derechos de los trabajadores. Los poderosos se protegen solos. Estoy hablando de los grandes empresarios, de los grandes agricultores, no de los pequeños, los cuales no tienen contratos por obra o faena y no hacen grandes cosechas. Y si fuera así, quisiera oír la opinión de quienes pretenden alargar este debate, lo que en definitiva solo va a postergar la defensa de tales derechos.



Voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

La señora VON BAER.- Tiene que escuchar a los colegas, Senador.

El señor NAVARRO.- ¡Sí, los voy a oír…!

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la autorización de la Sala para que me remplace en la testera el Honorable señor Quintana por algunos minutos.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Quintana, en calidad de Presidente accidental.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el derecho más importante de los trabajadores es el derecho al trabajo.



En mi Región, la de La Araucanía, conforme a las cifras oficiales del Instituto Nacional de Estadísticas, en el último trimestre móvil diciembre 2016-febrero 2017 (temporada de verano, donde se registran mayores posibilidades de empleo) la tasa de desocupación alcanzó el 8,7 por ciento: ¡8,7 por ciento!



Entonces, debo preguntarme si este proyecto ayuda a disminuir el desempleo o contribuye a aumentarlo. Y no tengo ninguna duda de que ayuda a aumentarlo.



Quisiera que en esta Sala estuvieran el Ministro de Hacienda y la Ministra del Trabajo y se pronunciaran sobre los efectos prácticos de esta iniciativa.



No discuto sus méritos, ni la buena intención de querer que los contratos sean más estables, más definitivos; de que se cumpla con toda la normativa. ¡Por supuesto, todos deseamos lo mismo!



Pero también creo que hay momentos y momentos.



Nosotros recibimos -y cuando digo “nosotros”, me refiero a la Comisión de Hacienda- al Consejo del Banco Central y a su Presidente y escuchamos el Informe de Política Monetaria recién el lunes pasado.



¿Y qué nos dijo el Instituto Emisor? Que se reducen las expectativas de crecimiento de la economía chilena para este año en un rango que puede ir de 1 a 2 por ciento: ¡de 1 a 2 por ciento! O sea, existe la probabilidad de que crezcamos 1 por ciento.



¿Qué fue lo que más nos advirtió el Banco Central? “Cuidado con las situaciones laborales. Lo más probable es que se sigan deteriorando las oportunidades laborales”. Así, por lo demás, ha quedado demostrado en todas las encuestas que elabora un organismo público como el INE, quien nos dice que los asalariados disminuyen y que solo aumentan los empleos por cuenta propia, en que no hay previsión, ni garantías sociales, ni derechos sociales, ni cotizaciones previsionales.



Entonces, francamente, creo que nosotros a veces legislamos en una burbuja, sin comprender, sin darnos cuenta de lo que de verdad está viviendo la ciudadanía.



¡Me niego a seguir legislando de esa manera!



Yo no voy a votar, señor Presidente.



Pienso que esta discusión -reitero- debemos realizarla con los Ministros de Hacienda y del Trabajo aquí presentes.



¡Y por supuesto que soy partidario de que esta iniciativa pase a la Comisión de Agricultura!



La Araucanía es una Región eminentemente agrícola. La gran mayoría de los productores son medianos y pequeños. Y esto los va a afectar. Pero también perjudicará a los trabajadores, quienes tienen menos oportunidades de empleo.



Creo que esta no es la forma de legislar en proyectos tan importantes como este.



¡Y yo me rebelo frente a eso!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, me iba a referir a un punto de Reglamento; pero, al escuchar la intervención del Senador García, no me queda otra posibilidad también que rebelarme frente a lo que señaló. 



Ello, porque este proyecto no está improvisado.



Nació hace seis o siete años en la Cámara de Diputados, y su autor fue el Diputado Pedro Browne. En aquel entonces yo integraba la Cámara Baja, y, al igual como otros parlamentarios, concurrí a respaldarlo con mi firma. 


Esta iniciativa -según señalé en mi informe- llegó al Senado en 2014. Luego tuvimos que suspender su debate debido a la reforma laboral.



En la Comisión de Trabajo realizamos numerosas audiencias públicas, donde, entre otros organismos, participó la Cámara Chilena de la Construcción, pues esta materia apunta fundamentalmente a los trabajadores de ese sector.



Creo que hay un grave error -me voy a referir a esto más adelante- al enviar este proyecto a la Comisión de Agricultura, cuestión que no comparto.



Reitero: acá no ha habido ninguna improvisación.



Hemos efectuado la discusión pertinente.



A mí me afecta que los Senadores Allamand y Larraín no hayan informado a sus bancadas sobre su posición en esta materia, toda vez que esta iniciativa fue aprobada por unanimidad en general y en particular en la Comisión.



Aquí no hay improvisación, señor Presidente.



Así que pediría que el Senador García se retractara, porque ofende a una Comisión que ha actuado con absoluta rigurosidad en su trabajo.



En seguida, me gustaría saber cuándo va a ser el momento de discutir acerca de los derechos laborales de los trabajadores.



Fíjese, señor Presidente, que el marco normativo del Código del Trabajo, que viene desde hace muchos años, permite estos tremendos abusos -lo señaló muy bien el Senador Bianchi-, porque los contratos por obra o faena se transforman en indefinidos, sin reconocerles ningún derecho a los trabajadores: los despiden a la primera o segunda semana; no tienen vacaciones, en fin.



Ahora, si vamos a seguir concibiendo el desarrollo económico sobre la base de la esclavitud de nuestros trabajadores y trabajadoras, yo también me rebelo. 



El debate que hemos llevado a cabo tanto en la Comisión de Trabajo del Senado como en el Parlamento se ha encaminado a buscar que en el siglo XXI no existan esclavos. Porque la burbuja la tenemos acá, no viendo la realidad que día tras día viven miles de trabajadores en el campo, en la ciudad, en fin.



Entonces, ¿cuándo va a ser el momento de otorgarles derechos a los trabajadores? ¡Por favor! 



En pleno período de crecimiento existía este mismo marco normativo ¿Y en qué afectaba al desarrollo? 



Pero cuando hay lentitud del crecimiento económico, se apela a que ello se debe a que los trabajadores tienen un poquito más de derechos.



Creo que debemos ir sacando ese elemento de la discusión. De lo contrario, nunca vamos a terminar con la esclavitud y el abuso que viven miles de trabajadores en nuestro país.



En Chile, más del 50 por ciento de los trabajadores gana menos de 500 mil pesos. Y no solo valoramos lo relativo al ingreso que perciben, sino también las condiciones en que laboran: con inestabilidad, con permanente temor a perder su empleo.



En consecuencia, yo sacaría esa idea del debate, que ya es del siglo pasado. Habla muy mal de la calidad de un parlamento y de una clase política estar constantemente señalando que todas las normas que van en beneficio de los trabajadores atentan contra el empleo y el desarrollo.



Por último, acá, de soslayo, se instaló que este proyecto fuera a la Comisión de Agricultura. Porque hubo presión, al parecer de la bancada de la UDI, en el sentido de que no se votaría este proyecto si no se enviaba a dicho órgano técnico.



Señor Presidente, entiendo que la Sociedad Nacional de Agricultura ha venido acá a ejercer presión también, porque se instaló una mesa de diálogo entre el Gobierno, los trabajadores y las organizaciones de empleadores agrícolas para tratar el estatuto del trabajador agrícola.



Eso se está discutiendo en una mesa de trabajo, pues se trata de una condición particular. Y se enviará la iniciativa pertinente al Parlamento.



A mi juicio, acá se busca aprobar en general este proyecto, no manifestar las diferencias y enviarlo a la Comisión de Agricultura para que muera ahí.



Si no existe deseo de legislar, hay que votar en contra y manifestar los argumentos respectivos, como lo hizo el Senador García. Pero no se deben ocultar las diferencias mandando esta iniciativa a un órgano técnico que no es pertinente con relación a las materias que aprobamos en la Comisión de Trabajo, pero que sí lo es respecto de la iniciativa de ley que se va a presentar sobre estatuto del trabajador agrícola.



Señor Presidente, lamento que se pierda un proyecto que fue aprobado en forma unánime en la Comisión, donde se aunaron criterios para redactar conjuntamente -los cinco miembros que la conformamos, quienes representamos distintas opiniones políticas- un concepto de contrato por obra o faena.



Hay una sobreideologización de estos debates y un desprecio por el avance de normas que vayan a proteger y mejorar la vida de nuestros trabajadores.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, solo quiero expresarle a la Senadora Adriana Muñoz que efectivamente hubo una mesa de diálogo en que participaron las organizaciones gremiales agrícolas y las organizaciones sindicales campesinas, donde hace ya varios meses se llegó a un acuerdo. Y el Gobierno ha incumplido lo acordado, pues no ha enviado el proyecto de ley pertinente.



De hecho, en la Comisión de Agricultura hace algunos meses se le pidió al Ministro Secretario General de la Presidencia enviar la iniciativa en la que todos concordaban. Y no lo hizo.



Entonces, que no vengan a decirnos acá que tenemos una actitud del siglo pasado.



¡No, señor Presidente!



Creemos que aquello que se trabajó durante largo tiempo en la referida mesa debe tener una concreción legislativa, tal como se había acordado originalmente. 



Desconocemos las razones que ha tenido el Gobierno de Su Señoría para no mandar dicho proyecto. 



Creo que ahí hay una falencia.



Por eso, estimamos absolutamente indispensable tratar estas normas en la Comisión de Agricultura, a la luz de los acuerdos a los que se llegó con las organizaciones campesinas y las organizaciones de agricultores, en un trabajo realmente importante y significativo.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- No hay más Senadores inscritos.



Tiene la palabra el señor Secretario.

 El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Terminada la votación.


--Se aprueba en general el proyecto (18 votos a favor).


Votaron las señoras Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Bianchi, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Quinteros y Andrés Zaldívar.
)----------(
El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Pasaríamos, entonces, a la hora de Incidentes.
El señor NAVARRO.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro para un punto de Reglamento.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero preguntarles a la Mesa y al señor Secretario si efectivamente se pidió la unanimidad de la Sala para enviar este proyecto a la Comisión de Agricultura. Porque claramente no la había.



Yo entendí, porque no hubo unanimidad, que si se quería mandar esta iniciativa a dicha Comisión debía votarse. 



No se realizó la votación respectiva.



Por lo tanto, este proyecto no se puede enviar a dicho órgano técnico, donde, a mi juicio, va al matadero.



O sea, esta iniciativa va a morir allí. Seamos francos: ese es el objetivo de mandarlo a la Comisión de Agricultura.



Por consiguiente, pido el pronunciamiento oficial de la Mesa sobre el particular, para tener claridad. 



Porque, en mi concepto, lo que procede es que el proyecto continúe su tramitación como lo dispone el Reglamento; es decir, sin ir a otra Comisión. Esto no se estableció inicialmente. Y si bien se puede plantear a la Sala una indicación al respecto, en este caso no hubo unanimidad para acogerla, ni tampoco se registró la votación correspondiente.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Señor Senador, el Presidente titular en ese momento, antes de iniciar la discusión de este proyecto, planteó el punto. Y, en verdad, nadie se opuso a ello.



Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, este no es un pataleo. Se trata de una forma de proceder, pues la Mesa no puede dejarse presionar por una bancada. 



Porque el día de mañana yo también podría ir a presionar a la Mesa y decirle que no voy a votar determinada iniciativa.



Así me lo señaló el Presidente: que si el proyecto no se mandaba a la Comisión de Agricultura, la UDI no lo votaría.



En ningún momento escuché que este asunto se pusiera en votación.



Está muy bien el argumento si Sus Señorías quieren plantearlo.



Pero no se puso en la Sala como elemento para que quienes estábamos presentes pudiéramos escucharlo.



Porque acá no se dijo: “Se propone que este proyecto vaya a la Comisión de Agricultura”.



Eso debe acordarse por unanimidad. Aquí no hubo consulta y tampoco se votó.



La determinación ya se tomó.



Sin embargo, quiero dejar como antecedente que acá hay un mal punto para la Mesa. Porque no se puede tratar a la Sala de esa manera durante la discusión de un proyecto tan importante.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Eso se dijo! ¡Así se hizo!

La señora MUÑOZ.- ¡Fue de soslayo, señor Senador!



En ningún momento lo escuché. Y he estado presente durante toda la discusión de este proyecto.

El señor NAVARRO.- ¡Chantaje de la UDI!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Se deja constancia del reclamo que han hecho Sus Señorías.

El señor NAVARRO.- ¡Nadie lo escuchó!

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Hay un camino para plantear este asunto: a través de los Comités.



Sugiero que se siga ese conducto.



Sin embargo, debo insistir en que cuando el Presidente titular recabó la unanimidad nadie se opuso.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Así es!

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO SOBRE SITUACIÓN DE FUNCIONARIOS DE JUNTA NACIONAL DE JARDINES INFANTILES POR AUSENCIAS DURANTE PARO DE TRES SEMANAS EN AÑO 2016. Y al señor Alcalde de Punta Arenas, preguntándole si existe algún PLAN DE ACCIÓN MUNICIPAL DIRECTA PARA PERSONAS EN SITUACIÓN DE CALLE. 



Del señor HORVATH:



Al señor Director General de Aeronáutica Civil, solicitándole PATROCINIO PARA PLANTEAMIENTO CIUDADANO EN CUANTO A DENOMINAR “ERNESTO HEIN ÁGUILA” EL AERÓDROMO DE COCHRANE.



Del señor PÉREZ VARELA:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, a fin de que se remitan antecedentes sobre PRESUPUESTO PARA FISCALES, EN ESPECIAL CON RELACIÓN A SUBTÍTULO 21 GASTOS EN PERSONAL Y DOTACIÓN DE CADA FISCALÍA REGIONAL Y LOCAL PARA 2014, 2015 Y 2016.



Del señor PROKURICA:



Al señor Alcalde de Huasco, para que se informe respecto a DEUDA DE ARRASTRE DESDE 2012; OBLIGACIONES PENDIENTES, MONTOS Y PROVEEDORES RESPECTIVOS, Y DEMANDAS CONTRA MUNICIPIO POR DEUDAS IMPAGAS.

)---------------(

El señor QUINTANA (Presidente accidental).- En el tiempo del Comité Partido Socialista e Independientes no hay inscritos.



En el turno del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el Senador señor Víctor Pérez, quien dispone de 11 minutos.

DÉFICITS PRESUPUESTARIOS EN MUNICIPALIDADES DE REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, el 6 de diciembre último se registró el cambio de mando en las distintas municipalidades de nuestro país después de un proceso electoral que concluyó el 23 de octubre con la elección tanto de alcaldes cuanto de concejales.



En varios municipios cambiaron las autoridades: fueron elegidos nuevos alcaldes y nuevos concejales.



Pues bien, los nuevos alcaldes, en muchos casos -en la Región del Biobío, en cinco- se ven enfrentados hoy día a una situación administrativa, financiera, presupuestaria extraordinariamente compleja y delicada. 



Tanto es así que el Senador que habla conversó con el Intendente de la Octava Región, Rodrigo Díaz, quien también manifestó su preocupación por el hecho de que diversas municipalidades que registran grandes déficits en materia educacional y déficits presupuestarios sumamente profundos en el ámbito municipal están en situación de inviabilidad para llevar adelante los programas y proyectos sometidos a la consideración ciudadana en las elecciones del 23 de octubre de 2016.



Tal situación es preocupante.



Las razones de esa realidad presupuestaria desesperada son de distinta índole. En algunos casos hay mal manejo, mala gestión. En otros los antecedentes están en manos de la Contraloría, pues se trata del uso de recursos de manera absolutamente inapropiada; y eso lo determinarán el Órgano Contralor y el Ministerio Público, si hay delito.



Sin embargo, es indudable que los referidos municipios, para cumplir cada una de sus obligaciones, requieren de los organismos gubernamentales un apoyo y un trabajo que al menos les permita llevar adelante una administración razonable en los aspectos en que hoy día son objeto de cuestionamientos.



En el caso de la Región del Biobío me refiero específicamente a las Municipalidades de Contulmo, de San Ignacio, de Bulnes, de Cobquecura y de San Fabián.



Como Sus Señorías podrán darse cuenta, se trata de municipios pequeños, más bien de índole rural, que, por la situación presupuestaria en que se encuentran, están impedidos, no solo de llevar adelante proyectos de inversión en beneficio de la comunidad, sino también, en muchos casos, de administrar adecuadamente los establecimientos de salud y educacionales y de relacionarse con la ciudadanía.



Ante la situación expuesta, señor Presidente, solicito que se oficie a las municipalidades individualizadas para pedirles que informen al Senado, en detalle, sobre la situación presupuestaria en que se encuentran insertas.



Muchas de ellas ya han expresado públicamente, a través de los medios de comunicación, de acuerdos de sus Concejos, que están con las manos atadas porque tienen sobredotación de personal, mantienen deudas que no pueden solventar, etcétera, lo que las imposibilita para llevar adelante una administración razonable.



Es bueno que el Senado sepa, a través de los informes que se nos remitan, cuál es la real situación presupuestaria de los referidos municipios, por qué se produce y cómo se debe enfrentar.



Asimismo, solicito oficiar al Ministro del Interior -ya debe estar al tanto de la situación existente, pues las Subsecretarías de Desarrollo Regional y Administrativo y la del Interior tienen un nexo muy directo con las municipalidades- para pedirle que informe al Senado qué políticas, qué programas existen para apoyar a las referidas corporaciones edilicias. 



Los municipios que mencioné tienen alcaldes tanto de la Nueva Mayoría cuanto de Oposición e independientes. De manera que aquí no se trata de una cuestión política, sino de un problema estructural que está castigando a municipalidades pequeñas y, por consiguiente, a comunidades rurales.



A mí me ha parecido absolutamente indispensable que la Cámara Alta aborde el problema expuesto. Y la primera manera de hacerlo es requiriendo oficiar a cada uno de los municipios que señalé para que den a conocer al Senado, en el más breve plazo y con el máximo detalle, su situación presupuestaria en todos los ámbitos y  las razones que a su juicio la provocaron.



La segunda forma es solicitando oficiar al Ministro del Interior para que le explique a esta Alta Cámara cómo se va a ayudar a las referidas corporaciones edilicias, pues nos acercamos al invierno, época en que las municipalidades son elementos esenciales para auxiliar a los vecinos, a los campesinos, a las personas más necesitadas.



Las comunas a que corresponden algunos de los municipios en cuestión son de aquellas con más vulnerabilidad de la Octava Región y de nuestro país. De modo que si no hay una acción gubernamental que apoye, que ayude, el castigo a los habitantes de dichas comunas va a ser altísimo.



Nosotros no podemos estar ajenos a esa situación, señor Presidente.



Por lo tanto, no solo pedimos la información a que me referí, sino que además les requerimos a las autoridades de Gobierno que llevan adelante programas eficaces y ayudas efectivas para mejorar siquiera en parte la situación presupuestaria, considerando sobre todo  la cercanía de los meses de invierno, período en que -repito- las municipalidades tienen un rol fundamental para la entrega de ayuda a las comunidades más vulnerables.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud, tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

ENMIENDA A LEY N° 19.539 EN MATERIA DE APORTES DE AFILIADOS A CAJAS DE COMPENSACIÓN Y DESCUENTOS POR CRÉDITOS SOCIALES. OFICIOS
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, esta tarde presenté un proyecto de ley que busca algo más de justicia para nuestros adultos mayores que están pensionados y sometidos al sistema de las cajas de compensación. Dicha iniciativa se relaciona con los aportes que ellos deben efectuar como afiliados a tales instituciones.



Esa situación da lugar a uno de los muchos abusos que, a vista y paciencia de todos, sufren las personas de la tercera edad.



La cuestión parte de una conversación que tuve con algunos de aquellos adultos mayores, quienes en algún momento firmaron un contrato en virtud del cual las cajas de compensación cobraban hasta 1 por ciento. Algunas permitían que se acumulara el dinero así obtenido y otras posibilitaban que con ese 1 por ciento los afiliados tuvieran descuentos en supermercados, en farmacias, lo que para ellos era tremendamente favorable.



Como dije, señor Presidente, se ha registrado una situación abusiva.



La ley N° 18.833 establece el estatuto legal para ese tipo de entidades de previsión social. Además, en cuanto a las actividades de las cajas de compensación rigen diversos reglamentos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social destinados a normar algunas de las prestaciones que aquellas  ofrecen.



En lo que respecta a dichas instituciones, ha sido de mi preocupación la actual regulación de su facultad para otorgar créditos sociales a los adultos mayores jubilados.



En esa materia, muchas de aquellas entidades abusan de las referidas personas al otorgarles créditos cuyas cuotas pueden descontar directamente de las pensiones de los deudores, mecanismo que asegura a tales instituciones un exorbitante y oportuno pago, a diferencia de lo que sucede en resto de las entidades crediticias que hoy existen en nuestro país.



¿Qué procuro con el proyecto de ley que presenté? Ni más ni menos, señor Presidente, que no se siga abusando con la utilización de la figura descrita, en virtud de la cual hoy día las cajas de compensación ni siquiera requieren la autorización del afiliado, pues basta que le pidan directamente al ente pagador de su pensión que haga el descuento, que llega hasta ¡2 por ciento!



Todos los adultos mayores de nuestro país que están dentro del sistema de las cajas de compensación pueden llegar a pagar actualmente hasta 2 por ciento. Pero a cambio de ese porcentaje las cajas ¡no entregan ninguna prestación!



Hay contratos vigentes -algunos datan del año 2005- que, obviamente, no han sido cumplidos por las cajas de compensación, que se supone no persiguen fines de lucro.



¡No les basta con el cobro abusivo que hacen cuando le otorgan un crédito a un pensionado! ¡Parece que eso no es suficiente! ¡Hay que tener más...!



Entonces aparecen con programas sociales, con viajes a lo largo de Chile, con vacaciones para los adultos mayores, en fin. Por cierto, se aplauden, se agradecen. Pero, en el fondo, hoy día observamos que las cajas de compensación están efectuando un cobro abusivo, adicional al que hacen por los créditos que les otorgan a sus afiliados. O sea, no contentas con el cobro normal, suben hasta un 2 por ciento, ¡probablemente para mantener a esas personas dándoles otros beneficios...!



Si eso no es abusivo, ¿qué lo es?



Pero hay algo más grave, señor Presidente: los afectados ni siquiera se enteran de aquello. O sea, por el solo ministerio de la ley, las cajas de compensación tienen facultad para ordenarle a la entidad pagadora de la pensión que le haga el descuento pertinente al afiliado, quien ni siquiera se entera de ello.



Yo estoy pidiendo sustituir por otro el artículo 16 de la ley N° 19.539, para poner fin al cobro abusivo a que me he referido.



Señor Presidente, presenté hoy el proyecto de ley respectivo. Con seguridad, será declarado inadmisible. Y, ciertamente, va a haber mucha presión de parte de las mencionadas instituciones previsionales. 



En consecuencia, por intermedio de la Mesa, pido el patrocinio del Ejecutivo, para que de una buena vez dejemos de presenciar tantos abusos contra los adultos mayores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se toma nota de la solicitud y se oficiará en el sentido indicado por Su Señoría. 



El Comité Partido Por la Democracia cedió su tiempo al Honorable señor Navarro.


Tiene la palabra Su Señoría.

El señor NAVARRO.- Le agradezco a la Senadora Adriana Muñoz por haberme cedido el tiempo del PPD.

IMPACTO LABORAL POR CREACIÓN DE SERVICIOS LOCALES DE EDUCACIÓN PÚBLICA. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito que se oficie a la Ministra de Educación y al Ministro de Hacienda a fin de que nos señalen en detalle cuál va a ser el impacto laboral de la nueva Ley de Educación, donde se crearán los servicios locales de educación pública.



Esa normativa impactará en los 12 mil funcionarios de los DAEM, de los cuales van a quedar en funciones solo 8 mil; o sea, saldrán 4 mil.


Por cierto, hay preocupación en las familias de esos trabajadores. 



Sabemos que existe una sobredotación histórica en algunos DAEM. Por tanto, se requiere un ajuste. Pero lo que no podemos hacer es, de la noche a la mañana, decirles a personas que han laborado en una entidad durante 10, 12, 16, 20 años que salen de su cargo sin derecho alguno, pues ello significa dejarlas en la más absoluta inopia.



Ese es un problema de sensibilidad social.


Todos estamos por terminar con el actual mecanismo de administración de la educación pública, que es malo. Pero dejar sin empleo a 4 mil personas requiere un proceso que debe ser discutido por el Estado.



Se trata de funcionarios públicos que, aunque la administración corresponde a los municipios, son pagados por el Ministerio de Educación.


Espero que cuando llegue el proyecto respectivo podamos discutir las condiciones de un acuerdo social que permita una transición que no deje a dichos trabajadores abandonados y en la calle. Porque la reforma pertinente es para proteger al país, a sus estudiantes, a sus trabajadores. Y aquellos a los que me he referido también son trabajadores.



En consecuencia, señor Presidente, pido oficiar a la Ministra de Educación y al Ministro de Hacienda al objeto de que nos señalen cuáles son las medidas contempladas para proteger a los funcionarios en comento.



Concuerdo -repito- en que hay que hacer un ajuste


Al respecto, se prevé la concursabilidad interna, lo que fue un gran logro. Y, sin duda, para quienes salgan debe existir un programa social que no implique dejarlos abandonados en el desempleo.



--Se anuncia el envío de los oficios correspondientes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento. 
REFLEXIONES SOBRE PROPUESTA PRESIDENCIAL PARA GENERACIÓN DE NUEVA CONSTITUCIÓN POLÍTICA
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero referirme a la propuesta que hizo la Presidenta Michelle Bachelet sobre una nueva Constitución Política.



Yo dije en marzo de 2014, cuando asumió la Primera Mandataria (fue publicado en artículos de La Tercera): “No va a haber nueva Constitución en el Gobierno de la Presidenta Bachelet”.



Algunos me trataron de pesimista; otros, hasta de traidor, cuando era evidente que ni en el Senado ni en la Cámara de Diputados había mayoría para tener una nueva Carta en el Gobierno de la Presidenta Bachelet. 



Una de las promesas por las cuales muchos apoyamos a Michelle Bachelet fue la de una Nueva Constitución para Chile.



La Constitución del 80, agotada, nauseabunda, moribunda, tiene que terminar de morir y debe dar paso a una Constitución del siglo XXI que interprete a las grandes mayorías nacionales.



En tal sentido, la referida promesa se ha traducido en el envío al Parlamento de un proyecto de reforma que ofrece cuatro alternativas. 



Primero: una comisión bicameral, de Senadores y Diputados.



Yo la descarto absolutamente. No hay condición alguna para que sea el Parlamento quien defina cuál es el mecanismo para tener una nueva Carta Fundamental.



Segundo: una convención mixta de parlamentarios y ciudadanos.


Claramente, aquí debe haber ciudadanía.


El Parlamento, señor Presidente -y lo digo con todo respeto-, es producto del binominal, mecanismo electoral que implantó Pinochet y que ha regido en los últimos 26 años al Congreso Nacional. Conforme a ese sistema, ¡66 es igual a 33...!


Acá hay sobrerrepresentación, existe subsidio.



Yo espero que la UDI, por primera vez en su vida política, compita sin el subsidio del aporte de las empresas privadas y sin el subsidio del binominal.


¡Ahí los quiero ver!


Porque viene la hora de la verdad para todos: para los grandes y para los pequeños.



Por tanto, una comisión mixta de parlamentarios y ciudadanos tampoco es una alternativa válida.



Tercero: la Presidenta Bachelet planteó convocar a una asamblea para establecer la nueva Carta Fundamental. Una asamblea. Es decir, asamblea constituyente.


¡Esa es la salida!


No hay historia en América Latina que les permita a los pueblos reordenar su vida después de una larga noche negra de dictadura y con un proceso de transición sin concluir.


Señor Presidente, ¿cuándo termina la transición en Chile?



Lo dijo Aylwin. ¡No terminó la transición!


Lo dijeron Frei, Lagos. ¡No terminó la transición!


Lo dijeron Bachelet, Piñera. ¡No terminó la transición!


Todos han dicho: “Aquí termina la transición”.



Sin embargo, en Chile la transición desde la dictadura militar aún no finaliza.



La transición va a concluir cuando tengamos una nueva Constitución y dejemos atrás la funesta Carta Fundamental del 80.


¡Ese será el fin de la transición!


Queda pendiente el traslado del Congreso Nacional, el que hoy día se halla radicado en Valparaíso.


Yo estoy porque en esta ciudad haya dos ministerios y no este Parlamento, que nada ha aportado a Valparaíso y que ha roto una tradición muy importante.



Cabe recordar que en el año 1970 -y el señor Presidente lo sabe muy bien- había 150 Diputados y 50 Senadores en el Congreso de Santiago, hoy llamado “viejo”.



Entonces, dos ministerios para Valparaíso, para la Quinta Región: Ministerio de Cultura y Ministerio del Mar o de la Pesca.


¡Esa es verdadera descentralización! 



Y la cuarta alternativa que propone la Presidenta de la República es que el Parlamento llame a un plebiscito nacional en el que la gente vote por el mecanismo pertinente.


Es una opción. Pero esa idea no está en la Constitución. No se puede llamar a un plebiscito para tal efecto.



La conformación de este Congreso emana del binominal, mecanismo espurio -en el año 2000 el Presidente Ricardo Lagos lo denominó “cáncer de la política”- que ha hecho que el enfrentamiento no sea con el del frente sino con el del lado: uno compite con su compañero de lista. Por eso se ha deteriorado la política. Porque, en definitiva, la unidad de las coaliciones es enfrentamiento, competencia electoral. 



Señor Presidente, tengo la convicción de que en Chile no podrá existir una nueva Constitución sino a través de una asamblea constituyente: el pueblo soberano expresándose para darse la Carta Fundamental que rija su destino para los próximos treinta a cincuenta años -eso es lo que duran las constituciones-, en vez de un mecanismo intermedio, porque esto sería alta traición a la ciudadanía.



¡Asamblea constituyente!



En verdad -la Presidenta de la República lo expresa-, vamos a dar los mecanismos para que decida el próximo Congreso; es decir, el elegido sin el sistema binominal.



Yo espero que eso se cumpla. O sea, que no exista ningún intento para hacer que el actual Parlamento, que tiene grados importantes de ilegitimidad producto de su generación por el sistema binominal, determine el mecanismo para dotar a Chile, después de una larga noche negra con la Carta del 80 -la hizo Pinochet, pero lleva la firma de Lagos-, de una Constitución de unidad, de representación de todos los sectores sociales de Chile, sin exclusión alguna.



En toda América, la Constitución del 80 es la única que no reconoce a los pueblos originarios: ¡no existen, no están en la Carta Fundamental...!


Canadá y Estados Unidos los reconocen. Y el resto de América Latina, también. 


En la Constitución Política de Chile no existen los mapuches, no existen los aimaras, no existen los rapanui: ¡no existen los pueblos originarios!


Por eso queremos un mecanismo de construcción constitucional en que la ciudadanía sea el principal protagonista.


¿Por qué se teme al pueblo, a los ciudadanos? 


¡Que los ciudadanos se expresen! 



Yo espero que este Congreso Nacional tenga la altura de miras y la dignidad suficientes para no intentar en este año, en 2017, generar un mecanismo de nueva Constitución sin considerar lo que la Primera Mandataria ha dicho en el sentido de que el próximo Parlamento y el próximo Presidente de de la República serán quienes puedan determinar el mecanismo pertinente.



Yo aspiro -por eso quiero ser Presidente de Chile y por eso estamos constituyendo el Partido País- a que se proceda a través de una asamblea constituyente, devolviéndole su legitimidad a la Carta Fundamental. Porque la Constitución actual no tiene legitimidad.



El día en que se prestó juramento o promesa ante el Presidente de la Cámara Alta yo prometí, como Senador, cambiar la Constitución. Y voy a hacerlo, sea como Presidente de Chile, sea como Senador de la República.



Señor Presidente, esta materia debe ser objeto de un debate ciudadano.


Yo espero que el Congreso Nacional abra sus puertas para que el proyecto de reforma recién enviado por el Ejecutivo, que le otorga al Parlamento la posibilidad de discutirlo, cuente con amplia participación ciudadana, con debates televisados, con invitaciones que le permitan a la gente venir a Valparaíso. 


Pero también es necesario que la comisión que va a discutir la propuesta de la Presidenta Bachelet vaya a regiones, recorra nuestro país.



¡Que el Senado se acerque al pueblo! ¡Que el Congreso Nacional se acerque a la ciudadanía!



¡Y no digamos que no puede entrar más gente porque una sala es pequeña, hay doce sillas y solo puede sentarse ese número de personas!



¡Espero que la iniciativa sea discutida en intendencias regionales y capitales provinciales, de tal manera que la ciudadanía esté informada de lo que se trate, y que no nos apunten con el dedo por querer fundar en 2017, con un Gobierno saliente y un Congreso de escasa legitimidad, los mecanismos de una nueva Constitución!



¡Los padres de la nueva Carta Fundamental no pueden ser un Gobierno saliente y un Congreso falto de legitimidad por haberse configurado sobre la base de un sistema binominal excluyente y que ha subsidiado a los grandes partidos!



Abrigo la convicción de que la transición terminará cuando tengamos una Constitución que nos represente a todos los chilenos, sobre la base de nuestras diferencias, y haga coincidir nuestros esfuerzos para hacer más grande a nuestro país.



Pero eso no va a ocurrir si nos empeñamos en minimizar a la ciudadanía y en radicar la soberanía popular en el Congreso y no en ella. ¡No es que el Senado tenga la soberanía: son los ciudadanos los que se la han delegado! ¡El pueblo es el titular!



Espero que el pueblo y la ciudadanía serán respetados por el Congreso Nacional y el Gobierno. Confío en que ello sea así, a fin de que podamos contar con un año de debates, de propuestas, a la espera del nuevo Congreso y del nuevo Primer Mandatario.



Y el que quiera ser Presidente de Chile tendrá que definirse. La ciudadanía va a interpelarlo: está o no por una Carta elaborada a través de una asamblea constituyente o por un mecanismo alternativo. La gente quiere saberlo.



El Senador que habla está por la asamblea constituyente, y por eso va a luchar. 



He dicho.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:22.








Manuel Ocaña Vergara, 
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 3ª, ORDINARIA, EN MARTES 21 DE MARZO DE 2017


Presidencia de los titulares Honorables Senadores señores Ricardo Lagos y Andrés Zaldívar y de los Vicepresidentes Honorables Senadores señores Jaime Quintana y Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; de Salud subrogante, señor Burrows; de Vivienda y Urbanismo, señora Saball; de Agricultura, señor Furche; de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia; y, de Energía, señor Rebolledo.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ambas ordinarias, de los días 14 y 15 de marzo, respectivamente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA

Mensajes

Cinco de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley que fija un mecanismo para establecer el reajuste de remuneraciones de las altas autoridades del Estado y regula otras materias que indica (Boletín N° 11.160-05).


-- Pasa a la Comisión de Hacienda.


Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado (Boletín N° 11.128-04).


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


Con los dos últimos, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


2) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (Boletín N° 10.623-02).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, para evitar la dilación injustificada de las audiencias en el juicio penal (Boletín N° 9.152-07).


-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a S.E. la Presidenta de la República.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que moderniza el Consejo Nacional de Televisión, concede las asignaciones que indica y delega facultades para fijar su planta de personal (Boletín N° 10.922-05).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Remite copia de la sentencia pronunciada en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad  respecto de las siguientes normas:


- Artículo 483 del Código Procesal Penal.


- Artículo 8°, N°2, de la ley N° 18.101, que fija normas especiales sobre arrendamiento de predios urbanos.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del inciso segundo del artículo 17 B de la ley N° 17.798, sobre control de armas.


- Artículos 23 D), 24 J) y 389 F) del Código Orgánico de Tribunales.


- Artículo 2° de la ley N° 20.033, que modifica la ley Nº 17.235, sobre impuesto territorial; el decreto ley Nº 3.063, sobre rentas municipales; la ley          Nº 18.695, orgánica constitucional de municipalidades, y faculta a las municipalidades para otorgar condonaciones que indica.


- Artículo 205 del Código Civil.


- Artículos 195, 196 bis y 196 ter de la ley N° 18.290, de Tránsito.


- Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre las querellas presentadas por el Ejecutivo desde el 1 de enero de 2014 a la fecha, con ocasión de hechos de violencia rural acaecidos en las Regiones de La Araucanía, Los Ríos y del Biobío.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Contesta petición de información, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación a los convenios existentes entre las distintas ramas de las Fuerzas Armadas con bancos comerciales.


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, mediante el oficio reservado AS. JUR (R) N°6855/1123 de 14 de marzo de 2017.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Atiende consulta, planteada en nombre del Honorable Senador señor Pérez Varela, sobre subsidios habitacionales entregados y pagados, por regiones, en los años que indica.

Del señor Subsecretario del Medio Ambiente


Contesta solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, para informar acerca del derrame de petróleo ocurrido el año 2011, en la isla Quihua, comuna de Calbuco, que provocó un severo impacto ambiental y económico en el sector.

Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos


Entrega respuesta a consulta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre la forma de tributación de los diarios de circulación gratuita por concepto de avisaje y publicidad.

Del señor Director del Servicio del Servicio Electoral


Remite cronograma de actividades para las próximas elecciones primarias para la nominación de candidatos a la Presidencia de la República y al Congreso Nacional.

De la señora Vicepresidenta Ejecutiva

de la Junta Nacional de Jardines Infantiles


Adjunta antecedentes sobre la incorporación en la dieta alimenticia preescolar de un menú o minuta intercultural con alimentos típicos chilenos, y los establecimientos en los que se aplica esta iniciativa; consulta manifestada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti.

Del señor Director General de Obras Públicas


Envía datos relativos al impacto que se produciría en las áreas de interés de su cartera, en el evento que el país suscriba y ratifique el Acuerdo Estratégico Transpacífico de Asociación Económica; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de contrato de trabajo por obra o faena (Boletín Nº 7.691-13).


De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín N° 10.217-15) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla.

Mociones


De la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, con la que da inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 62 de la Constitución Política, en lo relativo a dietas parlamentarias (Boletín Nº 11.151-07).


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Penal, para establecer la imprescriptibilidad de los delitos de cohecho (Boletín Nº 11.152-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2009, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, Ley de Tránsito, en materia de multas no pagadas (Boletín N° 11.153-15).


-- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que comienza un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para regular el cobro de servicios de estacionamiento (Boletín Nº 11.154-03).


De los Honorables Senadores señor Quintana, señora Muñoz y señor Girardi, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, en lo relativo a exenciones y límites al pago en los servicios de estacionamiento (Boletín Nº 11.155-03).


-- Pasan a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Montes y Tuma, con la que inician un proyecto de ley sobre integración urbana e incentivos urbanísticos (Boletín Nº 11.156-14).


-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Chahuán, que modifica artículo 2° letra f) de la ley N° 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores, a fin de derogar la exclusión que en dicha disposición se establece respecto de las prestaciones de salud.


-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme lo dispone el inciso cuarto, números 2° y 6°, del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Comunicaciones


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Iván Moreira Barros.


De la Comisión de Salud, con la que informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Guido Girardi Lavín.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Oficio


De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que incentiva la inclusión de personas con discapacidad al mundo laboral (Boletines N°s 7.025-31 y 7.855-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.

Comunicación


Del Comité Partido Renovación Nacional, con la que informa que ha elegido como sus representantes a los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y José García Ruminot.


-- Se toma conocimiento.

- - -


El Honorable Senador señor Chahuán reclama de la inadmisibilidad declarada por la Mesa respecto de la moción de su autoría de la que se da cuenta en la presente sesión y solicita la reconsideración. El Presidente dispone que se resuelva en la sesión próxima.

- - -

HOMENAJE POR LA MUERTE DEL ACTOR 

SEÑOR EDGARDO BRUNA


El Presidente solicita a la Sala se rinda homenaje en recuerdo del actor señor Edgardo Bruna recientemente fallecido. La Sala guarda un minuto de silencio.
- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


1.- Considerar en primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo. (Boletín N° 10.545-08).   


2.- Tratar en la Tabla de Fácil Despacho, de la sesión ordinaria de mañana miércoles 22 del presente, en primer, segundo, tercero y cuarto lugar los siguientes asuntos:


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz.  (Boletín N°10.550-29).


- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 14 de abril como Día Nacional del Locutor. (Boletín N° 10.303-24).


- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Chahuán, Coloma y De Urresti, en primer trámite constitucional, para establecer el “Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología”. (Boletín N° 10.906-19).


- Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.564, ley marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos. (Boletín Nº 10.990-14).


3.- Ampliar el plazo para presentar indicaciones para el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales. (Boletín Nº 10.368-04) hasta las 12:00 del día lunes 3 de abril.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

Renuncia del Presidente y del

Vicepresidente de la Corporación.

Elección de la nueva Mesa.

La Mesa, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 del Reglamento, somete a votación las renuncias que el Presidente y el Vicepresidente de la Corporación, Honorables Senadores señores Ricardo Lagos y Jaime Quintana, respectivamente, presentaron en la sesión 2ª, ordinaria, del miércoles 15 de marzo en curso.

Puesta en votación las renuncias el resultado es de 29 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Se abstiene el Honorable Senador señor Navarro.

Funda su votación el Honorable Senador señor Bianchi.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Ricardo Lagos, antes de dejar su cargo de Presidente de la Corporación, hace uso de la palabra para agradecer y realizar una síntesis de lo logrado por el Senado en el periodo de su gestión.
- - -


Luego, al tenor de lo dispuesto en los artículos 25 y 26 del Reglamento del Senado, corresponde elegir Presidente y Vicepresidente de la Corporación, lo que se lleva a cabo mediante votación nominal.


En primer término, se pone en votación la elección de Presidente.

El Presidente ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Pizarro y Larraín, quienes proponen, respectivamente, para esta elección a los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar y Baldo Prokurica.

Enseguida, el Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Zaldívar, 21 votos; por el Honorable Senador señor Prokurica, 12 votos, y 2 abstenciones.


Votan por el Honorable Senador señor Zaldívar, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan por el Honorable Senador señor Prokurica, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

Se abstienen los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Navarro.

El Presidente saliente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Andrés Zaldívar como Presidente del Senado.

- - -


A continuación, se pone en votación la elección de Vicepresidente de la Corporación.

El Presidente ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Chahuán y Tuma, quienes proponen, respectivamente, para esta elección a los Honorables Senadores señores Alejandro García Huidobro y Guido Girardi.

El Secretario General da a conocer el resultado de la votación: por el Honorable Senador señor Girardi,  19 sufragios; por el Honorable Senador señor García Huidobro, 15 y 2 abstenciones.


Votan por el Honorable Senador señor Girardi, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar.

Votan por el Honorable Senador señor García Huidobro, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstienen los Honorables Senadores señores Bianchi y Navarro.
- - -


El Presidente saliente anuncia que, en consecuencia, se ha elegido al Honorable Senador señor Guido Girardi como Vicepresidente del Senado.

- - -


Enseguida, el Presidente saliente invita a los señores Presidente y Vicepresidente electos a ocupar su lugar en la testera.

- - -


Posteriormente, el Presidente solicita a los Honorables Senadores señores Lagos y Quintana que se acerquen a la Mesa, con la finalidad de hacerles entrega de sendas campanas de plata como símbolo de su etapa como Presidente y Vicepresidente del Senado en el periodo 2016-2017.
- - -


Por último, el Presidente, Honorable Senador señor Zaldívar, hace uso de la palabra agradeciendo su elección en calidad de tal y expresa los propósitos y deseos que le guiarán en este periodo.
- - -


Se suspende la sesión por veinte minutos

El Vicepresidente reanuda la sesión. 

- - -
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo. 

(Boletín N° 10.545-08)


El Vicepresidente anuncia que, de conformidad a los Acuerdos de los Comités, corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El Secretario General señala que el Ejecutivo hizo presente la urgencia, calificándola de suma.


Agrega que el principal objetivo de la iniciativa es modernizar la Empresa Nacional del Petróleo, confiriéndole un nuevo gobierno corporativo y una nueva forma de dirección, en procura de mejorar su gestión, administración y resultados.


Añade que la Comisión de Minería y Energía discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Allende y señores García Huidobro, Guillier, Pizarro y Prokurica. 

Hace presente que el nuevo inciso quinto del artículo 2° -que el numeral 1, letra b), del artículo único propone- tiene carácter orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.

- - -

El Vicepresidente ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Allende quien da cuenta del informe a la Sala.


Enseguida pone en votación general el proyecto de ley.


El resultado es de 32 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Zaldívar.

Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi y Quinteros, señora Allende y señores Pizarro, Navarro, Guillier, Montes, Horvath y Girardi.

- - -


El Presidente declara aprobado en general el proyecto de ley y la Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones hasta el día 10 de abril a las 12 horas.

- - -


Se deja constancia de haberse alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Minería y Energía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -

El Presidente ofrece la palabra al Ministro de Energía, señor Rebolledo, quien hace uso de ella y agradece el despacho de la iniciativa.

- - -
                 El Presidente señala que ha concluido el Orden del Día.

- - -
Peticiones de oficios


El Secretario General anuncia que se han recibió peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Matta, Navarro y Tuma; dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 4ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 22 DE MARZO DE 2017


Presidencia del titular del Senado Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio y Walker, don Patricio.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, señor Valdés; Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre; Secretaria General de Gobierno, señora Narváez; del Trabajo y Previsión Social, señora Krauss; y, del Deporte, señor Squella.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ambas ordinarias, de los días 14 y 15 de marzo, respectivamente; que no han sido observadas.
- - -

CUENTA

Mensajes


Quince de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz (Boletín N° 10.550-29).


Con los trece siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


2) Proyecto de ley que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


3) Proyecto de ley que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (Boletín Nº 8.149-09).


4) Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


5) Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Cultura (Boletín         N° 8.938-24).


6) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín N° 9.689-21).


7) Proyecto de reforma constitucional que modifica la Carta Fundamental en lo que respecta a la fecha en que el Presidente de la República rinde cuenta al país del estado administrativo y político de la Nación ante el Congreso Pleno (Boletines N°s 9.741-07, 10.728-07 y 10.951-07, refundidos).


8) Proyecto de ley que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (Boletín N° 10.063-21).


9) Proyecto de ley que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente del mismo (Boletín N° 10.314 -06).


10) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


11) Proyecto de ley que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


12) Proyecto de ley que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (Boletín N° 10.545-08).


13) Proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (Boletín N° 10.647-09).


Con el último, hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de ley que fortalece la composición de los tribunales que indica, asignando una dotación adicional de 110 jueces (Boletín N° 10.611-07).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con el primero, comunica que ha elegido como su Presidente al Honorable Diputado señor Fidel Espinoza Sandoval, y como Primer y Segundo Vicepresidentes, a los Honorables Diputados señores Enrique Jaramillo Becker y Jorge Sabag Villalobos, respectivamente.


-- Se toma conocimiento.


Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, sobre control de armas, con el objeto de fortalecer su institucionalidad (Boletines N°s 5.254-02, 5.401-02, 5.456-02, 9.035-02, 9.053-25, 9.073-25, 9.079-25, 9.577-25 y 9.993-25, refundidos).


-- Pasa a las Comisiones de Defensa Nacional y de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro acerca de diversos antecedentes relativos al control migratorio.


-- Queda a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.564, ley marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos (Boletín N° 10.990-14).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el oficio de S. E. la Presidenta de la República, con el que solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministra Suplente del Segundo Tribunal Ambiental a la señora Ximena Insunza Corvalán (Boletín N° S 1.919-05) (con la urgencia prevista en el inciso segundo del N°5 del artículo 53 de la Carta Fundamental).


De la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de superar las discrepancias producidas en la tramitación del proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Pérez San Martín y señor Quintana, con la que inician un proyecto de ley para modificar el artículo 390 del Código Penal, ampliando el tipo del parricidio a las relaciones de pareja sin convivencia (Boletín Nº 11.164-07).


-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Tuma, De Urresti, Harboe, Lagos y Matta, con la que proponen un proyecto de ley en materia de prevención de incendios y recuperación de bosques por parte de las empresas forestales (Boletín  Nº 11.165-01).


-- Pasa a la Comisión de Agricultura.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker, don Ignacio, señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio y Zaldívar, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar el apoyo de Chile a la propuesta del Secretario General de la OEA, para suspender la participación de República Bolivariana de Venezuela en este organismo internacional si en un plazo determinado no se convoca a elecciones libres, informadas y democráticas (Boletín N° S 1.922 -12).


De los Honorables Senadores señoras Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Ossandón, Quintana, Quinteros, Rossi y Tuma, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, haciendo uso de sus facultades, rechace el pronunciamiento del Consejo de Ministros para la Sustentabilidad, respecto de la revisión de la norma primaria de dióxido de azufre (Boletín N° S 1.923-12).


-- Quedan para ser votados en su oportunidad.

Comunicaciones


Del Comité Partido Demócrata Cristiano con la que propone a la Sala la elección del Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto como integrante de la Comisión de Ética y Transparencia del Senado, en reemplazo del Honorable Senador señor Andrés Zaldívar Larraín.


-- La Sala así lo acuerda.


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, mediante la cual informa que ha elegido como su Presidente al Honorable Senador señor Rabindranath Quinteros Lara.


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, por la cual anuncia que eligió como su Presidenta a la Honorable Senadora señora Carolina Goic Boroevic.


-- Se toma conocimiento.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:


Oficio de la Honorable Cámara de Diputados con el que comunica que ha aprobado el proyecto de ley que extiende y modifica la cotización extraordinaria para el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y crea el fondo que financiará el seguro para el acompañamiento de los niños y niñas que indica (Boletín N° 11.161-13) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.


Informe de la Comisión de Educación y Cultura y certificado de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado (Boletín N° 11.128-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


-- Quedan para Tabla.

- - -

La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Harboe, refundir los siguientes proyectos de ley: el que regula la protección y el tratamiento de los datos personales y crea la Agencia de Protección de Datos Personales (Boletín N° 11.144-07) y el iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Harboe, Araya, De Urresti, Espina y Larraín, sobre protección de datos personales (Boletín Nº 11.092-07).
- - -


A petición del Honorable Senador señor De Urresti, la Sala acuerda ampliar el plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea una sociedad anónima del Estado denominada `Fondo de Infraestructura S.A.`, (Boletín 10.647-09), hasta el día 3 abril a las 12:00 en la Secretaría de la Comisión de Obras Públicas
.

- - -

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Walker, don Ignacio, señoras Goic, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer, y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker, don Patricio, y Zaldívar, con el que solicitan a S.E. la Presidenta de la República que, si lo tiene a bien, se sirva expresar el apoyo de Chile a la propuesta del Secretario General de la OEA, para suspender la participación de República Bolivariana de Venezuela en este organismo internacional si en un plazo determinado no se convoca a elecciones libres, informadas y democráticas.
(Boletín N° S 1.922-12)


El Presidente, previo acuerdo unánime de la Sala y a solicitud del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio; pone en discusión y votación el proyecto de acuerdo de la referencia.


Enseguida declara aprobado el proyecto por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Respaldar la petición del señor Secretario General de la Organización de Estados Americanos y solicitar a S. E. la señora Presidenta de la República tenga a bien expresar el apoyo de Chile a la propuesta de suspender, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Carta Democrática Interamericana, la participación de la República Bolivariana de Venezuela en el referido organismo si en un plazo no superior a treinta días el gobierno de ese país no convoca a elecciones libres e informadas.”.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.
- - -

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz.

(Boletín Nº 10.550-29)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.

Agrega que el objetivo del proyecto es instaurar el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz.


Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio; aprobándolo en particular con las modificaciones que consigna en su informe, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Walker, don Ignacio.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica.


Enseguida lo declara aprobado por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Establécese el 6 de abril de cada año como Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz.


Con el propósito que las actividades deportivas, físicas y recreativas programadas en el “Día Nacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz” beneficien e integren participativamente al conjunto de la población en todo el territorio nacional, el Ministerio del Deporte coordinará con otros ministerios, servicios públicos, municipios, organizaciones deportivas y demás entidades públicas o privadas cuya participación resulte necesaria, las acciones específicas de fomento, promoción y difusión a desarrollarse con motivo de esta celebración.”. 

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 14 de abril como Día Nacional del Locutor.

(Boletín N° 10.303-24).


El Presidente pone en discusión la iniciativa de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es instituir el 14 de abril de cada año como el Día Nacional del Locutor, otorgando así un reconocimiento a miles de hombres y mujeres que, con sus voces, unen a nuestro país y rendir, también un homenaje póstumo al destacado locutor Petronio Romo, fallecido el 14 de abril de 2010.


Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.


El Presidente pone en votación en general y en particular el proyecto.


El resultado es de 19 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, De Urresti, García Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Larraín, Matta, Moreira, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobado el proyecto.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de aprobar la iniciativa los Honorables Senadores señores Chahuán y Letelier.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Establécese el 14 de abril de cada año como el Día Nacional del Locutor.”.
- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Goic y señores Chahuán, Coloma y De Urresti, en primer trámite constitucional, para establecer el “Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología”.

(Boletín N° 10.906-19)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo de la iniciativa es declarar el día 10 de abril de cada año como el Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología en el país.


Agrega que la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación discutió la iniciativa solamente en general. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Girardi.


El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 23 votos de aprobación.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.
- - -


Terminada la votación expresa su intención de sufragio favorable el Honorable Senador señor Letelier.

- - -


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa y, asimismo, en particular por no haberse formulado indicaciones ni haberse solicitado plazo para presentarlas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Declárase el 10 de abril como el “Día Nacional de la Ciencia y la Tecnología”.


En el marco de dicha conmemoración, la segunda semana del mes de abril de cada año, toda institución científica nacional o internacional con sede en Chile podrá organizar la Semana Nacional de la Ciencia y la Tecnología, realizando acciones de promoción que involucren a toda la sociedad, tales como: visitas públicas y gratuitas a sus centros de investigación, ferias científicas y otras actividades tendientes a promover la importancia de la ciencia en la sociedad chilena.”.
- - -

Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Walker, don Patricio, en primer trámite constitucional,  que modifica la ley N° 20.564, ley marco de los Bomberos de Chile, a fin de establecer un procedimiento simplificado para obtener permisos de edificación de inmuebles destinados a cuarteles de los Cuerpos de Bomberos.

(Boletín N° 10.990-14).


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el objetivo principal del proyecto es permitir a Bomberos de Chile acoger sus edificaciones, que no cuenten con permiso de construcción o recepción definitiva, a un procedimiento especial de regularización.


Agrega que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió en general y en particular esta iniciativa legal, por tratarse de un proyecto de artículo único. No obstante lo anterior, acordó proponer a la Sala que lo discuta solo en general y fije un plazo de indicaciones, con el propósito de introducirle los perfeccionamientos necesarios con ocasión del segundo informe.


Añade que la referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma, y aprobó el proyecto en particular con las enmiendas que consigna por la unanimidad de sus integrantes.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Moreira y García.


Enseguida pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 30 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, don Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Tuma, De Urresti, Quintana, Prokurica y Navarro.

- - -


El Presidente declara aprobada en general la iniciativa.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto hasta el día viernes 7 de abril a las 12 horas.

- - -

ORDEN DEL DÍA
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales que rigen al sector educativo, en materia de subvención escolar preferencial, Sistema de Desarrollo Profesional Docente y situación de becarios de posgrado.

(Boletín N° 11.128-04)


El Presidente, previo acuerdo de la Sala, pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “discusión inmediata”.

Agrega que el principal objetivo del proyecto es introducir modificaciones al actual sistema educacional en las siguientes materias:


1) Retención de la subvención escolar preferencial (SEP) mensual para aquellos establecimientos que no realicen la rendición anual de cuentas y reducción de los recursos entregados por este concepto para establecimientos educacionales que, cumpliendo con la exigencia de rendición de cuentas, no alcancen a demostrar que ejecutaron el 70 por ciento de los recursos que le fueron entregados.


2) Facilitar el cierre de las becas administradas por CONICYT y otorgar un nuevo plazo a los becarios para cumplir y acreditar el cumplimiento de sus obligaciones, al 29 de diciembre de 2017.


3) Aclarar el concepto de “docente principiante”, y precisar que la asignación de inducción se pagará a través del sostenedor; incorporar al régimen del Sistema de Desarrollo Docente el tramo “de acceso”, que hasta ahora existía solo en transición; especificar, para los efectos de acceder a la asignación de reconocimiento por docencia, que en las escuelas o liceos cárceles existe un 60 por ciento de concentración de estudiantes prioritarios, precisándose el plazo durante el cual puede percibirla un docente inicial temprano.


4) Modificar el requisito referido a la naturaleza del título profesional exigido para acceder a las funciones de Jefe de División e Intendente de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación Parvularia.


Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular a la vez en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, y lo aprobó, por mayoría de votos, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Montes y Walker, don Ignacio; y, se abstuvo el Honorable Senador señor Allamand.


Indica luego que la Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia, artículos 1, 2, 3, 5, 6, 7, 8 y 9, permanentes, y primero y segundo, transitorios, los que aprobó con las modificaciones y por las votaciones que se consignan en su informe.


El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señor Montes, quien da cuenta a la Sala del informe de la Comisión de Hacienda; señora Von Baer, señor Coloma y el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eyzaguirre.


El Presidente pone en votación general la iniciativa.


El resultado es de 30 votos a favor y 1 abstención.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma; Walker, don Ignacio; Walker, don Patricio y Zaldívar. 


Se abstiene la Honorable Senadora señora Von Baer.


Fundan su voto de aprobación los Honorables Senadores señores Quinteros, Montes, García, Pizarro, Walker, don Ignacio y Quintana.

- - -


El Presidente declara aprobado en general el proyecto y, asimismo, con el acuerdo unánime de la Sala se aprueba en particular las enmiendas propuestas por la Comisión de Hacienda con la misma votación.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto que despacha el Senado es el que sigue:

“Título I

§1. De las nuevas facultades de fiscalización de los convenios de igualdad de oportunidades y excelencia educativa de la ley N° 20.248.


Artículo 1.- Cuando el sostenedor no haya dado cumplimiento al requisito señalado en la letra a) del artículo 7 de la ley N° 20.248, dentro de los plazos que se le hayan otorgado para la presentación de la respectiva rendición, la Subsecretaría de Educación, previo informe de la Superintendencia de Educación, deberá imponer la retención inmediata de al menos el 50% del pago de las subvenciones y demás aportes contemplados en dicha ley. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada. En caso que el sostenedor cumpla con la obligación de rendir cuenta, en la forma y plazos que señale la Superintendencia de Educación mediante instrucción de carácter general para tal efecto, se dispondrá el levantamiento de dicha medida y se aplicará lo señalado en el inciso siguiente en caso de proceder.


Sin perjuicio de lo anterior, y una vez cumplida la mitad del período de ejecución de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, la Superintendencia de Educación deberá revisar que el establecimiento haya gastado a lo menos el 70% de las subvenciones y aportes recibidos en dicho período. Si el sostenedor no ha dado cumplimiento al porcentaje antes exigido en el período mencionado, el Subsecretario de Educación dispondrá mediante la resolución correspondiente, que los recursos a transferir durante el plazo que reste de la vigencia del convenio, incluida la prórroga si procede, corresponderán sólo al porcentaje de los montos efectivamente gastados en dicho período, según lo informado por la Superintendencia de Educación, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo.


Estas medidas sólo podrán ser dispuestas oyendo al afectado, y podrán ser impugnadas dentro de los diez días hábiles siguientes a su notificación, sin suspender la medida adoptada. En tal caso, el Subsecretario de Educación tendrá igual plazo para resolver.


Artículo 2.- El Subsecretario de Educación, de manera excepcional y fundada, podrá otorgar un plazo extraordinario para que los sostenedores presenten la o las rendiciones de cuentas anuales no realizadas dentro de los plazos que se le hayan otorgado para tal efecto, por causa de un caso fortuito, fuerza mayor u otros factores que hayan causado interrupción en la prestación del servicio educativo, los que deberán estar debidamente justificados sin que les sea aplicable la medida de retención señalada en el inciso primero del artículo anterior. En el ejercicio de esta facultad, el Subsecretario podrá solicitar informes a los órganos que componen el Sistema de Aseguramiento de la Calidad a que se refiere la ley N° 20.529. Con todo, este plazo no podrá superar los sesenta días hábiles y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.

§ 2. Del Régimen Especial de Renovación.


Artículo 3.- Aquellos sostenedores que no hayan dado cumplimiento al requisito para renovar sus Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, establecido en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, podrán someterse al siguiente régimen especial para renovarlos por igual período, bajo las siguientes reglas:


1. Deberán solicitarlo al Subsecretario de Educación, en el plazo de treinta días hábiles contado desde la notificación de la o las resoluciones que disponen la no renovación de los Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, que será realizada mediante publicación en el Diario Oficial, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación.


2. Las subvenciones y aportes que establece la ley N° 20.248, que percibirá mensualmente por el período de renovación del convenio, corresponderán al porcentaje de los recursos rendidos como gastos correspondientes al convenio expirado, sin considerar aquellos meses prorrogados de dicho convenio en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 7 bis de dicha ley, aplicado sobre el monto que le correspondería percibir en el mes respectivo, sin que pueda superar dicho monto.


3. Para la siguiente renovación del convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa de los sostenedores sometidos a este régimen especial, se considerarán, para el cálculo del porcentaje a que se refiere el literal c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, el conjunto de recursos transferidos en virtud del régimen especial, incluida la prórroga del último convenio inmediatamente expirado, y su saldo inicial, si correspondiere.


4. A estos convenios les serán aplicables las normas de la ley N° 20.248 y lo dispuesto en los artículos 1 y 2 de esta ley.

§ 3. Normas Comunes.


Artículo 4.- Las medidas dispuestas en los párrafos precedentes no obstan a las facultades de fiscalización y sanción de la Superintendencia de Educación establecidas en el Título III de la ley N° 20.529, por incumplimiento de la normativa educacional, ni a la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda.


Artículo 5.- Sin perjuicio de lo regulado en los párrafos precedentes, la Superintendencia de Educación establecerá procesos de rectificación de la rendición de cuentas, en la forma, plazos y períodos que ésta determine. A su vez, regulará, mediante instrucciones de carácter general, todo lo dispuesto en la presente ley.

Título II

De la gestión de becas administradas por CONICYT.


Artículo 6.- Modifícase el artículo 2 de la ley N° 20.905 del modo que se indica a continuación:


1. Reemplázase en el inciso primero la expresión “antes de la entrada en vigencia de la presente ley”, por “siempre que sean cumplidas antes del 29 de diciembre de 2017”.


2. Reemplázanse los incisos segundo y tercero por los siguientes:


“Lo señalado en el inciso anterior deberá ser declarado mediante acto administrativo. La acreditación del cumplimiento de las obligaciones se podrá realizar hasta el 29 de diciembre de 2017, bastando sólo una copia simple de la documentación o mediante información que acredite dicho cumplimiento que sea otorgada por las respectivas instituciones públicas o privadas.


Para el cumplimiento de las obligaciones impuestas para el otorgamiento de las becas nacionales de posgrado de la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica (CONICYT), para la realización de estudios o investigación en Chile, conferidas en virtud de la facultad establecida en el artículo 6 del decreto supremo N° 491, de 1971, del Ministerio de Educación Pública, aun en el caso que se haya declarado su incumplimiento por acto administrativo, los beneficiarios de dichas becas tendrán el plazo establecido en los numerales vii y viii del artículo 14 del decreto supremo N° 335, de 2010, del Ministerio de Educación, y sus modificaciones.”.


3. Agrégase el siguiente inciso final nuevo:


“Para acreditar el cumplimiento de las obligaciones de todas las becas administradas por CONICYT, se facultará a dicha Comisión para solicitar, tanto a los becarios como a las instituciones públicas o privadas, copia simple de la documentación.”.

Título III

Normas relacionadas con la educación escolar.


Artículo 7.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la ley N° 19.070:


1. Modifícase el artículo 18 G en el siguiente sentido:


a) Reemplázase en el inciso tercero la frase “haya sido contratado durante el primer año escolar al que se incorporó al” por “no haya realizado la inducción durante el primer año en que se incorporó a un”.


b) Intercálase en su inciso cuarto, a continuación de la expresión “servicios profesionales,” y antes de la palabra “tendrá” la frase siguiente nueva “o al siguiente en el caso de haber sido contratado con posterioridad al inicio de dicho año escolar,”.


2. Reemplázase en el inciso final del artículo 18 N el vocablo “directamente” por la expresión “, a través del sostenedor”.


3. Agréganse en el artículo 19 F los siguientes incisos tercero y cuarto:


“No obstante lo señalado en el inciso primero, los profesionales de la educación que, teniendo cuatro o más años de ejercicio docente, se incorporen a un establecimiento educacional cuyos docentes se rijan por lo prescrito en este Título, y no puedan ser asignados a ningún tramo de acuerdo a lo establecido en el Párrafo II, ingresarán a un tramo profesional transitorio denominado “de acceso” al Sistema de Desarrollo Docente, y percibirán la remuneración que corresponde a un docente asignado al tramo inicial.


Dichos profesionales accederán al tramo que corresponda de acuerdo a sus resultados y la experiencia acreditada, una vez rendidos los instrumentos para el proceso de reconocimiento profesional respectivo, en los plazos que corresponda de conformidad a lo establecido en el Título III de la presente ley.”.


4. Modifícase el artículo 50 en el siguiente sentido:


a) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando el actual inciso tercero a ser cuarto, y así sucesivamente:


“En escuelas o liceos cárceles se entenderá, sólo para efectos de determinar el derecho a percibir la asignación señalada en el inciso primero, que la concentración de alumnos prioritarios es igual al 60%.”.


b) En el inciso tercero, que pasó a ser cuarto:


i. Elimínase la expresión “, por una vez,”.


ii. Reemplázase la frase “desde su primer reconocimiento en cualquiera de dichos tramos” por “desde que nace su derecho a hacerla exigible, en cualquiera de dichos tramos”.


Artículo 8.- Reemplázase, en la letra a) del numeral II del artículo 2 del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación, que Fija la planta de personal de la Superintendencia de Educación y regula materias señaladas en los artículos tercero, quinto y sexto de la ley N° 20.529, la expresión “10 semestres de duración” por “8 semestres de duración”.


Artículo 9.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público en la Partida 09 Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la Partida 50 Tesoro Público.


Artículo 10.– Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.129, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior:


1. Agrégase, en el artículo 27 ter, el siguiente inciso final:


“Con el propósito de promover la calidad de los programas de prosecución de estudios a que hace referencia el artículo 27 sexies, corresponderá a la Comisión Nacional de Acreditación adecuar los criterios de evaluación señalados en este artículo respecto de aquellos que se apliquen a dichos programas.”.


2. Intercálase, en el artículo 27 sexies, el siguiente inciso segundo nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:


“En caso de que una universidad acreditada cree un programa de prosecución de estudios nuevo, contará con el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde el inicio de las respectivas actividades académicas.”.


Artículo 11.- Modifícase la ley N° 20.964, que otorga bonificación por retiro voluntario al personal asistente de la educación que indica, en los siguientes términos:


1. Reemplázase, en el inciso final del artículo 1, la expresión “al retiro” por “a la fecha de presentación de la carta de renuncia”.


2. Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7, la frase “al del término de la relación laboral” por “al de la presentación de la carta de renuncia”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Aquellos sostenedores que solicitaron la renovación de sus respectivos convenios durante el año 2015, sin que éstos fueran renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, podrán acogerse al régimen especial de renovación que incorpora esta ley, previa solicitud al Subsecretario de Educación formulada dentro del plazo de treinta días hábiles siguientes a la publicación de la presente norma, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación, sin perjuicio de las rectificaciones que puedan realizar en virtud del artículo 5 de la presente ley. Asimismo, los sostenedores a que se refiere este inciso, que durante el período del respectivo convenio expirado hayan progresivamente aumentado el porcentaje de gastos, podrán renovarlo hasta por el porcentaje mínimo exigido para ello, según lo dispuesto en la letra c) del artículo 7 bis de la ley N° 20.248, porcentaje de renovación que deberá ser determinado y aprobado mediante resolución exenta del Subsecretario de Educación, la que deberá ser visada por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Con todo, en ningún caso el porcentaje de renovación aprobado podrá superar en más de 20 puntos porcentuales el porcentaje de gastos correspondiente al último año del convenio expirado sin considerar la prórroga.


En los casos en que los convenios no fueron renovados por incumplimiento del requisito contemplado en el literal b) del artículo 7 bis mencionado, los sostenedores podrán rendir cuenta de los períodos no rendidos, previa solicitud al Subsecretario de Educación, en el plazo establecido en el inciso anterior, quien dictará los actos administrativos que correspondan para su debida aplicación. El plazo que otorgue el Subsecretario de Educación no podrá superar los sesenta días hábiles, y dicha rendición o rendiciones deberán ajustarse a la forma que para ello establezca la Superintendencia de Educación.


No obstante lo anterior, a los sostenedores que se acojan al presente artículo se les aplicará el régimen especial de renovación establecido en el Título I de la presente ley.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, podrán solicitar la renovación de sus respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, en el mismo plazo a que se refiere el inciso primero, eximiéndose del régimen especial establecido en el artículo 3 de esta ley, aquellos sostenedores que acrediten que durante la vigencia del Convenio expirado, incluida su respectiva prórroga, se haya sancionado con la inhabilitación señalada en el literal e) del inciso primero del artículo 73 de la ley N° 20.529 al representante legal o el administrador de la entidad sostenedora, y el nuevo representante legal o administrador de la misma haya iniciado la acción penal que corresponda en contra del representante legal o administrador inhabilitado, habiéndose admitido a tramitación la querella según lo establecido en el artículo 114 del Código Procesal Penal.


Los sostenedores que renueven sus convenios, cumpliendo los requisitos legales y condiciones establecidos en esta ley, podrán percibir los recursos que dispone la ley N° 20.248 y el artículo 49 bis del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, a que tengan derecho desde el mes siguiente a la expiración de su último convenio. La transferencia de recursos de la ley N° 20.248 se realizará bajo las condiciones establecidas en el artículo 3 de esta ley, con excepción de los convenios cuya situación es tratada en el inciso cuarto del presente artículo.


Artículo segundo.- En caso de contradicción entre las disposiciones de la presente ley y lo establecido en los respectivos Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, primarán las disposiciones de ésta. Los convenios vigentes a la fecha de la publicación de esta ley deberán adecuarse a sus disposiciones.


Artículo tercero.- No obstante los plazos de acreditación institucional y de los programas y carreras de pedagogías dispuestos en el artículo trigésimo quinto transitorio de la ley N° 20.903, en el artículo tercero transitorio de la ley N° 20.993 y aquellos señalados en el artículo 27 bis de la ley N° 20.129, las universidades que actualmente impartan programas de prosecución de estudios señalados en el artículo 27 sexies de la ley N° 20.129 que, a la fecha de publicación de la presente ley no se encuentren acreditados, tendrán el plazo de un año para obtener su acreditación, contado desde la publicación de esta ley.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte.

(Boletín N° 10.217-15)

El Presidente, previo acuerdo de la Sala, pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia en su despacho calificándola de “simple”.

Agrega que el objetivo principal del proyecto es mejorar la convivencia vial entre los distintos modos de transporte, resultando para ello necesario, entre otras medidas, definir y reconocer las diferentes especificidades de estos, abordando aspectos relacionados con medidas para mejorar la seguridad vial, la educación vial, estándares de operación y seguridad de ciclovías, junto con diferenciar a los ciclos del resto de los vehículos, señalando expresamente que los primeros son vehículos de aquellos clasificados como “no motorizados”.


Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones acordó proponer a la Sala discutir solamente en general la iniciativa, no obstante ser de artículo único.


Reseña luego que la referida Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores García Huidobro, Girardi, Letelier, Matta y Ossandón.

- - -


El Presidente hace presente que le han solicitado segunda discusión para esta iniciativa.


Declara terminado el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


Enseguida, el señor Secretario General anuncia que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi y Navarro, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -
Incidentes


El Presidente ofrece la palabra a cada Comité Parlamentario y ninguno de ellos hace uso de su tiempo reglamentario.

- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE SOLICITA EL ACUERDO DEL SENADO PARA NOMBRAR MINISTRO DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA AL SEÑOR ARTURO JOSÉ PRADO PUGA

(S 1.926-05)
GAB. PRES. N° 462/

ANT.: Oficio N° 363 de 29 de julio de 2016, de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Solicita acuerdo para el nombramiento de Ministro de la Excma. Corte Suprema.

SANTIAGO, 03 ABRIL 2017

DE: PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A: SEÑOR ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN

PRESIDENTE DEL H. SENADO

De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde a la Presidenta de la República, con acuerdo del Senado, designar a los Ministros de la Excma. Corte Suprema, de una cinquena que le haga llegar el Máximo Tribunal del país.
Mediante su Oficio N° 363, de 29 de julio de 2016, la Excma. Corte Suprema comunicó al Poder Ejecutivo, la cinquena conformada para proveer el cargo vacante por cese de funciones de don Pedro Pierry Arrau; la que en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso quinto de la disposición constitucional ya aludida, está integrada exclusivamente por abogados extraños a la administración de justicia.
En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa Honorable Corporación, para nombrar en el cargo de Ministro de la Excma. Corte Suprema, a don ARTURO JOSÉ PRADO PUGA.

Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.
2

OFICIO DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE PIDE LA ANUENCIA DEL SENADO PARA EL NOMBRAMIENTO COMO FISCAL JUDICIAL DE LA EXCELENTÍSIMA CORTE SUPREMA A LA SEÑORA LYA GRACIELA CABELLO ABDALA

(S 1.925-05)
GAB. PRES. N° 463/

ANT.: Oficio N° 580 de 12 de diciembre de 2016, de la Excma. Corte Suprema.

MAT.: Solicita acuerdo para el nombramiento de Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema.

SANTIAGO, 03 ABR 2017

DE: PRESIDENTA DE LA REPUBLICA

A: SEÑOR ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN

PRESIDENTE DEL H. SENADO

De conformidad al inciso tercero del artículo 78 de la Constitución Política de la República, corresponde a la Presidenta de la República, con acuerdo del Senado, designar al Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema, de una cinquena que le haga llegar el Máximo Tribunal del país.
Mediante su Oficio N° 580, de 12 de diciembre de 2016, la Excma. Corte Suprema comunicó al Poder Ejecutivo, la cinquena conformada para proveer el cargo vacante por renuncia voluntaria de don Juan Nolberto Escobar Zepeda.
En mérito de lo anterior, vengo en solicitar el acuerdo de esa Honorable Corporación, para nombrar en el cargo de Fiscal Judicial de la Excma. Corte Suprema, a doña LYA GRACIELA CABELLO ABDALA, actual Ministra de la Iltma. Corte de Apelaciones de San Miguel.
Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible, con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder al nombramiento antes referido, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.
Saluda a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.

3

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA LA DIRECCIÓN GENERAL DE CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS Y MODIFICA LAS NORMAS QUE SEÑALA

(10.126-15)
Oficio Nº 13.244
VALPARAÍSO, 4 de abril de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala, que corresponde al boletín N° 10.126-15, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas:

1. Elimínase la letra g) del artículo 14.
2. Incorpóranse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.
d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la dirección general a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 

n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la dirección general.

En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la dirección general que se realizarán durante el período siguiente.”.

Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.

Asimismo, reemplázase en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obra Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.

Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 36 del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas: 

1. Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:

“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y las sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.

2. Intercálase en el inciso cuarto, entre la palabra “discrepancias” y la expresión “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.
Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.

El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 

a) Sueldo base.

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 

La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.

Artículo 5.- La asignación especial señalada en el artículo anterior será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Haber prestado servicios a honorarios por a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 

b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.

c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones, la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4. 

Artículo 6.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y 5 no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de nueve meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.

2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.
Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.
***
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LAS LEYES NOS 19.968 Y 20.066 PARA INCORPORAR UNA MEDIDA CAUTELAR ESPECIAL EN FAVOR DE LAS VÍCTIMAS DE VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y FACULTAR AL TRIBUNAL, EN CASOS CALIFICADOS, A CONTROLAR SU CUMPLIMIENTO POR MEDIO DEL MONITOREO TELEMÁTICO

(9.715-07)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Muñoz.
En la sesión en que se analizó este asunto, el Honorable Senador señor Larraín fue reemplazado por el Honorable Senador señor Coloma.

Asistieron a su estudio la Honorable Senadora, señora Adriana Muñoz y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, señor Ignacio Castillo.

Concurrieron, asimismo, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Guillermo Briceño; el abogado de la Unidad Especializada de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar del Ministerio Público, señor Maurizio Sovino. la asesora del Honorable Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega; el asesor del Honorable Senador señor Espina, señor Fredy Vásquez, y el asesor de la Honorable Senadora señora Muñoz, señor Luis Díaz.

OBJETIVO DEL PROYECTO

Establecer un sistema de supervisión electrónica para velar por el cumplimiento efectivo de la medida cautelar que puede decretar el juez de familia, con el fin de dar mayor protección a las personas que son víctimas de violencia intrafamiliar.

Asimismo, regular la aplicación del monitoreo telemático a los individuos que son condenados por el delito de maltrato habitual, que sanciona la ley sobre violencia intrafamiliar. 

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo 2º.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 3.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 1 y 4.

4.- Indicaciones rechazadas: números 2, 5, 6 y 9.

5.- Indicaciones retiradas: números 7, 8 y 10.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las normas aprobadas en general y de los acuerdos adoptados a su respecto por  la  Comisión.

ARTÍCULO 1º

El texto aprobado en general efectúa dos enmiendas a la ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia. La primera modifica el artículo 93 y la segunda agrega un nuevo artículo 101 bis.

-.-.-


Antes de iniciar el análisis de estos preceptos, la Comisión consideró la indicación número 1, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe que modifica el artículo 92 de la ley Nº 19.968, que trata sobre las medidas cautelares de protección a la víctima que el juez de familia puede dictar en los procedimientos relativos a violencia intrafamiliar.

Esta indicación propone añadir una letra nueva al texto aprobado en general, mediante la cual se agrega dos incisos finales nuevos al referido artículo 92. Su texto es el siguiente:
“El juez podrá determinar controlar el cumplimiento de la medida referida en el numeral 1 mediante un sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, plataforma web u otra tecnología análoga, que permita tomar conocimiento de su quebrantamiento y otorgar auxilio inmediato a la víctima.
Para disponer el monitoreo telemático deberá considerar si la gravedad de los hechos, las circunstancias de los mismos o la existencia de denuncias o condenas anteriores, permitieren presumir que ocurrirán nuevos atentados en contra de la víctima, su familia o sus bienes.”.

Al comenzar el debate sobre esta proposición, el Honorable Senador señor Espina planteó que no era necesario aprobar el  inciso segundo contenido en la indicación número 1. Adujo que el tenor de la primera parte de la indicación otorga al juez la facultad para ordenar que el cumplimiento de la medida cautelar se efectúe con el auxilio de un sistema de control electrónico, lo que implica que el magistrado tuvo que hacer un ejercicio de evaluación antes de imponer la medida en cuestión, por lo que no existe una razón adicional para volver a imponerle, de manera expresa, la obligación de considerar el mérito de los antecedentes para disponer el monitoreo telemático.

Manifestó que ello también se subentiende de la obligación general de fundamentar las resoluciones judiciales.

A continuación, hizo uso de la palabra la Honorable Senadora señora Muñoz, quien manifestó que coincidía con la apreciación del Honorable Senador señor Espina. Afirmó que la indicación se explica por una conversación que en su minuto sostuvo con representantes del Ministerio de Justicia, en la que se planteó la limitación de los recursos disponibles para el control telemático que hoy ejecuta Gendarmería de Chile.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Harboe consultó la opinión al Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, presente en la sesión. 
Al respecto, el señor Ignacio Castillo manifestó que el Gobierno había fijado su opinión sobre esta iniciativa durante el debate en general de la misma y que no tenía ningún comentario adicional sobre el punto.

Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe propuso a la Comisión aprobar la indicación número 1, con la enmienda de suprimir su inciso segundo y hacer una adecuación de forma en su inciso primero.
La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, Coloma, Espina y Harboe, aprobó dicha proposición.

La disposición acordada se incorpora como nueva letra a) del artículo 1º de este proyecto de ley.

- - -

Letra a)
Del texto aprobado en general

El texto aprobado en general modifica el artículo 93 despachada en el primer trámite reglamentario intercala en la mencionada disposición un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:

"La resolución judicial que imponga la medida cautelar establecida en el número 1 del artículo 92 precisará la unidad de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deberá velar por su cumplimiento. Asimismo, determinará el sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, plataforma web u otra tecnología análoga, que permita a la policía tomar conocimiento del quebrantamiento de la mencionada medida y otorgar el auxilio inmediato a la víctima.".

de la ley Nº 19.968, precepto que regula la comunicación y ejecución de las medidas cautelares dictadas por el juez de familia. La modificación 

Sobre el particular, cabe señalar que el número 1 del artículo 92 antes referido trata de la medida cautelar consistente en la prohibición de ofensor de acercarse a la víctima e impedir o restringir la presencia de aquél en el hogar común y en el domicilio, lugar de estudios o de trabajo de ésta, así como en cualquier otro lugar en que la víctima permanezca, concurra o visite habitualmente.

Respecto de esta disposición se presentaron las indicaciones números 2, 3, 4, 5 y 6

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Bianchi, añade, luego de la expresión “artículo 92”, el siguiente texto: "deberá ser fundada, señalando cuales son los antecedentes que se tuvieron a la vista en el caso concreto y su valoración por parte del tribunal. Además".

La indicación número 3, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe, agrega, a continuación de la expresión “unidad de” la siguiente expresión: “Gendarmería de Chile,”.

La indicación número 4, de los mismo autores  que la anterior, propone reemplazar en el nuevo inciso segundo del artículo 93 la oración “Asimismo, determinará el sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, plataforma web u otra tecnología análoga, que permita a la policía tomar conocimiento del quebrantamiento de la mencionada medida y otorgar el auxilio inmediato a la víctima.", por "Si estimare conveniente la aplicación del monitoreo telemático, deberá consultar al organismo encargado la factibilidad técnica de su implementación, de acuerdo a lo establecido en el reglamento respectivo.”.

La indicación número 5, del Honorable Senador señor Bianchi, que sugiere añadir, al final del inciso incorporado por el texto aprobado en general, la siguiente frase: ", conforme a las normas contenidas en el reglamento dictado para la obtención efectiva de la tales fines".

Finalmente,  la indicación número 6, del Honorable Senador señor Navarro, agrega la siguiente oración final al texto aprobado en general: “De igual forma impondrá al infractor la obligación de comunicar oportunamente a la unidad de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deba velar por su cumplimiento la circunstancia de cambio de domicilio en las oportunidades respectivas.”.

La Comisión acordó tratar en conjunto todas las indicaciones relativas a este literal. 
En primer término el Honorable Senador señor Harboe adujo que las indicaciones números 3 y 4 están íntimamente vinculadas. Explicó que la indicación número 3 incorpora una mención expresa a Gendarmería de Chile para efectos de señalar que este organismo también deberá velar por el cumplimiento de la medida cautelar.
Añadió que de la misma forma la indicación número 4 prevé una regla complementaria para velar que el sistema de control electrónico estará efectivamente disponible en caso de ser requerido.
En relación con las otras disposiciones, Su Señoría planteó que la indicación número 6 rebasa las ideas matrices del proyecto; que la indicación número 2 puede ser superflua si se considera que todas las resoluciones judiciales deben ser fundadas, y, finalmente, que la indicación número 5 le parece algo confusa.

A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien señaló que coincide con lo planteado por el Honorable Senador señor Harboe respecto de la indicación número 2, pues resulta evidente que la imposición de una medida cautelar restrictiva -como la que acá se considera-, será dictada después de un ejercicio de evaluación de las circunstancias de hecho involucradas.

En relación con la indicación número 4, manifestó su opinión contraria a su aprobación tal como está redactada, pues a su juicio supone dilatar el cumplimiento de la medida que decreta el juez, al incorporar un trámite burocrático que involucra a otra institución del Estado. Planteó que prefiere que la factibilidad técnica sea una cuestión de hecho, que deba verificar el juez, y no un requisito previo que deje entregado el asunto a la voluntad de una repartición pública ajena al caso.

Sobre el particular, la Comisión tuvo en consideración que el inciso quinto del artículo 23 bis de la ley Nº 18.216, sobre penas sustitutivas a las privativas de libertad, se prevé que antes de resolver la imposición del monitoreo telemático como medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Harboe expresó que hay algunos lugares geográficamente alejados en los que es técnicamente imposible implementar un brazalete electrónico. Observó que en ese caso Gendarmería de Chile o la institución a la que se le encomiende el control de la medida cautelar, se verá imposibilitada de cumplir una resolución judicial, e incluso se podría constituir una situación desacato. Para evitar ese problema, se propone que haya un proceso de consulta previa.

A manera de réplica, el Honorable Senador señor Espina manifestó que la situación de que trata la indicación es un asunto más urgente que la que se plantea cuando se dicta una sentencia definitiva del proceso penal, porque se refiere a la necesidad imperiosa de prestar resguardo a la víctima. Por tal razón, expresó que, entendiendo los problemas de imposibilidad técnica, la redacción propuesta debe variar, para que la resolución sea tomada lo más rápidamente posible. Con ese propósito, sugirió reemplazar la expresión "deberá consultar al organismo encargado" por "deberá determinar (el juez), por el procedimiento más breve y expedito posible, la factibilidad técnica", para que quede claro que es un atribución del juez, y no de la institución a la que se ordena el cumplimiento de la medida.
Por su parte, la Honorable Senadora señora Muñoz manifestó que comparte la apreciación del Honorable Senador señor Espina, porque indudablemente la premura para la imposición de una medida cautelar es completamente distinta a la situación en la que está el juez una vez concluido el proceso penal.

Sobre el particular, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Castillo, planteó que la regla de la ley Nº 18.216, discurre sobre una base empírica referida a las posibilidades reales de georeferenciación de una persona. Explicó que ello está determinado por consideraciones técnicas objetivas que no atiendes a la urgencia del asunto.

En segundo lugar, subrayó que en la legislación vigente el monitoreo telemático que ejecuta Gendarmería está establecido exclusivamente para el cumplimiento de sentencias penales, y no para medidas cautelares ni para resoluciones dictadas por los tribunales de familia. Puntualizó que ampliar ese cometido a medidas cautelares no privativas de libertad, dictadas por la judicatura de familia, excede la función legal de la institución y los recursos públicos destinados a ese propósito.

Finalmente, expresó que el único reglamento que rige en esta materia se refiere a la ejecución del monitoreo telemático como sanción penal, y como Gendarmería de Chile no tiene en su ley orgánica la responsabilidad de velar por el cumplimiento de medidas cautelares no privativas de libertad provenientes de tribunales de familia, tampoco es posible dictarlo.

Concluidas las intervenciones previamente reseñadas, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, declaró cerrado el debate y puso en votación las indicaciones relativas al literal a).

En primer lugar, La Comisión rechazó la indicación número 2. Se pronunciaron en contra los Honorables Senadores señores Araya, Coloma, Espina y Harboe.

Luego, la Comisión procedió a aprobar, sin enmiendas, la indicación número 3. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Araya, Coloma, Espina y Larraín.

En tercer lugar, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Harboe, aprobó con enmiendas la indicación número 4. 

Finalmente, y con la misma votación precedente, rechazó las indicaciones número 5 y 6.

- - -

Letra b)

Del texto aprobado en general 

El texto aprobado en general considera la incorporación de un nuevo artículo 101 bis al párrafo segundo del Título IV, de procedimientos especiales de la ley Nº 19.968, relativo a la violencia intrafamiliar. El tenor de la disposición es el siguiente:

“Artículo 101 bis. Para los efectos del cumplimiento de las normas establecidas en el presente párrafo, las instituciones policiales, el Ministerio Público, y Gendarmería de Chile celebrarán protocolos de actuación interinstitucionales, los cuales deberán ser comunicados a cada Corte de Apelaciones, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.".

Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, se consigna en el texto que se propondrá como nueva letra c) del artículo 1º , como consecuencia de la incorporación de una nueva letra a) a este artículo.
- - -


A continuación, la Comisión trató la indicación número 7, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe, para incorporar en la ley Nº 19.968 un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo decimotercero.- La aplicación del monitoreo telemático en los casos a que hacen referencia los incisos finales del artículo 92 se realizará progresivamente.

Antes de decretarse su aplicación en un caso concreto el Tribunal respectivo, junto con verificar la factibilidad técnica deberá corroborar la disponibilidad del equipamiento.”.


Al iniciarse el estudio de esta proposición, los autores de la misma acordaron retirarla, en el entendido de que lo que ella propone constituye una tarea que debe normalmente hacer el juez, no siendo necesario establecerla expresamente en la ley.
- - -



En seguida, la Comisión consideró la indicación número 8, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe, para incorporar al proyecto un artículo nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo….- El Ministerio de Justicia, a través de un decreto supremo, expedido en diciembre, establecerá los cupos para el año siguiente respecto de dichas medidas cautelares. Asimismo, fijará un mecanismo expedito para realizar las verificaciones aludidas.

En tanto no se dicte una normativa específica para el monitoreo telemático de las medidas cautelares se aplicará, en lo que sea pertinente, el reglamento de monitoreo telemático de condenados a penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.”.


Al iniciarse el debate de esta indicación sus autores decidieron retirarla.
- - -

Artículo 2º

Esta disposición incide en el artículo 15 bis de la ley Nº 18.216, que Establece las Penas que indica como Sustitutivas a las Penas Privativas o Restrictivas de Libertad. El artículo en cuestión trata de la pena de libertad vigilada intensiva, que consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales.

La modificación aprobada en el trámite reglamentario anterior consiste en incorporar en la nómina de delitos que dan lugar a esta pena sustitutiva el tipo penal contemplado en el artículo 14 de la ley Nº 20.066, sobre maltrato habitual en el contexto de violencia intrafamiliar.

Sobre el particular, cabe tener presente que en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 23 bis de la citada ley Nº 18.216, el control del cumplimiento de la sentencia condenatoria por este ilícito se hará por medio del sistema de monitoreo telemático.

- Esta disposición no fue objeto de indicaciones ni modificaciones.

- - -


Seguidamente, la Comisión trató la indicación número 9, del Honorable Senador señor Bianchi.

Ella incide en el artículo 16 de la Ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar. En lo que interesa a este informe este precepto establece las medidas accesorias que el juez impondrá en conjunto con la decisión condenatoria de violencia intrafamiliar, tanto en sede de familia como penal.

Al respecto, el Honorable Senador señor Bianchi propone añadir un inciso final, del siguiente tenor:

"En el caso de que existan antecedentes sobre un peligro inminente en contra de la víctima en los términos indicados en el artículo 7º de la presente ley, el tribunal deberá decretar como medidas accesorias aquellas previstas en las letras a) b) y c) del artículo 9º.”.

Al iniciarse el debate de esta indicación se tuvo en vista que el artículo 7º de la ley Nº 20.066, describe ciertos casos de hechos que constituyen una situación de riesgo inminente de que se producirá un maltrato constitutivo de violencia intrafamiliar. Por su parte, las letras a), b) y c) del artículo 9º se refiere a las siguientes medidas accesorias que se impondrán en conjunto con la sentencia condenatoria: a) obligación del ofensor de abandonar el hogar común; b) prohibición al ofensor de acercarse a la víctima o su domicilio, lugar de estudio o de trabajo; y c) prohibición de porte, tenencia y comiso de armas de fuego.

Seguidamente, hizo uso de la palabra el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor Harboe, quien observó que la idea matriz del proyecto en discusión es incorporar el monitoreo telemático como forma de controlar las medidas cautelares en los procesos seguidos ante los tribunales de familia. En cambio, la disposición propuesta en la indicación se refiere a las medidas accesorias que se pueden imponer en conjunto con la sentencia condenatoria en un proceso de violencia intrafamiliar, por tanto, se trata de un asunto que se aparta de la idea matriz de este proyecto.

El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo manifestado por quien le intrafamiliar, por lo que el Ministerio de Justicia debería analizarlo en su mérito y formular, a la brevedad posible, una iniciativa legal que responda a la inquietud planteada por la indicación.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Harboe, rechazó esta indicación.

antecedió en el uso de la palabra, pero solicitó que se dejara constancia de que el punto propuesto por la indicación puede estar referido a un problema relevante en los casos de violencia 
- - -


Finalmente, la Comisión consideró la indicación número 10, de los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe. 
Ella recae en el artículo 8º del decreto ley Nº 2.859, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile. 
El referido precepto establece las funciones de la Subdirección Técnica de esa repartición.

La indicación incide en la letra c) del inciso segundo del artículo 8º, que establece que el citado organismo será el encargado de ejercer el control y gestionar los programas de atención y asistencia de los condenados que cumplan penas sustitutivas a la reclusión. 
En particular, la indicación propone añadir en ese literal la siguiente frase: “y, excepcionalmente, de las personas a quienes se les impongan medidas cautelares que puedan ser supervigiladas por la institución”.

Al comenzar el debate de esta proposición, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Castillo, planteó que esta disposición contiene la propuesta más compleja del conjunto de indicaciones que ha estudiado esta Comisión.
Explicó que la enmienda plantea que Gendarmería de Chile estaría a cargo del control de una medida cautelar no privativa de libertad, dictada en un contexto que no es necesariamente delictual sino de protección en el ámbito familiar. Lo anterior, agregó, supone exorbitar de forma superlativa las actuales funciones de la institución, además de no considerar los cuantiosos recursos que se requerirían para poder cumplir con esa nueva responsabilidad.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Muñoz señaló que el propósito de la modificación es, simplemente, utilizar la experiencia y la plataforma instalada que tiene Gendarmería de Chile para el control telemático.

Por su parte, el Honorable Senador señor Espina observó que las medidas cautelares que trata este proyecto son vigiladas por Carabineros de Chile y la Policía de Investigaciones con los mismos recursos que deben emplear para todo el resto de las funciones y responsabilidades propias de las instituciones policiales, y cuando esos recursos se agotan en la práctica no hay quien vele por el cumplimiento de la resolución judicial que dispuso la medida precautoria.

Indicó que este tipo de asuntos es la competencia natural de una judicatura especial de control de ejecución de penas, que es una necesidad largamente anhelada por la ciudadanía, pero que ni esta Administración ni las anteriores han abordado como debían.
Añadió que este asunto debe solucionarse cuanto antes, porque de lo contrario el avance legislativo que supone esta iniciativa será letra muerta.

En la misma línea, el Honorable Senador señor Harboe expresó que tiene dudas respecto de la posible iniciativa parlamentaria de esta indicación, por lo que corresponde que el Ejecutivo tome cartas en el asunto e impulse los cambios institucionales necesarios para llevar a buen puerto este proyecto.

Teniendo en cuenta esta última consideración, los autores de esta indicación decidieron retirarla.

-.-.-
MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

Artículo 1º

Incorporar la siguiente letra a), nueva:

“a) Agrégase el siguiente inciso final, al artículo 92:

“El juez podrá determinar que se controle el cumplimiento de la medida referida en el numeral 1 mediante un sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, una plataforma web u otra tecnología análoga, que permita tomar conocimiento de su quebrantamiento y otorgar auxilio inmediato a la víctima. (Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores señores Araya, Coloma, Espina y Harboe).

Letra a)

Pasa a ser letra b)

Sustituirla por la siguiente:

“b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 93 de la ley Nº 19.968:

"La resolución judicial que imponga la medida cautelar establecida en el número 1 del artículo 92 precisará la unidad de Gendarmería de Chile, de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deberá velar por su cumplimiento. (Unanimidad 4 x 0. Honorables Senadores Araya, Coloma, Espina y Harboe) Si el juez estimare conveniente la aplicación de la medida de monitoreo telemático, deberá determinar, en el menor tiempo posible, la factibilidad de su aplicación, de acuerdo a lo establecido en el reglamento respectivo.”. (Unanimidad 3 x 0. Honorables Senadores señores Coloma, Espina y Harboe).
Letra b)

Pasa a ser letra c),

 sin enmiendas.

-.-.-

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:
Artículo 1°. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley Nº 19.968:

“a) Agrégase el siguiente inciso final, al artículo 92:

“El juez podrá determinar que se controle el cumplimiento de la medida referida en el numeral 1 mediante un sistema de supervisión electrónica, que podrá consistir en el monitoreo telemático, una aplicación para teléfono móvil, una plataforma web u otra tecnología análoga, que permita tomar conocimiento de su quebrantamiento y otorgar auxilio inmediato a la víctima “.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, al artículo 93 de la ley Nº 19.968:

"La resolución judicial que imponga la medida cautelar establecida en el número 1 del artículo 92 precisará la unidad de Gendarmería de Chile, de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones de Chile que deberá velar por su cumplimiento. Si el juez estimare conveniente la aplicación de la medida de monitoreo telemático, deberá determinar, en el menor tiempo posible, la factibilidad de su aplicación, de acuerdo a lo establecido en el reglamento respectivo.”.

c) Agrégase, a continuación del artículo 101, y antes del párrafo tercero, el siguiente artículo 101 bis, nuevo:

“Artículo 101 bis. Para los efectos del cumplimiento de las normas establecidas en el presente párrafo, las instituciones policiales, el Ministerio Público, y Gendarmería de Chile celebrarán protocolos de actuación interinstitucionales, los cuales deberán ser comunicados a cada Corte de Apelaciones, a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.".

Artículo 2°. Incorpórase la siguiente oración final, nueva, a la letra b) del artículo 15 bis de la ley Nº 18.216: “También procederá tratándose del delito establecido en el artículo 14 de la ley Nº 20.066.”.

-.-.-.-

Acordado en sesión celebrada el día 20 de marzo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Pedro Araya Guerrero, Juan Antonio Coloma (Hernán Larraín Fernández), Alberto Espina Otero, y Alfonso De Urresti Longton.


Sala de la Comisión, a  23 de marzo de 2017.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR TUMA, SEÑORA MUÑOZ Y SEÑOR LAGOS, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO AL DERECHO A RETRACTO EN LOS CONTRATOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EDUCACIONALES

(11.178-03)
Fundamentos del proyecto:

1. El derecho a retracto:

El Art. 3° ter de la ley N° 19.496 establece el derecho a retracto para prestaciones de servicios educacionales de nivel superior, proporcionadas por centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades. Dicha norma "faculta al alumno o a quién efectúe el pago en su representación para que, dentro del plazo de diez días contados desde aquél en que se complete la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas, deje sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados".

De este modo, el derecho retracto en establecimientos de educación superior constituye un derecho de los alumnos y sus familias amparado en las normas de derecho del consumo que dispone de una regla especial para su aplicación.

No obstante lo anterior, algunos centros de educación superior, como la Universidad 

Andrés Bello, contemplan en sus contratos una cláusula que obliga al contratante y al alumno a pagar "el total de la matrícula y el respectivo arancel por los servicios educaciones del año académico correspondiente". A su vez, establecen que "la suma pagada por la matrícula no será susceptible de devolución" y a reglón seguido incorporan el derecho a retracto contemplado en el Artículo 3°, Ter antes citado. 

Así, hay Universidades que a la fecha de matricular a los alumnos el plazo de retracto se encuentra caducado, no obstante ellos incorporan este derecho en el contrato de adhesión, y en la práctica no tiene efecto toda vez que los alumnos o sus  representantes que suscribirán los contratos están impedidos de ejercer dicho derecho, puesto que el plazo establecido en la ley para impetrarlo, al momento de firmar el contrato, se encuentra vencido. En consecuencia, la cláusula no sólo vulnera el principio rector del estatuto tutelar que es el "Principio pro-consumidor" en virtud del cual, las cláusulas ambiguas, deben ser siempre interpretadas a favor del contratante más débil, en este caso, el alumno, sino que además, la introducción de una cláusula así escrita, provoca la renuncia tácita de uno de los derechos del consumidor, renuncia, que de acuerdo con el artículo 4° de la LPC está prohibida, por cuanto se trata de normas de orden público, irrenunciables por los consumidores. En efecto la norma dispone en el Artículo 4° "Los derechos establecidos por la presente ley son irrenunciables anticipadamente por los consumidores."

Cabe recordar que la Ley del Consumidor posee un carácter tutelar que protege a los consumidores y sus relaciones con el proveedor. El derecho civil clásico, que basa su construcción en la igualdad de las partes, ha resultado ineficiente a la hora de resolver conflictos jurídicos que se producen entre partes desiguales tanto en el contenido del contrato de adhesión mismo, como en la forma de aplicar las cláusulas del contrato  y en los efectos que éste provoca. Es obvio que quien es el especialista (el proveedor) en materia de consumo, sabe o debe saber cómo afectarán las cláusulas que introduce en el contrato, a los consumidores desprovistos de la información necesaria y suficiente para evaluar en forma adecuada lo que suscriben.

Esta asimetría exige de quien detenta la supremacía en la relación de consumo, un patrón de conducta severo, lo que ha dado en llamarse por la doctrina "DEBER GENERAL DE CONDUCTA" en términos que el proveedor, dada la posición dominante que ocupa, debe someter su actuar a una serie de limitaciones que constituyen normas de orden público económico, irrenunciables para las partes y destinadas a proteger al consumidor y consecuentemente al mercado en general.

Nuestra legislación reconoce la contratación adhesiva, la legitima y faculta al empresario o proveedor del bien o servicio a redactar las cláusulas del contrato. Acepta también la posición pasiva del consumidor, esto es de aceptar las cláusulas, pura y simplemente, condición que impone la aplicación de reglas estrictas de orden público que el proveedor debe cumplir.

Así, las normas del compendio tutelar de la ley 19.476 sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, es en sí misma una normativa protectora, y cuyo articulado imperativo, es de orden público, irrenunciable por el consumidor.

En efecto, la consagración legislativa establece que el silencio del consumidor no es manifestación de voluntad; a su vez impone reglas específicas para los contratos de adhesión los que deban estar escritos en letras grandes; que el proveedor debe entregar la información general básica; se prohíben los espacios en blanco en los contratos; que la interpretación de cláusulas confusas o ambiguas deben ser a favor del consumidor. Además, la LPC establece la nulidad de las cláusulas del contrato de adhesión cuando éstos contienen, artículos de la llamada "lista negra", o cláusulas prohibidas. 

El carácter tutelar de la LPC ha sido reconocido por los Tribunales de Justicia de nuestro país, con fallos como el de Sernac con Cencosud, Conadecus con Banco Estado, y Odecu con Bank Boston.

2. El derecho a retracto y el equilibrio contractual:

La decisión del consumidor, cómo razona, elige y se retracta del acto de consumo no es novedoso en el derecho tutelar de la LPC tanto en Chile como en el mundo. De hecho, la ley considera la reflexión del consumidor hacia el acto de consumo, como una parte del "iter contractual", es decir como parte integrante de la decisión de consumir, precisamente por las particularidades de este tipo de contratación: masiva, rápida, sometida a todo tipo de incentivos para contratar, sin reflexión.

En relación con el Retracto del Consumidor respecto del Contrato de Prestación de

Servicios Educacionales, el profesor Iñigo de la Maza, señala:

"Para buena parte de nuestra doctrina, la existencia misma de la LPC se justifica, generalmente, en la desigualdad que suele caracterizar a la posición negociadora de las partes de una relación de consumo, causada por las ventajas que, en términos de información, se atribuye a una de las partes -el proveedor- sobre la otra -el consumidor- lo que trae consigo la necesidad de corregir, como dice el profesor Aimone, la "asimetría de las partes en el conocimiento que tienen sobre la cosa debida en la relación jurídica que denominamos relación de consumo. Una línea similar se observa en la legislación de nuestros países vecinos, como el nuevo Código de Protección y Defensa del Consumidor del Perú, de singular calidad técnica. En esta línea deberíamos inscribir, entonces, al retrayente que ampara el Art. 3° ter de la LPC.".

De la Maza propone que la protección especial a los consumidores se justificaría no solo porque el proveedor no suministre la información necesaria, sino también por "problemas de racionalidad imperfecta"; y afirma que "El problema no consistiría, únicamente, en que el consumidor no disponga de acceso a la información que le permita una adecuada formación del consentimiento, sino que, aun disponiendo de dicho acceso, no necesariamente es capaz de utilizar la información adecuadamente". 
Este autor encuentra precisamente aquí el fundamento de la facultad de retracto en favor del consumidor. "La causa más compleja que explica la presencia de asimetrías informativas es la racionalidad imperfecta. A diferencia de la falta de suministro de información, en este supuesto el consumidor tiene acceso a ella, sin embargo no es capaz de hacer un uso adecuado de la misma"; y añade: "Como sucede con las  cláusulas abusivas de la lista negra, la justificación en los supuestos en que se autoriza el desistimiento no se relaciona necesariamente con la falta de información -la cláusula puede privarse de eficacia aun cuando el consumidor la haya conocido-, el consumidor puede desvincularse del contrato aun cuando se le haya suministrado toda la información pertinente, sino con problemas de racionalidad imperfecta del consumidor, este no resulta capaz de evaluar adecuadamente la cláusula o el bien o servicio que está adquiriendo".

Del mismo modo razonan en la memoria de prueba los señores José Ignacio Mercado

Campero y Joaquín Eloy Polit Corvalán cuando señalan:

"3) Doctrina de las Expectativas Razonables: Esta teoría tiene su origen en la jurisprudencia y doctrina norteamericana, gestándose a partir de la década de los 60. Se sustenta en el hecho que, en los contratos por adhesión, no existe para el consumidor un margen de libertad contractual que le permita determinar el contenido del contrato. Su voluntad se limita a adherir a los términos propuestos por el proveedor, como una condición para acceder a los bienes o servicios ofrecidos por éste. "(...) El contenido contractual no ha sido validado por el adherente por su conocimiento ni su expresión de voluntad -ello aunque el contrato aparezca formalmente suscrito por él contrariamente a lo que sostenía la teoría clásica, por lo que el contrato de adhesión no alcanzará fuerza obligatoria por el sólo hecho de su suscripción formal sino que lo hará a condición de que sea el producto de una manifestación de voluntad del adherente verdaderamente libre e informada, lo que trae como consecuencia que en el caso de que las condiciones del contrato no coincidan con lo que creyó contratar, las cláusulas escritas deberán ser desplazadas por sus legítimas expectativas, bajo condición de que sean razonables".

"Si el proveedor tuvo alguna razón para creer que la parte que manifiesta su consentimiento podría no haberlo hecho si hubiera sabido que el contrato contenía una determinada cláusula, ésta (la cláusula) no será parte de dicho contrato. La doctrina de las expectativas razonables genera para el proveedor la obligación de destacar y explicar aquellos términos y condiciones del contrato que el consumidor razonablemente pudo ignorar o no considerar como parte integrante del mismo, atendida la naturaleza del acto celebrado. Por lo tanto, si el contenido contractual resulta inconsistente con las expectativas que llevaron a celebrar el contrato al consumidor, se admitirá su revisión, ajustándose el contenido a lo razonablemente esperado por el consumidor, o declarándose la nulidad de la cláusula. Por regla general, las expectativas razonables coinciden con lo que el consumidor medio considera como normal para el acto celebrado. Pero determinar lo que debe considerarse como normal genera ciertas críticas fundadas en que la recepción de este criterio dentro de un ordenamiento positivo podría afectar la seguridad jurídica. Si bien admitimos como posible la existencia de este riesgo, creemos no obstante, que la utilidad que presenta esta doctrina para efectos de cautelar el equilibrio contractual no puede ser descartada en razón de este temor. En efecto, la determinación de las expectativas razonables no debe quedar a discreción del consumidor. La noción de expectativa no puede ser entendida sobre la base de un estado de ánimo o disposición sicológica del consumidor al momento de celebrar el contrato, sino que debe configurarse a través de parámetros objetivos que permitan dotar de seguridad jurídica a la relación contractual."1.

Se ha señalado que la voz "expectativa" es una traducción literal del inglés "reasonable expectations", expresión que, a su vez, se traduce como "confianza en pos que las cosas sucedan de una determinada manera". Por ello, los conceptos de desequilibrio importante y finalidad del contrato se construyen sobre una base similar a la expresada anteriormente, ya que persiguen la no defraudación del consumidor, debiéndosele ofrecer por tanto, un contrato "acorde con las expectativas que crea en éste último (el consumidor) la naturaleza y finalidad del contrato".

Como ya mencionamos, una de las cláusulas que el tribunal consideró como abusiva consistía en aquella que imponía al usuario la obligación de pagar una cuota mensual para mantener la vigencia del servicio (cuota que se pagaba aun en caso de no utilizar el servicio). La Corte consideró que el pago de dicho sobreprecio no puede ser razonablemente esperado por el usuario, en consideración a la naturaleza del servicio contratado. 

En conclusión, la doctrina de las expectativas razonables consiste en que el proveedor no defraude los fines que el consumidor persiguió al momento de celebrar el contrato  de adhesión, mediante la incorporación de cláusulas que alteren, sorpresiva e injustificadamente, la función típica que desempeña el negocio en la vida jurídica."

3. El derecho del consumo como un derecho humano de tercera generación:

Los derechos humanos de tercera generación si bien no han sido reconocidos como derechos humanos en los instrumentos internacionales, han sido reconocidos por diversas organizaciones de las Naciones Unidas. Estos derechos de tercera generación se consideran como derechos colectivos, difusos, pertenecientes a grupos sociales vinculados al principio de solidaridad.

Por esto, se considera que los derechos del consumidor corresponden a un derecho humano debido a que los consumidores están determinados en circunstancias sociales asimétricas frente a imposiciones de oferentes de bienes y servicios, donde las relaciones sociales se enfocan en el contexto del mercado y su nexo es el consumo. De este modo, se sostiene que:

"La obligación de los Estados es, entonces, respetar, proteger, garantizar y cumplir. En el vasto espectro de la protección de los derechos del consumidor como derecho humano, las acciones estatales en salvaguarda de este derecho deben ser analizadas en el marco de la interdependencia que existe entre los derechos humanos, la democracia y el desarrollo económico".2
De este modo, la Directriz para la Protección del Consumidor de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD), aprobada por la Asamblea General de la Naciones Unidas en la Res. 70/86/2015, con motivo de que los Estados Miembros reconozcan que "los consumidores afrontan a menudo desequilibrios en cuanto a capacidad económica, nivel de educación y poder de negociación". Por esto, la directiva tiene como objetivo ayudar a los países miembro a proteger a los habitantes en calidad de consumidores y frenar las prácticas comerciales abusivas de las empresas. 

El ámbito de aplicación de la resolución corresponde a transacciones entre empresas y consumidores, incluida la provisión de bienes y servicios a consumidores por empresas estatales. De este modo, se plantean los principios generales:

"a) El acceso de los consumidores a bienes y servicios esenciales;

b) La protección de los consumidores en situación vulnerable y de desventaja;

d) La promoción y protección de los intereses económicos de los consumidores;

e) El acceso de los consumidores a una información adecuada que les permita hacer elecciones bien fundadas conforme a los deseos y necesidades de cada cual;"3 (UNCTAD, 2016:6-7)

La resolución plantea principios para buenas prácticas comerciales, entre los que se incluyen: (i) trato justo y equitativo (evitar prácticas que perjudiquen a los consumidores en situación vulnerable y de desventaja); (ii) conducta comercial (no someter a los consumidores a prácticas ilegales, poco éticas, discriminatorias o engañosas, como las tácticas de comercialización abusiva, el cobro abusivo de  deudas); (iii) divulgación y transparencia (Las empresas deben facilitar información completa, exacta y no capciosa sobre los bienes y servicios, términos, condiciones, cargos aplicables y costo final para que los consumidores puedan tomar decisiones bien fundadas) (UNCTAD, 2016:8).

Asimismo, se plantea que las políticas nacionales de los Estados Miembros deben fomentar los "Términos contractuales claros, concisos y fáciles de entender que no sean injustos.". Lo anterior, se refleja en el numeral 26 señalando que "Los consumidores deben gozar de protección contra abusos contractuales como el uso de contratos uniformes que favorecen a una de las partes, la no inclusión de derechos esenciales en los contratos y la imposición de condiciones excesivamente estrictas para la concesión de créditos por parte de los vendedores." (UNCTAD, 2016:12-13)

4. El derecho a retracto en servicios educacionales:

El artículo 3° ter fue incorporado el año 2006, a través del Diputado Eugenio Tuma, en la indicación se establece el derecho a retracto para las prestaciones de servicios educacionales en los Centros de Formación Técnica, Institutos Profesionales y Universidades y se faculta al consumidor o a quién efectúe el pago en su  representación para que, dentro de los primeros treinta días corridos contados desde el inicio de la prestación del servicio, proceda a dejar sin efecto el contrato con la respectiva institución, sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados.

Posteriormente, en el segundo trámite constitucional en el Senado, la norma aprobada por la Cámara de Diputados fue modificada por una indicación presentada por los Senadores Chadwick y Novoa, específicamente se alteró el período para hacer efectivo el retracto de "30 días corridos contados desde el inicio de la prestación del Servicio" por la regla vigente que establece "diez días contados desde aquél en que se complete la primera publicación de los resultados de las postulaciones a las universidades pertenecientes al Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas".

A la luz del contexto social y político en el que se desarrolla la discusión legislativa del año 2006, la norma constituyó un avance en la protección de los derechos de los consumidores, particularmente en la provisión de un servicio cuya naturaleza corresponde al ejercicio de un derecho social gravitante en el desarrollo de las capacidades y oportunidades de los alumnos, donde están en juego sus expectativas y las de su grupo familiar cuya provisión ha sido transferida al mercado de manera masiva desde la década de los 80 en adelante, proceso que se caracteriza por una débil regulación por parte del Estado y por una abierta desprotección de los derechos de los alumnos y sus familias respecto a los contratos suscritos, en específico al ejercicio del derecho a retracto.

En efecto, al analizar los contratos de adhesión que disponen algunas universidades, se observan cláusulas abusivas que vulneran el del derecho a retracto, por otra parte al analizar el ámbito de aplicación de la norma que garantiza el derecho a retracto prevista en la Ley N° 19.496 queda de manifiesto el alcance acotado que tiene la norma a los servicios provistos en la educación superior, dejando fuera del ámbito de aplicación a instituciones educacionales de los otros niveles de formación y a las entidades que ofrecer servicios educativos no reconocidos por el Estado.

El proyecto de ley se hace cargo de estos vacíos legales y propone perfeccionar la norma para modificar las reglas de los plazos para ejercer el derecho a retracto, se propone ampliar el ejercicio del derecho a todas las instituciones de educación reguladas por la Ley N° 20.370, a su vez se extiende el ámbito de aplicación de este derecho a todos los servicios educacionales sin importar la naturaleza jurídica de la institución, el nivel educacional, su extensión o el tipo de programa o servicio que se brinda. 

Si bien el país ha avanzado en la provisión de los servicios educacionales a través del

Estado para garantizar el ejercicio del derecho social, también es claro que la  provisión desde el mercado no desaparecerá y por lo cual es preciso cautelar los derechos de los alumnos y sus familias, el año 2016 la matricula correspondiente a instituciones privadas en sus distintos niveles supera el millón trescientos mil estudiantes, ello sin contemplar otro tipo de programas y servicios de educación o formación no reconocidos o regulados por el Estado.

De este modo la iniciativa, busca fortalecer el carácter tutelar de la norma para proteger una relación contractual donde se encuentra comprometido un derecho social, protegido por una norma tutelar como es el derecho del consumo y que se enmarcan en la protección de los derechos humanos de tercera generación, como se ha referido con anterioridad.

Por lo anteriormente expuesto, los senadores firmantes venimos en presentar el siguiente proyecto de ley:

Artículo único: Para reemplazar el Artículo 3° ter de la Ley N° 19.496 por el  siguiente:

En los contratos de prestación de servicios educacionales, de formación o enseñanza, sean provistos por cualquier persona natural o jurídica, el alumno y/o quien efectúe el pago de la matrícula o arancel tendrá derecho a poner término unilateralmente al contrato dentro del plazo de diez días corridos, contados desde la fecha de la firma del respectivo contrato.

El derecho a retracto se ejercerá sin pago alguno por los servicios educacionales no prestados, no obstante ello, la institución de educación estará facultada para retener,  por concepto de costos de administración, un monto de la matrícula, que no podrá exceder al diez por ciento del valor de la misma.

En todo caso, la institución educacional deberá devolver en un plazo máximo de diez días, contados desde la fecha en que se ejerce el derecho a retracto, la totalidad de los dineros pagados, los documentos de pago o crédito entregados en garantía y los documentos o certificados requeridos para el proceso de matrícula.

En el evento de haberse otorgado mandato general para hacer futuros cobros, éste quedará revocado por el solo ministerio de la ley desde la fecha de la renuncia efectiva del alumno al servicio educacional. El prestador del servicio se abstendrá de negociar o endosar los documentos recibidos, antes del plazo señalado en el inciso primero.

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Ricardo Lagos Weber, Senador.
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